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ACRÓNIMOS Y ABREVIACIONES
ADN

Ácido desoxirribonucleico
ARN

Ácido ribonucleico
CCPDH
Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos

CD4

Los linfocitos T CD4 son una parte esencial, imprescindible, del sistema inmunitario. Su función principal es activar al propio sistema alertándole de la presencia de una infección de patógenos o de una replicación errónea de células humanas, para que haga frente y corrija la situación.

CDC

Centros para el Control y la Prevención de enfermedades (Estados Unidos de América)

CONADEH
Comisión Nacional de Derechos Humaos de Honduras

IIDH

Instituto Interamericano de Derechos Humanos

ISSS

Instituto Salvadoreño de Seguridad Social

NAC

National Aids Comisión (Belice)

PADESC
Programa Adjunto para la Defensa de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales

PAOs

Planes Anuales Operativos

PDDH

Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de Nicaragua

LGTB
Se refiere a población lésbica, gay, transgénero y bisexual.

PVVS

Personas viviendo con VIH y sida

SIDA

Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida

UNFPS
Fondo de Población de Naciones Unidas

VIH

Virus de Inmunodeficiencia Humana

PRESENTACIÓN

Los Ombudsman de Guatemala, El Salvador y Honduras, consideraron que era importante coordinar esfuerzos y con este fin, el 30 de abril de 1994, reunidos en la ciudad de Tegucigalpa, acordaron crear el Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos (CCPDH) como una instancia regional para articular y coordinar estratégicamente las voluntades políticas, iniciativas y capacidades institucionales de los Ombudsman, Procuradores y Procuradoras, Defensores y Defensoras y Comisionados y Comisionadas de Derechos Humanos de Centroamérica en su proyección regional. Se propone como misión fundamental promover y proteger los derechos humanos en los nuevos ámbitos de actividad social creados por el proceso de integración en Centroamérica
. 

Poco a poco se fueron incorporando las otras instituciones. A la fecha el Consejo está integrado por los Ombudsman de los países centroamericanos (Belice, Guatemala, Honduras, El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá). Estas  son Instituciones Nacionales (II.NN, segùn la ONU) clave en la promoción, protección y defensa de los derechos humanos, así como una respuesta a la necesidad de la sociedad civil para que sus gobernantes ejerzan una labor supervisada en el marco de la democracia y de la cual deben rendir cuentas.

Estas instituciones, además de tener la labor de fiscalizar al Estado en su administración pública, tienen la misión  de velar por la protección de los derechos humanos de todas las personas, especialmente frente al poder que tienen los órganos estatales. Por su misma naturaleza y función, dichas instituciones enfrentan constantemente ataques y obstáculos diversos.

Varias son las características que comparte la institución del Ombudsman en la región:
· Son instituciones dedicadas a la protección de los derechos de todas las personas frente al poder estatal.

· Su titular es designado en el seno del poder legislativo ya que se ve como su delegado.

· Cuentan con independencia administrativa y funcional.

· Rinden cuentas ante el poder legislativo anualmente con la presentación de su informe de actividades.

· Sus actuaciones no tienen carácter jurisdiccional sino que, al ser recomendaciones, el Ombudsman ejerce una magistratura de conciencia.

· Sus procedimientos son gratuitos, carecen de formalismos, tanto a la hora de recibir las quejas que presenten los ciudadanos como a la hora de realizar las investigaciones correspondientes.

· Cuentan con respaldo legal para exigir a las autoridades objeto de sus investigaciones, la colaboración, información y, en algunos casos, incluso el apersonamiento del titular de la entidad de la administración pública que se investiga, cuando lo estime necesario
.

Con la creación de dicho Consejo, las instituciones nacionales se proponen potenciar su trabajo conjunto y de cada institución nacional, en la promoción y protección de los derechos humanos, facilitando la colaboración y la complementariedad entre las instituciones miembros. Como parte de sus funciones también define y da seguimiento a agendas regionales, ejerce acciones concertadas de control e incidencia en las políticas públicas de los Estados concernidos y demanda y participa en  la solución de los problemas de los derechos humanos en el istmo centroamericano.

El Consejo está organizado por un Presidente o una Presidenta electo por un periodo de un año y por una Secretaría Técnica. Desde abril de 1999, el IIDH fue designado como su Secretaría Técnica por unanimidad de sus integrantes, basado en el desempeño de este Instituto como Secretaría Técnica de la Federación Iberoamericana del Ombudsman
. La Secretaría Técnica es un órgano del Consejo y sus responsabilidades incluyen la preparación y evaluación de los proyectos del CCPDH, así como el apoyo al Consejo a través de misiones técnicas, cursos de capacitación, acciones académicas, registro de miembros, coordinación de foros electrónicos de discusión, así como las funciones de guiar y apoyar las negociaciones relativas a convenios y tratados en materia de derechos humanos y de coordinar y mantener la comunicación efectiva entre los integrantes del Consejo.

El CCPDH emerge y se consolida como una instancia que contribuye a potenciar y fortalecer la capacidad de los Ombudsman de la región para vigilar el respeto de los derechos humanos de las poblaciones a nivel centroamericano, para lo cual requiere del ordenamiento de acciones y líneas estratégicas que le permitan atender los nuevos retos y desafíos que se plantean a cada institución y a la región centroamericana en la promoción, protección y defensa de estos derechos.

El diagnóstico sobre buenas prácticas y lecciones aprendidas del trabajo en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos es una iniciativa del CCPDH para ser ejecutado con las Oficinas del Ombudsman integrantes del mismo. Es parte del Plan Operativo Anual (PAO) 2006-2007 y su realización está prevista en el marco del proyecto “Promoción de conocimientos y capacidades en la protección internacional y nacional de los derechos humanos y su vinculación con la igualdad de género, los derechos reproductivos y el VIH/SIDA”. 

Dicho diagnóstico responde a una de las preocupaciones actuales del CCPDH, cual es, la promoción y protección de los derechos humanos relacionados con el VIH y sida, y que desde el 2002 se traduce en acciones específicas con el apoyo y asistencia del Fondo de Población de las Naciones Unidas (FNUAP).

Este diagnóstico no hubiera sido posible sin la facilitación de la Secretaría Técnica del CCPDH bajo el IIDH, y el apoyo de los enlaces institucionales que recogieron la información correspondiente a cada institución y elaboraron las plantillas:

Belice
Paul Rodríguez, Ombudsman de Belice



Ruth Jaramillo, Technical Director National Aids Comisión

Costa Rica
Juan Manuel Cordero, Director de Área de Calidad de Vida, Defensoría de los Habitantes

El Salvador
Antonio Aguilar, Procurador Adjunto



Nancy Orellana, Colaboradora Técnica, Procuraduría Adjunta, Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de El Salvador

Guatemala
Pablo Werner Ramírez, Director del Departamento de Planificación y Desarrollo, Procuraduría de los Derechos Humanos de Guatemala

Honduras
Sandra Álvarez, Encargada del Programa de Atención a Personas viviendo con VIH y sida, Comisionado Nacional de Derechos Humanos.

Nicaragua
Norma Moreno, Procuradora Especial de la Niñez y la Adolescencia, Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de Nicaragua

Panamá
Maité Cisneros, Delegada para la Promoción y Protección de los Derechos de Personas con VIH, Defensoría del Pueblo

¡A todos ellos y todas ellas, muchas gracias por su disposición y espíritu de trabajo, los cuales no se habría podido concluir este trabajo!

INTRODUCCIÓN

· ¿Por qué un diagnóstico sobre buenas prácticas y lecciones aprendidas del trabajo en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos de las Oficinas Ombudsman?

El CCPDH tiene como una de sus preocupaciones, la promoción y protección de los derechos humanos con relación al VIH y sida. En esta línea viene impulsando acciones desde el año 2002, con el apoyo y asistencia técnica del Fondo de Población de las Naciones Unidas. El CCPDH incluyó en su Plan de Trabajo 2006-2007 realizar en el año 2006, un diagnóstico del trabajo emprendido en los ámbitos nacional y regional, con el propósito de que se constituya en el punto de partida para la definición e implementación operativa de sus acciones para ese y los próximos años.
El diagnóstico sobre buenas prácticas y lecciones aprendidas del trabajo en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos de las Oficinas Ombudsman integrantes del Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos (CCPDH), se inscribe en el marco del proyecto “Promoción de conocimientos y capacidades en la protección internacional y nacional de los derechos humanos y su vinculación con la igualdad de género, los derechos reproductivos y el VIH y sida”. 

Este proyecto es coordinado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) con el Programa de las Naciones Unidas de Población (UNFPA), el cual se propuso como producto 2 lograr un fortalecimiento de las capacidades del CCPDH en su accionar en materia de VIH y sida y derechos reproductivos. 

El diagnóstico planteó relevar aquellas intervenciones efectuadas por las Oficinas del Ombudsman adscritas al CCPDH que reúnen condiciones para ser consideradas “buenas prácticas” y las lecciones aprendidas derivadas del trabajo en derechos humanos, VIH y sida y derechos reproductivos. 

· ¿Qué son “buenas prácticas” y “lecciones aprendidas”?

El concepto de buenas prácticas es de uso relativamente reciente en la literatura sobre las intervenciones de desarrollo que intentan producir alguna transformación social o tener un impacto en algún proceso de cambio. Existe cierto consenso a escala internacional de que una buena práctica puede ser definida como cualquier experiencia que, en su totalidad o en parte, funciona para promover cambios positivos y que puede tener aplicaciones e implicaciones en otras prácticas en otro contexto o situación (Guías de DED, 2001).

Una buena práctica es algo que realmente fue experimentado y comprobado que funciona. El criterio principal para definir una buena práctica es su utilidad potencial para estimular nuevas ideas o para actuar como guía sobre cómo conseguir mejores resultados en algún aspecto relacionado con el desarrollo, los derechos humanos y el cambio social. Es decir, una buena práctica estimula nuevas ideas o actúa como guía sobre cómo alcanzar mayor eficacia en el proceso llevado a cabo.

Las buenas prácticas se clasifican en tres niveles diferentes dependiendo de los esfuerzos de comprobación realizados y del número de situaciones diferentes en que fueron experimentadas (Guías de DED, 2001).

Nivel 1: Prácticas Innovadoras: en este nivel las prácticas pueden no haber sido comprobadas con datos o evaluaciones formales, pero debieron ser  experimentadas y contar con justificación lógica de su efectividad.

Nivel 2: Prácticas exitosamente demostradas: es preciso demostrar la efectividad de la práctica en cuestión con resultados verificables en un lugar o contexto determinados.

Nivel 3: Buenas prácticas replicadas: en este nivel las prácticas demostraron que funcionan y llevan a los resultados buscados en múltiples contextos, que pueden ser distintos países, proyectos o sectores.

Existen, además, una serie de criterios reconocidos internacionalmente como claves para determinar las buenas prácticas. Estos son:

· Innovación o creatividad

· Eficacia / impacto

· Replicabilidad

· Sostenibilidad

· Pertinencia

· Ética y Responsabilidad

· Eficacia

Estos criterios son como una orientación general y no necesariamente tienen que aparecer juntos para considerar una experiencia como una buena práctica. En ese sentido, su aplicación puede variar dependiendo del nivel y naturaleza de la práctica. Como planteamos en el diagnóstico, el trabajo de las Oficinas Ombudsman participantes en este campo es relativamente reciente y con desarrollos desiguales a lo interno de los países y entre países, pues se denotan mayores avances en materia de derechos humanos y VIH y sida, que con relación a los derechos reproductivos, y mucho menos en un trabajo articulado que incluya la tríada. Por ello las buenas prácticas relevadas reúnen solamente algunos de los criterios apuntados y no responden a todos los niveles. No obstante, contará con una primera aproximación, útil para  avanzar en el fortalecimiento de aquellos procesos y actividades que se perfilan como buenas prácticas y en mejorar la socialización de estas experiencias en la región.

Las lecciones aprendidas corresponden a lo que se podría denominar “conclusiones derivadas de la práctica incorporadas a la experiencia”. Son aprendizajes que acumulamos sobre lo que funciona o no funciona, lo que deberíamos mantener y fortalecer o hacer diferente. Las “lecciones aprendidas” tienen que ser asimiladas conciente y críticamente. Son más que resultados o recomendaciones sobre lo que debería hacerse o reforzarse. 

· Las fases del diagnóstico

Este diagnóstico se propuso como objetivos relevar los avances logrados en el ámbito regional derivados del trabajo en derechos humanos, VIH y sida y derechos reproductivos y realizado por los integrantes del CCPDH, y proponer un plan de acción para fortalecer las capacidades de intervención de cada una de las instituciones integrantes del Consejo. Su desarrollo involucró un conjunto de acciones entre siete oficinas del Ombudsman, el IIDH como Secretaría Técnica del CCPDH y la consultora, las que se organizaron en seis fases, a saber:

Fase 1: Organización de las Oficinas para la realización del estudio. La Secretaría Técnica del CCPDH envió a todas ellas cartas con la descripción de la actividad y la solicitud de nombramiento del  funcionario o la funcionaria encargada de la coordinación del diagnóstico en cada país. Igualmente se comunicó con las oficinas UNFPA de Centroamérica, Belice y Panamá sobre el desarrollo de la actividad.
Fase 2: Elaboración y envío de las plantillas para la recolección de los datos en las distintas Oficinas Ombudsman integrantes del CCPDH
. Estas plantillas se diseñaron con base en las acciones que se pretende retomar en el diagnóstico en los dos temas centrales: VIH y sida y derechos reproductivos. Fueron enviadas por medios electrónicos por la Secretaría Técnica del CCPDH a todas las personas encargadas de la coordinación del estudio para su llenado.

Fase 3: Recolección de la información entre las Oficinas Ombudsman participantes en el estudio:

· Procuraduría de los Derechos Humanos de Guatemala

· Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de El Salvador.

· Comisionado Nacional de los Derechos Humanos de Honduras.

· Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica.

· Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de Nicaragua.

· Defensoría del Pueblo de Panamá y

· Oficina del Ombudsman de Belice.

Fase 4: La sistematización de la información suministrada por las 7 oficinas. Esta se organizó de la siguiente manera: 

· Una primera sección dedicada a presentar al marco conceptual y referencial del diagnóstico, esto es, los principales conceptos relativos al VIH y sida y los derechos reproductivos, así como la relación entre derechos humanos, VIH y sida, personas viviendo con VIH y sida y derechos reproductivos. 

· Principales acciones ejecutadas por las Instituciones adscritas al CCPDH vinculadas con su intervención en materia de VIH y sida y derechos reproductivos:

· Abordaje desde el área de educación y área de protección.

· Áreas responsables a lo interno de las Oficinas de atender a las personas viviendo con VIH y sida y las personas que han visto sus derechos reproductivos violados. 

· Capacitación y producción de materiales especializados sobre ambos temas.

· Resoluciones elaboradas por las instituciones Ombudsman sobre VIH y sida y derechos reproductivos.

· Casos emblemáticos sobre VIH y sida y derechos reproductivos trabajados por las Oficinas del Ombudsman.

· La atención de las personas con VIH y sida: existencia de un protocolo de asistencia institucional para la atención de las personas viviendo con VIH y sida; seguimiento de los casos de personas viviendo con VIH y sida.

· La coordinación de las instituciones Ombudsman: a lo interno para la atención de los casos de VIH y sida y derechos reproductivos; con instancias regionales e internacionales; con instituciones públicas; y con entidades de la sociedad civil.

· Utilización por parte de las instituciones de los distintos sistemas internacionales de protección de los derechos humanos para la salvaguarda de las garantías de las personas viviendo con VIH y sida y derechos reproductivos. 

· Algunas buenas prácticas que conviene resaltar y lecciones aprendidas. Áreas de intervención a fortalecer a lo interno de las Instituciones Ombudsman para el abordaje de los derechos humanos de las personas viviendo con VIH y sida.

· Propuesta de plan de acción para fortalecer las capacidades del CCPDH en este campo.

Fase 5: Revisión del diagnóstico por las coordinaciones del mismo en cada una de las Oficinas y la Secretaría Técnica, e incorporación de observaciones y recomendaciones. 

Fase 6: Elaboración y entrega del informe final con las sugerencias sobre las áreas de intervención a fortalecerse a lo interno de las Instituciones participantes para la protección de los derechos humanos de las personas viviendo con VIH y sida. 

1. VIH Y SIDA, DERECHOS REPRODUCTIVOS Y DERECHOS HUMANOS: CONCEPTUALIZACION Y RELACION

1.1 El VIH y sida, ¿de qué estamos hablando?

El VIH y sida es una pandemia mundial que afecta a mujeres, hombres, niños, niñas y población adolescente y joven sin discriminar por edad, sexo o condición socioeconómica. Al 2005, solamente en África 24.5 millones de personas vivía con VIH y aproximadamente 2.7 millones más estaban infectadas. A la fecha, la pandemia ha cobrado cerca de 2 millones de vidas solamente en África,  diezmando pueblos enteros que han quedado sin padres y madres y con una cantidad importante de menores huérfanos y huérfanas viviendo y conviviendo con esta enfermedad. En América Latina –y Centroamérica no es la excepción- las cifras aumentan cada año, afectando a poblaciones adolescentes y jóvenes, mujeres y otras que tradicionalmente no fueron consideradas poblaciones en riesgo.

El Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) y el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (sida) tienen una relación muy estrecha, pero son conceptos diferentes. 

El Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) es el nombre dado al agente causal del sida a partir de mayo de 1986 de acuerdo a la recomendación del Comité Internacional para la Taxonomía de los Virus. El VIH produce el  sida, una enfermedad crónica y tratable en estos momentos con tratamientos de medicamentos antirretrovirales, aun cuando no se cura. El VIH fue identificado en octubre de 1983 por la doctora Francoise Barré-Sinoussi, del equipo del doctor Luc Montaigner en el Instituto Pasteur de París, Francia.

Tiene forma de icosaedro con una cubierta exterior con 72 espículas y conteniendo en su interior cuatro proteínas o enzimas que participan en la invasión de las células y en la reproducción del propio virus y que son la transcriptaza inversa, ribonucleasa h, proteasa e integrasa. El VIH pertenece a la familia de los retrovirus, lo cual significa que es capaz de invertir la dirección de la información que normalmente fluye del ADN al ARN, pero que en este caso lo hace en sentido inverso gracias a la transcriptasa inversa, introduciendo de esta manera su código genético y por medio de la integrasa lo "integra" al código de la célula CD4 infectada. Ello permite que ésta en lugar de multiplicarse, produce nuevos virus, llamados viriones. La estructura genética del VIH está formada por 9,139 nucleótidos. El VIH es un lentivirus, lo cual significa que permanece mucho tiempo en estado latente, hasta que no llega un factor que lo activa y lo haga iniciar su reproducción. 

El virus de la inmunodeficiencia humana destruye las células inmunológicas, provocando que el organismo quede indefenso, lo que aprovechan diversas infecciones y cánceres, que por esta razón se denominan oportunistas. Actualmente se sabe que existen dos tipos de VIH, el 1 y el 2. El 1 se presenta en América y Europa y el VIH -2 en el continente africano.

Las enfermedades o infecciones oportunistas se llaman así porque una persona con el VIH puede adquirir la infección si su sistema de inmunidad le da la oportunidad de desarrollarse. Más de 100 gérmenes pueden causar infecciones oportunistas. Sin embargo el VIH y las enfermedades relacionadas con éste varían de persona en persona, quienes pueden vivir con el VIH muchos años. Con drogas antoirretrovirales administradas por un o una profesional en medicina, una buena alimentación y un adecuado y oportuno cuidado  de su salud, las personas con VIH pueden hoy en día vivir con una mejor calidad de vida.

El Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (sida) es el conjunto de síntomas que se presentan independientemente de las causas que lo provocan. En el caso del  sida, en realidad hablamos de un conjunto de síndromes, como el síndrome de insuficiencia respiratoria, síndrome de mala absorción intestinal, síndrome meníngeo y otros más, habitualmente con predominio de uno de ellos. Inmunodeficiencia significa que el sistema inmunológico está disminuido y no es capaz de defender eficazmente al organismo contra el ataque de microorganismos. Adquirida significa que no se transmite por herencia, no es congénita y tampoco aparece por el envejecimiento, sino que se obtiene por alguna de las tres formas de transmisión que son: vía sanguínea, sexual y perinatal. 

En estricto sentido el sida es el último estadio de la enfermedad provocada por la infección con el virus de la Inmunodeficiencia Humana VIH, en que aparecen una serie de infecciones en los pulmones, cerebro, ojos y otros órganos, pérdida de peso, diarrea y un tipo de cáncer llamado sarcoma de Kaposi. De acuerdo con la definición oficial publicada por los Centros para la Prevención y control de enfermedades (CDC, por sus siglas en inglés) dse los Estados Unidos de Norteamérica, una persona recibe un diagnóstico de sida cuando tiene una cuenta de CD4 menor a 200 o cuando aparecen ciertas infecciones oportunistas. Actualmente se considera de gran importancia la cuantificación de la carga viral como un indicador del avance y pronostico de la enfermedad, así como para la administración y control de tratamientos. Entre la transmisión y el desarrollo de la enfermedad pueden transcurrir más de 10 años.

Gracias al desarrollo de tratamientos antirretrovirales
 y un mayor acceso de los mismos para las personas con diagnosticadas con VIH y sida, los promedios de vida y la calidad de la misma se han incrementado significativamente.

1.2 ¿Quiénes son las personas viviendo y conviviendo con el VIH y sida? 

Las personas que viven con VIH son todas aquellas cuya prueba serológica es positiva a la infección por VIH. Por ello se dice que son personas VIH positivas. En otras palabras, portan el virus de inmunodeficiencia humana, pero no significa que han desarrollado el  sida. En cambio, las personas que viven con  SIDA son aquellas que han desarrollado la enfermedad a consecuencia de la destrucción del sistema inmunológico por el VIH, presentando signos y síntomas de la enfermedad. 

Las personas que conviven con el VIH y sida son todas aquellas que viven con personas VIH positivas o que han desarrollado la enfermedad. Pueden ser familiares, cónyuges, vecinas y vecinos, compañeros y compañeras de trabajo y estudio, entre otras. El VIH y sida es un fenómeno social que toca a muchas personas, más allá de quienes han adquirido el virus o están enfermas. Genera miedos, temores y prejuicios, y con ello promueve la exclusión y discriminación no sólo de quienes viven con VIH y sida sino también de quienes son parte del entorno familiar, emocional, afectivo y social de las personas infectadas o que sufren la enfermedad.

Por esta razón, las instituciones y organizaciones que trabajan con personas que viven con VIH y sida tienen necesariamente que pensar en extender sus acciones de promoción, educación y atención a quienes también tienen relaciones con las primeras, las cuales pueden ser sus cuidadoras, aunque no necesariamente.

1.3 Los derechos reproductivos

Los derechos reproductivos se refieren al conjunto de derechos humanos relacionados con la salud reproductiva de mujeres y hombres, reconocidos en las leyes nacionales, en los documentos internacionales sobre derechos humanos y en otros documentos de Naciones Unidas aprobados por consenso. Veamos lo que dice el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo
:

Esos derechos se basan en el reconocimiento del derecho básico de todas las parejas e individuos a (decidir) libre y responsablemente el número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre éstos y a disponer de información y los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel más alto de salud sexual y reproductiva. También incluye su derecho a adoptar decisiones relativas a la reproducción sin sufrir discriminación, coacciones ni violencia... (párr. 7.3)

Los derechos reproductivos tienen que asumirse más que derechos individuales. Tienen que representar un objetivo colectivo y no deben limitarse a derechos legales. Tenemos que considerarlos una posibilidad propia, una reivindicación justificada de ser la persona quien decide y defiende la propia integridad física y mental. El concepto de derecho solamente tiene valor si está contextualizado y tiene suficiente significado cultural. Si bien los derechos reproductivos tienen que ver con la salud reproductiva y más extensamente con los derechos humanos que intervienen en la reproducción humana, están relacionados también con los derechos relativos al binomio población-desarrollo sostenible. Según Alda Facio (2003), sin desconocer la universalidad y la interdependencia entre los derechos humanos, los derechos sexuales y reproductivos encierran otros derechos como son:

· El derecho a la vida, el cual incluye el derecho a no morir por causas evitables relacionadas con el parto o post-parto. 
· El derecho a la salud, que incluye tanto el acceso a los servicios de salud, así como a una salud con calidad y con enfoque de género. 
· El derecho a la libertad, seguridad e integridad personales. Este implica capacidad para decidir cuándo, dónde y con quién tener relaciones sexuales, sin importar el estado civil, y a tener relaciones sexuales con o sin el objetivo de concebir. Incluir en este derecho esta interpretación es particularmente importante para las mujeres, quienes tienen el derecho de experimentar su sexualidad separada de sus capacidades reproductivas. 

· Vivir libre de violencia en general.
· El derecho a decidir el número e intervalo de hijos e hijas que es el fundamental derecho a la autonomía reproductiva. 
· El derecho a la intimidad, en otras palabras a decidir libremente y sin interferencias arbitrarias sobre sus funciones reproductivas.
· El derecho a la igualdad y a la no-discriminación, como pilar fundamental de los derechos humanos. 
· El derecho al matrimonio y a fundar una familia. Este se expresa en la autonomía de la mujer de tomar las decisiones en cuestiones relativas a la función reproductora, a decidir si contrae o no matrimonio, y a tener la capacidad y la edad para consentir  si contrae matrimonio y funda una familia. 
· El derecho al empleo y a la seguridad social, sin sufrir discriminaciones por razón de sexo, edad, condición de salud o cualquier otra condición. Siendo las mujeres la población más discriminada en el ámbito laboral y en el acceso a la seguridad social, una parte importante de los derechos reproductivos en este ámbito hacen referencia explícita a las mujeres: la protección laboral de la mujer embarazada; a no ser despedida por embarazo o parto, a trabajar en un ambiente libre de acoso sexual. 
· El derecho a la educación, de manera particular a una educación sexual y reproductiva libre de sesgos.
· El derecho a la información adecuada y oportuna, el cual incluye información clara sobre su estado de salud, a recibir información sobre sus derechos en materia de sexualidad y reproducción, sobre los beneficios, riesgos y efectividad de los métodos de regulación de la fecundidad y sobre las implicaciones del embarazo. 
· El derecho a modificar las costumbres discriminatorias que perjudican la salud reproductiva de mujeres, niñas y adolescentes. 
· El derecho a disfrutar del progreso científico y a dar su consentimiento de experimentación sobre reproducción humana.
1.4 La relación entre derechos humanos, VIH y sida, personas viviendo con VIH y sida y derechos reproductivos. 

En la tradición occidental, existe una tendencia de entender e interpretar los derechos solamente en su nivel legal, dejando éstos como una idea abstracta que no está muy relacionada con la realidad de la vida cotidiana de las poblaciones portadoras y las mujeres, por ejemplo. Por ello, para evitar estas trampas es fundamental definir los derechos humanos, y en particular los derechos reproductivos, en términos de las condiciones económicas, políticas y sociales que se necesitan para poner estos derechos en práctica. Hay que delimitar e interpretar los derechos humanos no solamente como asuntos legales sino como reivindicaciones para la justicia social que dan a las mujeres y otras poblaciones discriminadas las herramientas para reclamar y proteger su integridad corporal y otras necesidades básicas. 

Los derechos humanos son universales, irrenunciables y jurídicamente exigibles, a la vez que constituyen un cuerpo integral, único e indivisible. Como tales, podemos afirmar que las personas que viven con VIH y sida (PVVS), por su condición de personas, cuentan con todos los derechos humanos, incluidos los derechos reproductivos. No obstante, en la práctica, sabemos que esta población portadora y muchas de las personas que conviven con ella, enfrentan cotidianamente la estigmatización y la discriminación. Se les impide ingresar a centros de estudio, arriesgan ser despedidas en su trabajo, se les maltrata y niega información sobre tratamientos en los centros de salud, tienen un acceso inadecuado a la atención y al tratamiento, y son marginadas y aisladas en sus comunidades y por sus familias, principalmente cuando su orientación sexual es homosexual.

Con la violación de ciertos derechos reproductivos
 se incrementa la probabilidad  de adquirir enfermedades de transmisión sexual y el virus de inmunodeficiencia adquirida. Por ejemplo, con el aumento de la inseguridad ciudadana, las mujeres principalmente por su condición de género, enfrentan violaciones sexuales, y con ellas la posibilidad de infectarse. El estar recluido o recluida en un centro penitenciario es también un factor de riesgo, así como la explotación sexual infantil, de adolescentes y mujeres adultas. Muchas de ellas no pueden exigir el uso del condón para protegerse o son violadas, con lo cual aumenta su vulnerabilidad a infectarse. En otras palabras, en su vivencia intervienen condiciones que hacen posible el disfrute o negación de sus derechos.

La pobreza es una forma de violación a los derechos humanos que se convierte en un factor en la propagación del virus, porque puede obligar a niñas, adolescentes y mujeres adultas a recurrir a la industria del sexo como un medio de vida, arriesgando infectarse por un sexo inseguro. Pero también le resta oportunidades a las personas con VIH y sida de contar con acceso a retrovirales, a una buena alimentación y otras condiciones necesarias para alargar su vida y contar con calidad de vida. 

Los derechos reproductivos –conjuntamente con los derechos sexuales- son un conjunto de derechos que deben estar a la base de cualquier acción dirigida a prevenir la infección en la población de todas las edades por VIH. Su incumplimiento y violación contribuye a profundizar la pandemia porque cada vez son más quienes se infectan por falta de información, sexo inseguro y forzado, la falta de acceso a servicios de salud integral, y una inexistente o insuficiente educación sexual sobretodo en las poblaciones más jóvenes.

El VIH y el sida tienen un impacto en todos los derechos humanos, lo que exige un abordaje holístico, libre de sesgos moralistas y homofóbicos.

2. EL ABORDAJE DE LA PROBLEMÁTICA QUE HACEN LAS OFICINAS OMBUDSMAN MIEMBROS DEL CCPDH Y EL CONTEXTO EN EL QUE TRABAJAN

Los hallazgos apuntan a señalar que los derechos reproductivos tienen un menor desarrollo que los derechos de las personas con VIH/SIDA en la mayoría de las Instituciones, y generalmente se trabajan con relación a los derechos de las mujeres, desde las instancias responsables de proteger estos derechos. Tal es el caso de la Defensoría de la Mujer de la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica. La Defensoría del Pueblo de Panamá incluyó los derechos sexuales y los derechos reproductivos en la agenda institucional de manera integral, con lo cual se incluye la Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Mujeres, y la Oficina Delegada de las Personas con VIH/SIDA. Si bien la promoción de los derechos reproductivos debería ser un elemento clave de campañas preventivas del VIH/SIDA y una parte importante de los derechos violados a las personas que viven con VIH/SIDA son derechos reproductivos, éstos no aparecen todavía como un componente central de la agenda institucional y las acciones emprendidas en este campo por la mayoría de instituciones.

2.1 ¿Cuáles son los derechos humanos de las personas con VIH y sida reconocidos por los Estados de la región? 

Todas las Instituciones del CCPDH consideran que las personas que viven con VIH y sida tienen los mismos derechos humanos que el resto de la población, incluido el derecho a vivir libres de estigmatización y discriminación en razón de su condición de salud. 

Según la segunda Consulta Internacional sobre VIH o  sida con lugar en Ginebra, Suiza en 1996, existen 17 derechos que de ser disfrutados, permitirían hacer frente a la epidemia (Comisionado Nacional de los Derechos Humanos, 2005). Estos son coincidentes con los derechos señalados por las Instituciones participantes:

· El derecho a la no discriminación, la protección igual de la ley y la igualdad ante la ley.

· Los derechos humanos de las mujeres.

· Los derechos humanos de la niñez.

· El derecho a contraer matrimonio y a fundar una familia.

· El derecho a la intimidad.

· El derecho a disfrutar de los adelantos científicos y de sus beneficios.

· El derecho a la libertad de circulación.

· El derecho a pedir asilo y a gozar de él.

· El derecho a la libertad y seguridad de la persona.

· El derecho a la educación.

· El derecho a la libertad de expresión y de información.

· El derecho de reunión y asociación.

· El derecho a participar en la vida política y cultural.

· El derecho a tener acceso al más alto nivel posible de la salud física y mental.

· El derecho a un estándar de vida adecuado y a servicios de bienestar social.

· El derecho al trabajo.

· El derecho a no ser sometido a tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes. 

Es importante destacar, por otra parte, que estos derechos asumen contenidos específicos en el caso de las personas que viven con VIH y sida, que conviene relevar. En el caso de Honduras, la Ley Especial del VIH y sida precisa los derechos humanos de esta población. Esto representa una herramienta muy útil para quienes trabajan en este campo y para quienes están infectados o viven con la enfermedad, porque pueden identificar las situaciones precisas. De esta manera se contextualiza desde las experiencias de las personas con VIH y sida, con lo cual quienes trabajan en la protección y defensa de estos derechos, cuentan con una herramienta para reconocer con mayor facilidad su violación, así como también para educar a la población. De igual forma, legislación como la de Panamá cuenta con un Título de Derechos y Deberes en su Ley No. 3 del 5 de enero de 2000. A continuación se desglosan algunos de estos derechos específicos:

· A no sufrir discriminación por encontrarse infectada o enferma.

· A no ser obligado u obligada  a someterse a la prueba de detección del VIH. La prueba es voluntaria y la información sobre el estado de salud debe ser manejado de forma confidencial.

· Ninguna persona puede ser despedida o aislada laboralmente en el ámbito público o privado por vivir con VIH y sida.

· Nadie puede obligar a una persona infectada con VIH o con  sida a abandonar su casa, barrio, colonia o ciudad.

· No puede negarse a las personas con VIH o  sida el derecho a la educación y el acceso a centros educativos, públicos o privados.

· Vivir con VIH o  sida no puede ser considerado causal para la negación de servicios de salud, educación, trabajo o expulsión del país.

· Padecer de VIH o  sida no puede ser motivo de detención, aislamiento o repudio.

· Nadie puede limitar el derecho de las personas con VIH o sida a asociarse libremente o a afiliarse a instituciones sociales o políticas.

· Las personas con VIH o sida tienen derecho a acceder a todos los servicios de salud, los que deben brindarse de forma oportuna y de calidad. Tienen derecho también a recibir atención médica profesional, éticamente responsable, respetuosa y confidencial. 

· Derecho a ejercer la sexualidad de manera responsable y con la protección necesaria.

· Derecho a recibir información clara, objetiva y científicamente comprobada sobre tratamientos médicos en VIH o sida.

· Derecho a gozar de la patria potestad de hijas e hijos. 

2.2 La legislación específica promulgada para proteger los derechos humanos de las personas con VIH y sida

Además de lo que dicta cada constitución, actualmente todos los países que integran el CCPDH, con excepción de Belice, cuentan con legislación específica que protege los derechos humanos de las personas con VIH y sida. Estas leyes establecen el marco jurídico para las intervenciones de capacitación, educación, promoción, investigación, prevención, vigilancia epidemiológica y atención integral del virus de la inmunodeficiencia humana y el síndrome de inmunodeficiencia adquirida.  Igualmente, enmarcan los derechos y deberes de la persona enferma o portadora de la infección y del virus de la inmunodeficiencia humana.   

El cuadro siguiente resume esta legislación por país
.

	PAIS
	LEY
	FECHA APROBACION
	REGLAMENTO DE LA LEY

	Guatemala
	Ley “General de combate del virus de inmunodeficiencia humana VIH y del síndrome de inmunodeficiencia adquirida  SIDA, y de la promoción, protección y defensa de los derechos humanos ante el VIH y sida”.
	Julio 2002, Decreto No. 27-2000 del Congreso de la República,
	Acuerdo Gubernativo No. 317-2002.



	Honduras
	Ley Especial sobre VIH y sida
	Decreto No. 147-99 del 30 de setiembre de 1999
	Aprobado por la Secretaría de Salud mediante Acuerdo No. 0009 del 15 de mayo del 2003

	El Salvador
	Ley de Prevención y Control de la Infección Provocada por el Virus de Inmunodeficiencia Humana

	Decreto No. 588 del 24 de octubre de 2001.
	Abril, 2004

	Nicaragua
	Ley No. 238 de Prevención, Protección y Defensa de los Derechos Humanos ante el  sida
	14 de octubre de 1996
	2001

	Costa Rica
	Ley General sobre VIH y sida, No. 7771
	20 de abril de 1998
	Decreto Ejecutivo No. 27894-S, 3 de junio de 1999. 


	Panamá
	Ley No. 3 General sobre las infecciones de transmisión sexual, el virus de la inmunodeficiencia humana y el  sida
	5 de enero del 2000
	Cecreto Ejecutivo No. 119 29 de mayo de 2001


Belice se encuentra en una fase primaria de establecimiento de una política nacional sobre la materia, pues no fue sino hasta diciembre de 2005 cuando sancionó la Política Nacional de VIH y sida
 y la Política para Centros de Trabajo
.

Además, en todos los países existe una instancia nacional responsable de coordinar y orientar unificadamente, según la legislación, las respuestas al VIH y sida desde diversos sectores (v.g. gubernamental, no gubernamental y de derechos humanos), denominada Comisión Nacional de Sida (CONASIDA) en la mayoría de los países. No en todos funciona la comisión nacional. Todas las Oficinas del Ombudsman son parte de estas comisiones, aunque la de El Salvador no participa por considerarlo incompatible con su función de control. Igualmente existe una política (Belice) o plan nacional estratégico en materia de VIH y sida que articula todas estas instancias en acciones de prevención y atención. Por otra parte, la mayoría de los países de la región han avanzado en la definición y puesta en ejecución de un sistema de monitoreo con indicadores.

2.3 Principales acciones ejecutadas por las Instituciones adscritas al CCPDH vinculadas con su intervención en materia de VIH y sida
Como se señaló anteriormente, la tendencia encontrada entre las Instituciones del Ombudsman es a un abordaje no integrado de las intervenciones en materia de VIH y sida y derechos reproductivos. Por una parte los derechos reproductivos son de muy reciente desarrollo, por lo que existe todavía mucho desconocimiento sobre su contenido y alcances. Por otra, son las áreas vinculadas con la protección de los derechos humanos de las mujeres las que se han ocupado de su abordaje. Si bien los derechos reproductivos son una parte importante de los derechos humanos violados a las PVVS y poblaciones en riesgo de adquirir el VIH, son constantemente invisibilizados. En la realidad, entonces, las intervenciones en ambas áreas se realizan todavía de manera desvinculada. 

2.4 Intervención en materia de VIH y sida en las Instituciones adscritas al CCPDH

2.4.1 Existencia de una agenda institucional sobre VIH y sida

La tendencia observada en todas las instituciones es que empezaron a desplegar algunas acciones, generalmente relacionadas con la atención de denuncias por violación de derechos de PVVS, algunos años antes de establecer una agenda institucional. En realidad, la definición e institucionalización de una agenda institucional ha sido parte de un proceso que lleva primero a la creación de una instancia especializada que asume la promoción y ejecución de la misma y a una demanda sistemática de servicios por parte de la ciudadanía y organizaciones sociales. Con ello se sientan las bases para la formulación de una agenda.

Es la Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica la institución que definió primero una agenda institucional, en 1993. Las restantes lo hacen entre el 2003 y el 2006
. Ello confirma que son procesos muy recientes que se concretaron después de lograr una sensibilización y posicionamiento interno del tema. Veamos los casos de El Salvador y Nicaragua.

En El Salvador la agenda institucional se hace explícita hasta 2005, cuando se incluyó en el Plan Operativo respectivo, la atención a las PVVS como uno de los grupos vulnerables prioritarios en la labor de la Procuraduría Adjunta para la Defensa de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PADESC). Asimismo, desde entonces, se establecieron vínculos de coordinación con entidades públicas y organizaciones de la sociedad civil especializadas en el tema. 

Nicaragua realiza en el periodo fundacional algunas acciones de educación y divulgación sobre el tema, pero como iniciativa del Procurador Especial de la Niñez anterior. Es con el inicio de la gestión del actual Ombudsman hace dos años, cuando se define la agenda institucional con acciones de promoción, educación, defensa e incidencia. 

Las iniciativas más avanzadas de “institucionalización de las agendas” han estado centradas en incluir las actividades en los Planes Anuales Operativos de las instituciones, generalmente desde el programa responsable de ejecutarla o coordinarla. Esta es una buena práctica en tanto se visibiliza y asume el tema como prioritario, a la vez que se obliga a la institución a dotar de recursos a la instancia responsable de la ejecución de la agenda. Se concreta en un compromiso institucional. Lo que queda pendiente es el desarrollo de mecanismos regionales e institucionales para que este tipo de iniciativas logre un financiamiento suficiente de las actividades sustantivas de la agenda. Igualmente es necesario fortalecer las competencias del personal de cada una de las Oficinas que trabajan en el campo, en la formulación y evaluación de agendas estratégicas.

Como se observa, este tipo de procesos son lentos y difíciles porque implica romper con el estigma asignado al tema y las PVVS, a la vez que exigen convencer de su prioridad y romper con barreras socioculturales muy arraigadas. 

2.4.2 Abordaje desde las áreas de educación y de protección y otro tipo de acciones

En Guatemala  se da inicio en el 2004 con otro tipo de acciones emprendidas por las Defensorías de la Mujer, la Niñez y Juventud y la del Debido Proceso, fundamentalmente centradas en la atención y seguimiento de casos de denuncias por violación de derechos a PVVS. Todas éstas representaron iniciativas propias que fueron abriendo espacio al tema. Ya para el año 2005, se emprenden acciones específicas para la educación y la protección. En el primer caso se ejecuta el Proyecto “Fortalecimiento a los servicios de atención de denuncias de violaciones a los Derechos Humanos de personas viviendo con VIH y sida, personas afectadas y de grupos vulnerables” a cargo de Recepción de Denuncias en el Departamento de Procuración.  Los servicios ofertados se concentran en la recepción de denuncias de violación de los derechos humanos de personas que viven con VIH, personas afectadas y grupos vulnerables, con cobertura nacional, pero con una mayor focalización en los 10 departamentos de la República de Guatemala con mayor incidencia del VIH y sida. 
En cuanto a la protección, el énfasis radica en la atención y seguimiento de denuncias a cargo de Seguimiento de denuncias en la Unidad de Atención a la Víctima y Asesoría Jurídica. Los servicios ofrecidos son seguimiento de las denuncias por violación de los derechos humanos de personas que viven con VIH, personas afectadas y grupos vulnerables.  La población meta es la misma que para el Área de Educación.
En El Salvador no existe un área, departamento u oficina especializada en educación en VIH y sida, pero cuenta con la Unidad de Promoción y difusión de los Derechos Humanos, adscrita al Departamento de Realidad Nacional de la Procuraduría. Esta realiza acciones de educación en derechos humanos, aunque tampoco tiene como línea de trabajo específica la temática relativa al VIH y sida. No cuenta con un área, departamento u oficina especializada creada para la protección de derechos relativos al VIH y sida. La atención prioritaria se ofrece como línea de trabajo, mediante la Procuraduría Adjunta para la Defensa de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PADESC), y en general los casos siguen el mismo proceso institucional de protección: denuncia, investigación y seguimiento, a través de los departamentos respectivos en la PDDH.  

Si bien no se ofrecen servicios específicos de protección, se ha logrado canalizar y dar seguimiento a casos en las instancias correspondientes al interior de la PDDH y favorecer la coordinación interinstitucional necesaria para la atención oportuna de casos. 
En Honduras  las acciones para la protección inician en 1995 por medio del Sistema de Quejas. Como servicios se ofrecen la recepción, manejo, seguimiento y registro de quejas, así como la restitución de derechos. Como población meta se define a as personas afectadas en sus derechos humanos y PVVS. 

En el ámbito de la educación, se comienzan a ofrecer servicios desde la Oficina de Educación y Promoción en 2000. Destacan los servicios de información y difusión de la Ley especial, promoción y defensa, inspección, y capacitación. Definen como población meta a la población en general, autoridades locales y jóvenes del sistema educativo. 

A partir de 2005, el Programa de Derechos Humanos y VIH y sida asume la coordinación interinstitucional, las redes municipales de promoción, monitoreo y defensa de los derechos humanos en relación con VIH y sida, capacitación, acompañamiento, información, educación y comunicación, producción de materiales. Como se observa, recoge una parte sustantiva de los servicios que se ofrecían anteriormente e incorpora otras acciones dirigidas a lograr un mayor impacto. Como población meta define a las instituciones públicas (Secretarías de Salud y Educación), delegaciones de CONADEH, municipalidades, organizaciones de la sociedad civil, centros penales, de salud, trabajo y educación. 

En Nicaragua las acciones de educación las asume la Dirección de Defensa y Promoción (Departamento de Promoción, Sección de Educación y Capacitación). Si bien este Departamento existe desde la fundación de la PD, es hasta el 2005 que el tema es asumido por las distintas direcciones, departamentos y secciones de la Procuraduría. Los principales servicios ofertados son talleres, conversatorios y foros sobre el tema desde la perspectiva de los derechos humanos y la producción y distribución de materiales informativos y educativos. Dirige sus acciones hacia la Red de Promotores y Promotoras de la PDDH, organizaciones y movimientos sociales que promueven y defienden los derechos humanos de las mujeres, niñas, niños y adolescentes y poblaciones indígenas y afro descendientes, y funcionarias y funcionarios de la administración pública. El área de protección está a cargo de la misma Dirección, pero del Departamento de Atención Casuística, el cual inició con las primeras acciones centradas en la recepción, investigación, resolución y seguimiento de denuncias, las que según la Ley 212 se reciben de oficio. Atienden a mujeres, hombres, jóvenes, niñas y niños que viven con VIH y sida en el ámbito nacional.
Costa Rica comienza a implementar en 1993  acciones de protección por medio de la Dirección de Calidad de Vida, la Defensoría de la Mujer, y la Dirección de Protección Especial, Niñez y Adolescencia. En 1998 asume la defensa de los derechos humanos de las PVVS por medio de informes con recomendaciones y capacitación a personal de la  Defensoría y de otras instituciones, así como de sectores de la población. La denuncia pública sobre los derechos humanos de las PVVS se realiza en el Despacho del o la Titular de la Defensoría desde ese año. Igualmente en 1998, la Dirección de Promoción y Divulgación de los Derechos Humanos  ofrece capacitación y educación en materia de derechos y VIH  y sida a funcionarios públicos y habitantes de la República. 

Panamá ejecuta acciones de educación y protección desde el 30 de mayo de 2003. Los servicios de educación le corresponde darlos a la Oficina para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Afectadas por el VIH y sida, los cuales buscan sensibilizar, informar y educar a instituciones gubernamentales y ciudadanía en general sobre el VIH y sida  y sus repercusiones en los derechos humanos de las personas afectadas directa e indirectamente; y disminuir y eliminar el estigma asociado a este virus y los prejuicios que se generan hacia las PVVS. Esta misma Oficina ofrece los servicios de protección. 

Otro tipo de acciones se traducen en el trabajo transversal con Direcciones y Oficinas de la Institución, como la Dirección para la Protección de la Mujer, Oficina para la Promoción y Protección de las Personas con Discapacidad, Oficina de la Niñez y Juventud, Programa de Privados de Libertad, y Dirección de Protección de los Derechos Humanos. Los servicios ofrecidos son la capacitación institucional y externa (instituciones públicas y privadas), estudios y diagnósticos sobre temas conexos con VIH y sida, promoción y divulgación conocimiento sobre VIH y sida y derechos humanos, orientación a personas afectadas directa e indirectamente por VIH y sida, vigilancia en el cumplimiento de la legislación internacional y nacional sobre el tema, y diligenciamiento de quejas. Como población meta se define a la ciudadanía en general, con énfasis en la población que atiende cada Dirección. 

Se evidencia a través de los párrafos anteriores la tendencia a iniciar con la prestación de servicios en el campo de la protección, principalmente atención de denuncias, seguimiento y resolución de las mismas. Las acciones en el campo de la educación comienzan posteriormente y con el tiempo son organizadas y asumidas por una unidad especializada. Este proceso se explica gracias a dos factores. Por una parte, ante la carencia de recursos humanos y materiales para atender fluidamente la demanda de servicios, el personal prioriza la atención de denuncias por violación de derechos. Los datos aportados por las diversas Oficinas confirman la existencia de personal insuficiente para atender dicha demanda, aun en los casos donde se instituyen instancias responsables de atender a las PVVS. En este contexto, las acciones las acciones educativas quedan relegadas, hasta que las asume la unidad especializada en la promoción de derechos (educación), existente en la mayoría de las instituciones. Este paso representa un avance, en tanto estas unidades cuentan con la experticia para diseñar e impulsar campañas y generar programas educativos para diversos sectores.

2.4.3 Medidas tomadas para un mayor reconocimiento de los derechos humanos de las PVVS

Las PVVS y quienes conviven con el VIH y sida enfrentan cotidianamente violaciones a sus derechos humanos. Ser personas infectadas o enfermas, así como también personas que se relacionan estrechamente con aquellas, les ponen en posición de vulnerabilidad, debiendo enfrentar muchos prejuicios, estigmatización y hasta persecución. Por esta razón, es de la mayor importancia lograr que la sociedad reconozca que esta población tiene derechos y el derecho a disfrutarlos. Todas las Instituciones del Ombudsman han tomado medidas en este sentido, muy diversas y algunas muy originales que conviene relevar por su potencial como “buenas prácticas”.

Las más comunes a lo interno de las Oficinas nacionales son las acciones de capacitación y especialización del personal; el formar parte de comisiones nacionales interinstitucionales
; participar en comisiones formuladoras de política pública
 y redes nacionales interinstitucionales en las que participa la sociedad civil
; establecimiento de alianzas con otras instituciones y organizaciones de la sociedad civil; difusión de las leyes específicas sobre la temática y otra legislación; inclusión y fortalecimiento de los sistemas de quejas (garantizar atención inmediata, confidencialidad, atención y acompañamiento de calidad); compilaciones de legislación; organización y participación en eventos públicos de promoción, foros, conferencias y reuniones especializadas nacionales e internacionales, talleres, seminarios y charlas; producción y distribución masiva de materiales informativos y educativos
; y visitas de monitoreo de las PVVS en instituciones de salud y penitenciaria.
Se identificaron un conjunto de medidas innovadoras que conviene rescatar: contratación de PVVS para que trabajen en defensa y educación; producción de un Manual de denuncias por violación de los derechos humanos de las PVVS y grupos vulnerables; estudios especiales sobre la situación de los derechos humanos de las PVVS, así como estudios y diagnósticos sobre legislación y estado de vulneración de sectores específicos; producción de una currícula especializada para formar a personal institucional; desarrollo de tipologías específicas de violaciones y hechos violatorios; sistema itinerante de información, promoción, monitoreo, y protección de los derechos de las PVVS; visibilización de las violaciones a los derechos humanos de las PVVS por medio de sistemas de estadísticas amigables.

Menos del 50% de estas actividades están institucionalizadas, lo cual indica riesgo de no continuidad y que queden fuera de la agenda institucional. El 70% de las instituciones han realizado esfuerzos para institucionalizar por lo menos el 50% de las medidas, incorporándolas a los PAOs y Planes Estratégicos institucionales, y mediante el establecimiento de convenios interinstitucionales y en decretos que crean comisiones, con lo cual se logra avanzar en el posicionamiento y legitimación del tema. 

Otras instituciones con menos recursos y años de trabajo en el campo, se concentran más en medidas relacionadas con la participación en comisiones y redes interinstitucionales y de la sociedad civil; acciones sistemáticas de información, denuncia y capacitación; realización de eventos públicos; seguimiento de procesos de aprobación de leyes y avance de políticas públicas; sistematización de casos de PVVS; y estudios. 

A pesar de los obstáculos y dificultades, todas las Oficinas están haciendo esfuerzos para responder con iniciativas innovadoras dirigidas a cuantificar y visibilizar la problemática, mejorar la calidad de la atención, cualificar la formación del personal y ampliar la cobertura e impacto de los servicios. 

2.4.4 Capacitación y producción de materiales especializados en VIH y sida y derechos humanos de las PVVS:

El 83% de las actividades de capacitación dirigidas al personal de las Instituciones del Ombudsman que fueron reportadas se efectuaron entre 2005 y 2006. Las restantes se ubicaron en el 2003 y 2004. La tendencia observada es una concentración en las charlas y los talleres, los que representan el 92%. Solamente una institución recurrió a un curso especializado presencial. Los temas más comunes tratados son en primer término, los relacionados con los derechos humanos, las enfermedades de transmisión sexual y el VIH y sida, salud reproductiva, legislación internacional y nacional y la salud como un derecho humano. Otros temas tratados están asociados al contexto nacional de la epidemia, género y VIH y sida y participación ciudadana.

En el caso de Belice, el énfasis temático se centró en estigma y discriminación, respeto a los derechos humanos, y responsabilidades individuales en la prevención, con el propósito de crear consensos sobre la política nacional sobre VIH y sida y adaptarla. Panamá incorporó el tema de la línea informativa como medio de prevención, estigma y discriminación, la implementación de la Ley mediante la casuística, la capacitación en el tema de implementación de formato de denuncia de la Red Legal, y la capacitación a lideres adolescentes con organizaciones de niñez y adolescencia. En El Salvador se trabajó la epidemiología del VIH y sida, reducción de riesgos, impacto del tratamiento, tendencias regionales, datos generales por país, testimonios; principios de universalidad y no discriminación, estudios de casos; formato de toma de denuncias de violaciones a derechos humanos de uso interinstitucional; y manejo de página web sobre la Red Regional de Derechos Humanos y VIH y sida. Nicaragua puso un particular énfasis en la realización de talleres de capacitación para las y los adolescentes que integran el Consejo Nacional Asesor de la PD o que son promotoras o promotores de Derechos Humanos.

La capacitación estuvo impartida en el 75% por personal de las instituciones nacionales (instancias especializadas en el tema) y por ONG especializadas. El resto de las actividades fue impartida por otras instituciones públicas, generalmente el Ministerio de Salud.

En cuanto a los materiales educativos producidos, dos terceras partes están representadas por trípticos, afiches, folletos y leyes. Todos ellos se produjeron para la distribución masiva con fines informativos y de capacitación de la población. Solo en un caso se tiene acceso a un folleto en el sitio web. Los materiales restantes consisten en una currícula y un manual en derechos humanos y VIH y sida, un manual de denuncias por violación de los derechos humanos de las PVVS y grupo vulnerables
, un protocolo para tomadores de denuncias
, y un disco compacto con legislación. 

2.4.5 La atención de las personas con VIH y sida: 

Las Oficinas del Ombudsman del CCPDH hacen esfuerzos importantes para dar una atención de calidad a las PVVS, grupos en riesgo y otros sectores que presentan denuncias, a pesar de las limitaciones de recursos. En esta sección se describen los avances logrados en dos áreas estratégicas: el desarrollo de protocolos de atención y la existencia de procesos sistemáticos de atención y seguimiento de los casos. 

· Existencia de un protocolo de asistencia institucional para la atención de las personas viviendo con VIH y sida

Solamente 3 países cuentan con protocolo para la recepción y atención de las denuncias. Según la opinión de quienes respondieron el instrumento, contar con un protocolo les ha permitido ordenar y orientar el proceso de atención de las denuncias en todos los niveles y mejorar el desempeño del personal que atiende a personas cuyos derechos se vulnera.  En uno de los casos (Panamá), éste será empleado también por otras instituciones habilitadas para recibir denuncias por violación de derechos.  Estas instituciones refieren que esta herramienta ha mejorado la atención, aunque no sin problemas asociados a la rotación y carencia de personal, y desigualdades en la capacitación para utilizarlo apropiadamente.

La existencia de un protocolo de asistencia institucional en área tan delicada y compleja como la relativa a las violaciones a los derechos humanos de las PVVS, permitiría en cada institución un fortalecimiento en la calidad de los servicios y un mayor respeto a los derechos humanos por parte del personal. No obstante, se requiere contar con entrenamiento y asesoría técnica para su elaboración, constituyéndose ésta en un área a considerar en las propuestas de mejoramiento.
· Atención y seguimiento de los casos de personas viviendo con VIH y sida  

La cantidad de casos de denuncias por violaciones a los derechos humanos de las PVVS que en promedio se reciben por año en cada una de las instituciones, es fluctuante y muy variable entre países. Como se observa en el Cuadro No. 1. Belice no recibe denuncias. Un grupo integrado por Guatemala, El Salvador y Nicaragua fluctúa entre 3 y 5 denuncias por año, en tanto otro grupo de Oficinas recibe más de 40 denuncias anuales. Cabe señalar que la mayoría de países reportaron los años 2005 y 2006 solamente. La información suministrada no nos permite saber si estos casos concluyeron en un 100% con una resolución con recomendaciones, con excepción de El Salvador, país que reportó en promedio 1 resolución por año. Ello representa un caso con resolución por cada 3 tramitados. 

Cuadro No. 1: Promedio de denuncias por año según país. 2006 

	PAIS
	PROMEDIO DENUNCIAS POR AÑO
	ORIENTACIONES

	Guatemala
	4
	-

	Belice
	-
	-

	Honduras
	44
	-

	El Salvador
	3.5
	-

	Nicaragua
	5
	-

	Costa Rica
	12
	-

	Panamá
	41
	79



Los datos indican una importante variabilidad en el promedio de denuncias recibidas por las Oficinas por año. De hecho, las cifras plantean una serie de interrogantes útiles para orientar un estudio regional sobre la materia, como por ejemplo:

· ¿Cuáles factores influyen en la cantidad de denuncias presentadas  anualmente?

· ¿Cuántas denuncias concluyen en resolución y recomendaciones?

· ¿Qué factores inciden para que las denuncias concluyan en resolución y recomendaciones?

· ¿Cuáles son los derechos vulnerados que concluyen con resolución y recomendaciones?

· ¿Cuáles son los factores intervinientes en la no conclusión del proceso de atención?

· ¿Cuántos casos reciben seguimiento por año?

· ¿Qué tipo de seguimiento reciben?

Con excepción de la Oficina del Ombudsman en Belice
, las restantes cuentan por lo menos con una instancia responsable de atenderla y darles seguimiento. Esto denota un esfuerzo de parte de todas las instituciones por facilitar y organizar apropiadamente la atención de denuncias y el seguimiento. Todas tienen identificadas las acciones a seguir en la atención, resolución y seguimiento de los casos, lo cual por ejemplo, facilita el desarrollo de protocolos
.
Los datos aportados sobre los resultados de la atención y seguimiento ofrecida por las Oficinas, denotan que existen opiniones bastante positivas. Consideran que la existencia del sistema permite una mejor atención y confianza de las PVVS de que su queja será atendida y su derecho restaurado. En Honduras se agrega como parte de sus resultados un sistema con registro de quejas funcionando y reportes estadísticos mensuales, lo cual refleja una preocupación por generar datos de calidad y conocimiento sobre la problemática y la intervención institucional.

2.5 La coordinación de las instituciones Ombudsman

La coordinación a lo interno de las instituciones, así como con otras instituciones estatales y organizaciones y articulaciones de la sociedad civil es de la mayor importancia en este campo, como medio para promover y proteger los derechos humanos de las PVVS. La complejidad de la problemática, las resistencias todavía existentes para incluir la prevención y atención del VIH y sida como prioridad en la agenda estatal, el estigma y discriminación prevalecientes hacia las PVVS y quienes conviven con ellas, y los limitados recursos disponibles, obligan a generar sinergias entre instituciones y articulaciones de la sociedad civil, compartir recursos y experiencias, articularse para entablar luchas y proyectos comunes. 

En esta sección estaremos analizando la coordinación en tres niveles estratégicos en esta lucha: a lo interno de las instituciones Ombudsman, entre éstas y las instituciones estatales y con las entidades de la sociedad civil.

2.5.1 A lo interno para la atención de los casos de VIH y sida 

Honduras y Panamá son las únicas dos Oficinas que cuentan con unidades especializadas para la atención de las PVVS. En el resto la atención se efectúa desde una o varias unidades que dan los diversos servicios, aunque en este último caso siempre hay una responsable de atender y canalizar la denuncia. Una eficaz coordinación interinstitucional a favor de las PVVS dependerá en este contexto, de que exista sensibilidad y conocimiento entre el personal hacia el tema, de la existencia de mecanismos de coordinación institucionalizados y ampliamente conocidos por quienes deben intervenir, y acceso a instrumentos técnicos para el manejo de las denuncias y la restitución de derechos. 

Se destaca un mayor esfuerzo de coordinación a lo interno en los últimos años, así como ciertas iniciativas encaminadas a facilitar una mejor atención de las PVVS. Una de ellas es la emprendida por Nicaragua, con la contratación de una PVVS como parte del personal. 

Hay una valoración bastante positiva de la coordinación interna, pues ha permitido mejorar la respuesta, desarrollar criterios unívocos para el tratamiento de las denuncias, el reconocimiento de especificidades, una mayor apertura institucional al tema, redundando en acciones de capacitación y una mejor coordinación entre instancias, una mejor vigilancia institucional del cumplimiento estatal, y en algunas instituciones un aumento en el número de denuncias y resolución positiva de las mismas (restitución de derechos)
.

Como problemas se señalan las resistencias institucionales todavía prevalecientes, la limitada “institucionalización” de la formación en servicio, mecanismos de coordinación específicos para la atención, la inexistencia de instancias especializadas y las dificultades para transversar el tema. Los sistemas de información son todavía inexistentes o insuficientes, la rotación del personal y la carencia de instrumentos técnicos para el manejo de las denuncias (v.g. manuales, protocolo, sistematización de jurisprudencia), dificultan una pronta y adecuada atención de las PVVS. Incide también la no asignación de recursos suficientes (profesionales, financieros y materiales) destinados a brindar un mejor abordaje y atención del tema y la problemática de derechos humanos de esta población.

2.5.2 Con instituciones públicas  

Las instituciones públicas son las principales violadoras de derechos humanos de las PVVS, pues son quienes tienen que dotar a éstas de servicios y recursos necesarios para mantener y atender su salud, educarse, y mantenerse laborando y disfrutar de los derechos laborales, entre otros. Una parte significativa del trabajo que realizan las instituciones del Ombudsman, más allá de la coordinación, es con las instituciones estatales. 

La coordinación se realiza desde muy diversas instancias y mecanismos. En todos los países existe un mecanismo de coordinación interinstitucional en la que participan las principales instituciones estatales, las instituciones del Ombudsman y entidades y articulaciones de la sociedad civil. La coordinación se realiza principalmente con aquellas instituciones que deben proteger derechos de las PVVS como Ministerios de Salud, Educación y Trabajo, así como las instancias nacionales para la vigilancia epidemiológica y coordinar la prevención y atención del VIH y sida (v.g. Programas especializados, CONASIDA). Así mismo se denota un particular esfuerzo con la institución responsable de los centros penales. En El Salvador y Panamá se coordinan servicios de asesoría legal con las universidades públicas y privadas
. 



Se observa un mejoramiento en la coordinación interinstitucional de alto nivel, particularmente por medio de convenios y la participación en comisiones nacionales. Ello ha facilitado la coordinación ante denuncias específicas y acciones que es necesario tomar. La institución pública con la que se coordina más es el Ministerio de Salud y otras instituciones del sector salud (v.g. seguridad social). Otra institución con la cual se han logrado avances importantes es el Ministerio de Educación, particularmente en lograr la restitución de derechos y en el desarrollo de programas educativos en educación para la sexualidad. 

En síntesis, se apunta a una mejor articulación de la atención, establecimiento de sinergias principalmente para la capacitación y planificación conjuntas, mejor cobertura, uso de los recursos financieros y humanos, y en el caso de Nicaragua una mayor fiscalización del respeto a los derechos humanos de las PVVS en el nivel local de salud. 

Los problemas apuntados son múltiples, por lo que se destacarán aquellos más relevantes. En el caso de Guatemala y Panamá, la Comisión Nacional no está funcionando, lo cual dificulta la coordinación. Los procesos continúan siendo lentos, pues hay poco tiempo y poco recurso humano dedicado a la coordinación interinstitucional y multisectorial. Esta es una tarea que sigue haciéndose por recargo. La creación de consensos toma tiempo, particularmente cuando existen intereses en conflicto o quienes integran los mecanismos no tienen todo el poder de decisión. Existen políticas públicas y planes nacionales estratégicos en la materia en varios países, y aún así las instituciones no los incorporan a su planificación. 

2.5.3 Con entidades de la sociedad civil
 

Las entidades de la sociedad civil representan en la mayoría de los países, el sector más activo en la defensa y promoción de los derechos humanos de las PVVS y por ello son un valioso recurso de coordinación para las instituciones del Ombudsman. En su mayoría son redes y articulaciones nacionales y regionales diversas de organizaciones que defienden los derechos de las PVVS y quienes conviven con PVVS. Pero también  operan organizaciones que representan los intereses de sectores específicos. Si bien disponen de pocos recursos y en su mayoría operan con personal voluntario, el hecho de que las PVVS sean parte activa de las mismas les otorga un protagonismo especial. Son organizaciones claves por ejemplo, en la denuncia de violaciones a los derechos humanos y para mantener el interés en los medios de comunicación por casos específicos y presionar al Estado para que actúe coherentemente. 

La participación de las instituciones en instancias nacionales de coordinación como la Red Legal de Derechos Humanos y VIH/SIDA, Redes Municipales de Trabajo en Promoción, Monitoreo y Defensa de Derechos Humanos y VIH y sida, Asociación Atlacatl “Vivo Positivo”, la Red Legal de Derechos Humanos de PVVS, la Asociación Nacional de PVVS, y la Alianza Estratégica de Promoción y Defensa Pública. 

En general se apunta  una buena articulación entre entidades y respuesta a las demandas de las PVVS con derechos vulnerados. Uno de los resultados de esta coordinación es la articulación de las PVVS con ONG y con instituciones estatales que ofrecen servicios y recursos diversos. Estas entidades cuentan con recursos más ágiles para crear sinergias y facilitar mediaciones. En otros casos han facilitado la realización de estudios nacionales sobre la problemática.

No obstante, no todas las entidades de la sociedad civil que operan en los países forman parte de las articulaciones nacionales. La coordinación se dificulta por la falta de recurso humano y recursos financieros, el recargo de tareas, la constante rotación de representantes, y las dificultades para crear consensos y lograr una mayor incidencia política. Como se señaló anteriormente, estas entidades han logrado incrementar las denuncias y facilitan el seguimiento de los casos. En el caso de El Salvador se señala como  una dificultad seria la inexistencia de una cultura de denuncia, posiblemente por la falta de confianza en el sistema, ya que la Ley tiende a ser coercitiva hacia las PVVS y persiste una limitada resolución de las denuncias que se presentan ante la PDDH. 

2.6 La defensa de los derechos humanos de las PVVS

2.6.1 Resoluciones, informes y recomendaciones elaboradas por las instituciones Ombudsman sobre VIH y sida en los que se utiliza el derecho internacional de los derechos humanos:

Se observa un esfuerzo importante en las Oficinas de la región tendiente a invocar el derecho internacional de los derechos humanos para salvaguardar las garantías de las personas viviendo con VIH y sida en resoluciones, informes y recomendaciones. En esta sección incorporamos algunos ejemplos que dan cuenta de estas iniciativas.

Costa Rica reportó como casos denunciados en los cuales se invocó el derecho internacional de los derechos humanos, los cuatro que se señalan a continuación. La Defensoría de los Habitantes hace la salvedad de que en razón de la confidencialidad se remite solamente el compendio de resoluciones:
· Expediente Nº 2232-23-1997, oficio Nº DHR-13735-97, del 13 de noviembre de 1997, VIH Y  SIDA y el lugar de trabajo.

· Expediente Nº 9888-23-2000, oficio Nº DHR-01628-2001, del 22 de febrero de 2001, Cuidados especiales del paciente con VIH y sida con tuberculosis.

· Expediente Nº 8769-23-2000, oficio Nº DHR-02590-2000, del 29 de marzo de 2000, Derecho a la atención integral en salud del paciente con VIH- SIDA.

· Expediente Nº 9500-23-2000, oficio Nº DHR-1047-2001, del 05 de febrero de 2001, Programa Tamizaje por VIH a la mujer embarazada.

Panamá destacó que en las resoluciones de admisión  se invoca el derecho internacional, específicamente los tratados y convenios internacionales suscritos por el país con relación a la temática del VIH, a efectos de que las autoridades involucradas acojan las recomendaciones vertidas en dicha resolución
. Un ejemplo de lo anterior es cuando se hace referencia en los expedientes de lo siguiente:

“El Derecho a la Salud es reconocido de igual forma por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su artículo XI; por la Declaración Universal de Derechos Humanos en su artículo 25, primer párrafo; por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 12, inciso 1 y por el Protocolo adicional en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, aprobado por la República de Panamá, mediante Ley N° 21 de 22 de octubre de 1992 en su artículo 10”.

El Salvador presentó tres ejemplos, un Informe Especial y dos resoluciones, en las cuales se invocó el derecho internacional de los derechos humanos. 
· El “Informe Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos de las Personas Viviendo con VIH- SIDA en El Salvador” (PDDH, 2004) evalúa la actuación y responsabilidad del Estado salvadoreño frente a los derechos humanos de las PVVS, principalmente:

Los derechos evaluados

· El derecho a la vida y la salud de las PVVS;

· El acceso a los productos farmacéuticos y las tecnologías médicas utilizadas para tratar el VIH Y  SIDA; 

· El estigma y discriminación que enfrentan las PVVS frente al Estado y la sociedad.

El Informe demostró que en el último quinquenio el derecho a la vida y a la salud de las PVVS no fue prioritario en las políticas de salud estatales. Destaca cómo las personas diagnosticadas con VIH y sida han visto su acceso a los tratamientos antirretrovirales denegado o limitado, con lo cual su calidad de vida se deteriora. Aborda también aspectos asociados con el estigma y la discriminación hacia las personas diagnosticadas con VIH y sida en los centros de salud. Comprende casos ilustrativos constatados por la Procuraduría, y analiza uno en particular en otras instancias nacionales e internacionales. Asimismo, examina el seguimiento del cumplimiento de las recomendaciones dictadas por la Procuraduría. En el Informe se incluyó el documento “Comentarios sobre la Ley de Prevención y Control de la Infección provocada por el Virus de Inmunodeficiencia Humana”, el cual abarca una discusión de la misma desde la perspectiva de los derechos humanos. 

En este Informe se incluyen una serie de resoluciones emitidas por la Procuraduría en las que se utiliza el derecho internacional de los derechos humanos. A continuación se señalan las más destacadas:

· Resolución 2001/33 relativa al acceso a la medicación en el contexto de pandemias como el VIH y sida de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (Artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Artículo 10 del Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Protocolo de San Salvador). 

· Resolución E/CN.4/RES/1996/43 sobre la protección de los derechos humanos en el contexto del virus de inmunodeficiencia humana (VIH) y con el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

· Resolución E/CN.4/RES/1999/49 sobre la protección de los derechos humanos de las personas infectadas con el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) y con el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

Señala, sin embargo, que la referencia al derecho internacional de los derechos humanos de las PVVS es insuficiente. 

La Procuraduría reporta 10 resoluciones iniciales sobre casos de violación a los derechos humanos de PVVS en las que se invoca la legislación internacional. El cuadro No. 2 sintetiza los 4 casos en los que se detalla la situación que generó la denuncia.

Cuadro No.  2: Resoluciones iniciales relativas a casos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. El Salvador.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	1. Trato discriminatorio y violación a la confidencialidad del diagnóstico médico

	Derecho a igualdad de trato y derecho a la confidencialidad.

Fecha denuncia: 16/09/2002.
	Invoca  Art. 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Art. 24 Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el Art. 1 y 7 Declaración Universal Derechos Humanos. El denunciante fue operado quirúrgicamente y sometido a prueba de VIH, la cual salió positiva. Como resultado, fue trasladado 3 veces de habitación, aislado, no se le cambiaba ropa de cama, se le negó ropa limpia y limpieza del cuarto. Cuando el diagnóstico seropositivo le fue dado a su médico, éste ya lo conocía por comentarios y rumores del personal. Se estableció la violación a los derechos de confidencialidad e igualdad, y violación al principio de confidencialidad de los diagnósticos. Recomendó al Hospital garantizar estos derechos a  PVVS y promover capacitaciones con el personal de salud y administrativo sobre los derechos humanos de las personas diagnosticadas con VIH y sida y tener mejor control sobre el ingreso de personas a las instalaciones.
	Hospital implementó las capacitaciones para  personal, integró el Equipo Multidisciplinario en VIH y sida y creó el grupo de apoyo para PVVS.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	2. Afectación al debido proceso judicial, violación al derecho a la igualdad, la intimidad y del principio de confidencialidad.

	Derecho al debido proceso judicial, derecho a igual-dad, a la intimidad y el principio de confidencialidad. Fecha denuncia: 20/02/ 2003.
	La legislación internacional citada: Art. 8, 11 y 24 Convención sobre Derechos Humanos; arts. 14, 17 y 28 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Art. 7 y 12 Declaración Universal de Derechos Humanos; y arts. II y V Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.  Denunciante fue citado a comparecer a Juzgado Segundo de Familia, y fue atendido por la psicóloga y la trabajadora social. Informaron que se había presentado demanda en su contra por cuido y guarda personal de su hija. Denunciante manifestó desconocer demanda y aún así, se realizó entrevista. Sintió prejuicio de parte de profesionales por ser portador VIH.
	Procuraduría exhortó a Jueza de Familia hacer cumplir Constitución y tratados internacionales y adoptar las medidas pertinentes para evitar que se siga vulnerando los derechos del denun-ciante. 

Se recomendó a la trabajadora social hacer evaluaciones posterio-res con objetividad y profesionalismo para no estigmatizar y discri-minar a personas con VIH y sida. No se pudo contactar a profesional porque dejó de laborar en Juzgado y no disponible dirección de su casa.

No se hizo recomenda-ción a psicóloga por no contar con su nombre.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	3. Negación del derecho a recibir medicamentos antirretrovirales

	Derecho a la vida y el derecho a la salud.

Fecha denuncia:

24/02/2004  
	Denuncia interpuesta por miembros de la Asociación Atlacatl “Vivo Positivo” El Salvador (ASAVP), porque el ISSS suspendió entrega  de antirretrovirales a pacientes VIH, poniéndoles en grave riesgo de daños irreversibles en sus organismos y muerte. Se viola la Ley de Prevención y Control de Infección provo-cada por VIH y se incumplen medidas cautelares impuestas al Estado por la CIDH. Se invocaron Art. 3 y 25 Decla-ración Universal de los Derechos Humanos; Artículo 12 Pacto Inter.-nacional Derechos Económicos, Sociales y Culturales; arts. I y XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; Art. 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; Art. 10 Protocolo Facultativo Adicional a Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Eco-nómicos, Sociales y Culturales; Sexta Directriz de las Directrices Internacio-nales sobre el VIH y sida y los Derechos Humanos de las Naciones Unidas).
	Se recomendó al Direc-tor del ISSS adoptar medidas pertinentes para que personas  diagnosticadas con VIH y sida accedan a productos farmacéu-ticos y tecnologías apropiadas para su tra-tamiento y afecciones. 

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	4. Denegación o negligente prestación de atención médica a personas viviendo con VIH.

	Derecho a la vida y a la salud. 

Fecha denuncia: 3/05/2005
	Denuncia interpuesta por  la Asociación Atlacatl “Vivo Positivo” El Salvador (ASAVP). Resolución invoca Art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Art. 12 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Art. 10.1 Protocolo Adicional Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; arts. I y XI Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre). 

Asociación presentó queja contra Hospital Nacional Rosales por negar o prestar negligente atención médica a PVVS: una persona en control médico por 3 años no se le ha realizado examen “CD4”, necesario para determinar avance enfermedad y no ha recibido información adecuada; otra persona duró 12 horas para recibir atención  ni logró concertar una cita en un año. Ambas tuvieron que trasladarse de hospital.
	Se emiten recomenda-ciones a la Directora del Hospital Rosales y al Ministro de Salud Públi-ca y Asistencia Social para que tomen las medidas según su com-petencia para garanti-zar el acceso efectivo a servicios de salud espe-cializados y atención médica oportuna a PVVS. Además, deben rendir informe sobre las acciones señaladas en los siguientes 15 días hábiles después de notificadas.


Fuente: Plantillas 10 y 11 presentadas por la Procuraduría de los Derechos humanos de El Salvador. 2006. 

A continuación se incluyen otros seis casos en los que se hizo referencia a la legislación internacional, pero sobre los cuales no se aporta detalle de la situación denunciada:

· Resolución inicial por discriminación presentada el día 17/02/2004. Cita el artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; los artículos 2 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el artículo II de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y la  Quinta Directriz de las Directrices Internacionales sobre el VIH Y  SIDA y los Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

· Resolución Inicial sobre el derecho a asistencia médica oportuna del 23 de noviembre de 2004. Invocó el artículo 25.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el artículo XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el  Numeral 9 de los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, establecidos por Naciones Unidas; y el Numeral 22.2 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, de Naciones Unidas.

· Resolución Inicial sobre grave afectación a los derechos de las personas privadas de libertad, a la salud y a recibir atención médica especializada, emitida el 27 de noviembre de 2004. La normativa internacional que le sirvió de marco jurídico es: el artículo 25.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; el artículo del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Numeral 15 de la Declaración de Compromiso en la lucha contra el VIH y sida; el artículo XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Numeral 9 de los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, establecidos por Naciones Unidas; el Numeral 22.2 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, de Naciones Unidas; y la Resolución 2003/29 de las Naciones Unidas relativa al Acceso a la medicación en el contexto de pandemias como las de VIH y sida, tuberculosis y paludismo.

· Resolución Inicial sobre denuncia por afectación a la integridad personal por actos discriminatorios referidos a las condiciones de salud del 6 de febrero de 2005 (Artículos 1.1 y 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; Artículos 2,3,4 y 19 de la Convención sobre Derechos del Niño); 
· Resolución Inicial sobre afectación al derecho a la seguridad social del 17 de mayo de 2006. Invoca el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el artículo XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Observación General No.3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas; y la Resolución 2001/33 de las Naciones Unidas relativa al Acceso a la medicación en el contexto de pandemias como las de VIH y sida, tuberculosis y paludismo.

· Resolución Inicial sobre afectación al derecho a la seguridad social del 19 de junio de 2006. Hizo referencia al artículo 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el artículo XVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Los casos aportados por El Salvador evidencian que los derechos mayormente violados son el derecho a la salud y la vida, generalmente en ámbitos hospitalarios y el resto del sistema de salud. En dos casos las violaciones ocurrieron en el ámbito penitenciario y en un caso es un menor afectado. Dos de las resoluciones tienen que ver con violaciones al derecho a la igualdad de trato, una al debido proceso y otra con violaciones a la confidencialidad. 

2.6.2 Casos emblemáticos sobre VIH y sida trabajados por las Oficinas del Ombudsman

Los “casos emblemáticos” son aquellos representativos de los principales derechos violados de las PVVS que recurren a las instituciones del Ombudsman y que han sido adecuadamente documentados jurídicamente. A continuación se presentan ejemplos de estos casos aportados por varias de las Oficinas, con distinto nivel de detalle.  

A continuación se aportan, a modo de ejemplo, algunos casos emblemáticos trabajados por las Oficinas de Costa Rica, Panamá, Nicaragua y El Salvador. Nicaragua reporta tres casos emblemáticos, los cuales se describen en el Cuadro No. 3.
Cuadro No. 3: Casos emblemáticos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Nicaragua.
	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	1. Actos de Discriminación cometidos por la Cruz Roja Nicaragüense.

	Derecho a la vida y derecho a la salud
	El 12 de enero del 2005, un joven de 26 años, quien falleció el mismo día de los hechos, fue víctima de discriminación por parte de funcionarios de la Cruz Roja Nicaragüense se negaron a trasladarlo del Hospital Manolo Morales a su casa de habitación, por ser portador del VIH y sida. 

Los funcionarios de la Cruz Roja (camilleros de ambulancia) reportaron que se negaron a trasladarlo en la ambulancia porque iba a contaminarla por vomitar sangre, y que la desinfección de la misma tomaría de 2 a 3 horas, hecho que atrasaría la labor de la ambulancia durante el día. Alegaron que son solo 3 ambulancias las que atienden el casco urbano de Managua. 
	No se reporta.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	2. Despidos arbitrarios a trabajadores del Ministerio de Salud.

	Derecho al trabajo
	Iniciado de oficio el 18 de abril de 2005, cuando la Asociación de Personas que viven con VIH y sida (ASONVIH SIDA) denunció en un diario de circulación nacional, el despido injustificado de dos trabajadores de un hospital capitalino, luego que sus autoridades se enteraran eran portadores del VIH. Además solicitaron se sometieran a exámenes médicos y  éstos se negaron.
	Días después de la denuncia, ASONVIH SIDA, informó que una de las personas afectadas desistió de demandar su reintegro por temor a represalias, pero la otra sí fue reintegrada a su puesto de trabajo. La Responsable de Recursos Humanos del Hospital fue despedida.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	3. Discriminación y violación a la confidencialidad

	Violación a la confidencialidad y el derecho de toda persona a no ser sometida a cualquier forma de discriminación
	Un interno del Sistema Penitenciario Nacional (SPN), fue señalado como portador del VIH en un medio de comunicación escrito, a raíz de que este último tuviera acceso a documentación interna del SPN y del Instituto de Medicina Legal que refería un presunto contacto sexual con otro interno infectado por el virus. Tal presunción fue tomada como hecho cierto, luego que el recluso se negara a realizarse la prueba.
	No se reporta. Sola-mente se indica que la mención en el periódico generó una situación de discriminación contra el interno por parte de las autoridades penitenciarias y de otros reclusos. 




Fuente: Plantillas 10 y 11 presentadas por la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos de Nicaragua. 2006. 

En los tres casos la Procuraduría constató violaciones a la Ley No. 238 de Promoción, Protección y Defensa de los Derechos Humanos ante el  sida e instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos. Asimismo, comprobó desconocimiento de las autoridades involucradas sobre los derechos y obligaciones establecidos en a Ley No. 238, particularmente en el respeto a la confidencialidad, la obligación de no someter a ningún tipo de discriminación a las personas que conviven con el virus y la obligación de respetar el derecho a la salud, al trabajo y a la estabilidad laboral de las personas afectadas por la enfermedad.

La Procuraduría encontró como denominador común, que la Comisión Nicaragüense del sida (CONISIDA), instancia obligada a garantizar el cumplimiento de la citada Ley 238, si bien ha desarrollado esfuerzos por intervenir en las denuncias de violaciones a los derechos humanos que se han presentado, no ha asumido un papel beligerante en la investigación y sanción de las entidades responsables de  las mismas. La ley 238 y su reglamento establecen un procedimiento administrativo que la CONISIDA, a través de un Comité Técnico Ético debe realizar para tramitar y resolver las denuncias que reciba o conozca de oficio. Sin embargo este procedimiento no se ha aplicado y el referido Comité ha sido poco funcional.

Cuadro No. 4: Casos emblemáticos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. El Salvador
.
	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	Acceso a los productos farmacéuticos y las tecnologías médicas utilizadas para tratar el VIH y sida (expediente 01-2755-98)

	Derecho a la salud (por omisión de acciones oportunas y eficaces en el caso de enfermedades).
	El VIH y sida no tiene cura y las personas que lo padecen solamente pueden aspirar a una mejor calidad de vida a través de medicamentos de avanzada. En 1998, no se contaba con los medicamentos necesarios para atender los requerimientos de salud de pacientes con VIH y sida. Las denuncias presentadas por PVVS por falta de medicamentos y calidad de los mismos en el ISSS, por personas infectadas con la enfermedad, hacen referencia a:

1. Solamente se suministraba tratamiento en monoterapia con AZT a algunos pacientes adultos que pudieran beneficiarse con dicho tratamiento.

2. Se suspendió el examen de conteo de células CD4 indispensable para la aplicación de la monoterapia con AZT, porque era demasiado costoso y por ello sería sometido a licitación. A pacientes seropositivos solamente se les suministraba multivitaminas, antibióticos y antivirales, como trata-miento preventivo de las infecciones oportunistas.

3. Únicamente se contaba con 2 infectólogos para la atención de todos sus asegurados, incluyendo a la población de pacientes diagnosticada con VIH y sida.

4. Se argumentó que no se tenía la capacidad de asumir un gasto como el requerido por la aplicación de la “terapia retroviral combinada” o triterapia, por ser un tratamiento de costos elevados para la Institución y debido a que las cifras de personas infectadas con el virus eran alarmantes.

La Procuraduría emitió resolución (14/01/99) estableciendo que el ISSS violó derecho a la salud, por omisión de acciones oportunas y eficaces en caso de enfermedades infectocontagiosas en perjuicio de los pacientes con VIH y sida.

Se recomendó al Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y la Dirección General del ISSS actualizar mecanismos de prevención, control y tratamientos necesarios para garantizar a pacientes del ISSS infectados de  SIDA, una buena calidad en la asistencia médica, acorde con avances científicos para el combate y prevención enfermedad; promover capacitaciones para personal salud y administrativo sobre derechos humanos PVVS; impulsar campañas de prevención de la enfermedad  y gestionar subsidios económicos a través del Gobierno Central o mediante ayuda de países u organismos extranjeros para la aplicación de la Triple Terapia con antirretrovirales. Reconoce que en ISSS y la red hospitalaria del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, se han logrado algunos avances en cuanto al suministro de antirretrovirales. Sin embargo, señalamientos usuales de organismos que atienden a personas con VIH y sida, son los obstáculos en el acceso a tratamientos,  por trámites burocráticos en los hospitales públicos, como entrevistas con trabajadoras sociales, firma de documentos de compromiso, citas programadas a largo plazo, entre otras.

Se argumenta con base en la Ley de Prevención y control de la Infección provocada por el VIH, Art. 1 y 2 Constitución Política, Tercera Directriz de las Directrices Internacionales sobre el VIH y sida y los Derechos Humanos de las Naciones Unidas; art. 4 Convención Americana de Derechos Humanos; art. 10 Protocolo Adicional Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Cuturales.
	Anterior Directora ISSS destacó que ISSS ha desarrollado acciones en el manejo del VIH y sida: a) atención médica en consulta externa  y hospitalización; b) tratamiento con AZT según criterio especialista y a toda mujer embarazada VIH positiva; c) consejería por equipo profesional sobre el  sida a paciente y familia; visita domiciliar para detectar contactos y dar seguimiento a paciente; d) dos años de trabajo interinstitucional para elaboración de protocolos de manejo integral de pacientes con VIH y sida. Departamento Medicina Preventiva del ISSS desarrolló y participó en actividades dirigidas a prevención. ISSS fue una de las primeras instituciones en emplear la AZT (1992). El Consejo Directivo del ISSS emitió acuerdo para adquirir medicamentos antirretrovirales según requisitos de ley para pacientes que cumplen con requisitos en protocolos aprobados. Se acordó establecer un fondo de colones 13.610.500,00 para compra de medicamentos, exámenes de laboratorio y gabinete en año fiscal 2002. La Comisión Permanente de Auditoria Médica controla y evalúa técnica, administrativa y financieramente el cumplimiento de protocolos.

	Acceso a tratamiento antirretroviral en hospitales de la red nacional de salud (Expediente 01-0182.03).

	Derecho a la salud y a la vida, por parte del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, y al debido proceso judicial por retarda-ción de justicia, parte de la Corte Suprema Justicia.
	Denuncia presentada por el representante de la Fundación Nueva sociedad y Jefe Unidad de derechos Humanos Universidad Isaac Newton. Denunciante había presentado 3 procesos constitucionales ante Corte Suprema Justicia para amparar a pacientes con VIH y sida o insuficiencia renal terminal por habérseles negado terapia antirretroviral en primer caso y transplante renal a los segundos, por parte de hospitales de la red de salud.

Se le recomendó a Corte suprema de justicia dar pronta respuesta a procesos de amparo y al Ministro de Salud y asistencia social cumplir a cabalidad con la medida cautelar ordenada por Corte Suprema en la admisión del proceso de amparo, dirigida a suministrar el efectivo acceso a la terapia antirretroviral y el reactivo (sustancia que diagnostica la cantidad de CD4) a los enfermos de VIH y sida y realizar los transplantes a quienes sufren de insuficiencia renal, así como la atención de las manifestaciones colaterales.

Se estableció retardación de la justicia por parte de la Corte en perjuicio de estas personas, por lo que se recomendó a ésta que en el futuro, frente  a casos donde se encuentran de por medio la vida y salud de las personas, se abstenga de demorar los trámites y diligencias necesarias para resolver prontamente.
	El Presidente de la Corte suprema de Justicia respondió que no existió retardación de justicia pues todos los casos fueron conocidos y resueltos en tiempos aceptables. 

El Ministro de salud y Asistencia social respondió que los protocolos de atención de personas VIH del Programa Nacional de ITS/VIH y sida del Ministerio de Salud, se basan en normas internacionales y recomendaciones de OPS y OMS. Terapia antirretroviral inicia antes de falla inmunológica, y se basa en criterios clínicos y laboratorio mundialmente aceptados. Por tanto, lógica no es esperar incremento en nivel de gravedad de la infección en personas candidatas a esta terapia. 


Fuente: Plantilla 10 y PDDH El Salvador (2005).

Cuadro No. 5: Caso emblemático reportado por la Oficina del Ombudsman en el que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Costa Rica.
	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	Seguros y VIH y sida

	Derecho a la igualdad de trato y a la salud.
	Un habitante denuncia que el Instituto Nacional de Seguros no autoriza a las personas que viven con VIH y sida adquirir una póliza de vida ser el VIH y sida es una enfermedad con alta probabilidad de muerte. Los seguros de vida para las personas que viven con el VIH y sida ha sido motivo de preocupación y discusión en distintos foros internacionales dado que en algunos países se ha detectado que estas personas no tienen el derecho de disfrutar de un seguro de vida por la condición de ser personas seropositivas o que viven con VIH y sida.

En el mes de setiembre de 1996, se celebró en Ginebra, Suiza la Segunda Reunión Consultiva sobre Derechos Humanos y VIH y sida organizada por el Alto Comisionado de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) junto con el Programa de las Naciones Unidas para el VIH y sida. Los resultados de dicha reunión fueron publicados en boletín Guidelines, distribuido a los Estados miembros  ONU con el fin de que las recomendaciones emitidas en dicha reunión sean acogidas y de este modo lograr, entre otros propósitos, que los Estados dispongan políticas protectoras de los Derechos Humanos y la Salud Pública.  Se pretende con ello proteger a los grupos de población más expuestos al contagio y a la violación de los derechos humanos, evitar las situaciones relacionadas con la discriminación y lograr que el sector privado y las comunidades desarrollen acciones conjuntas de prevención de esta pandemia y se atiendan las consecuencias socioeconómicas de ésta de forma eficiente y ética.

La guía número 5 sobre las leyes protectoras y antidiscriminatorias señala que si los Estados establecen o pretenden  establecer excepciones al cobro de una elevada tasa de pago por concepto de seguros y al acceso a las pólizas de vida, éstas deben responder a criterios razonables de datos actuariales, de modo que el VIH y sida no se trate de manera distinta de otras enfermedades similares.

Establece además que las leyes nacionales y los tratos colectivos deben incorporar entre otras garantías laborales, la protección para la seguridad social y otro tipo de beneficios para las y los trabajadores que vivan con el VIH, lo cual incluye seguros o pólizas de vida, pensiones, seguros para la protección de la salud, protección para los y las pacientes terminales y beneficios para después de la muerte.

La guía número 10 sobre el desarrollo de medidas equitativas públicas y privadas, establece que los Estados deben solicitar la obligación de los grupos profesionales, particularmente a los y las profesionales de la salud y a otros sectores privados, entre ellos los servicios de aseguramiento, de desarrollar y establecer obligaciones en sus propios códigos de conducta acerca del respeto a los Derechos Humanos en relación con el VIH y sida.

Se desprende de las anteriores recomendaciones que los Estados deben realizar un esfuerzo por considerar la posibilidad, (dadas las condiciones que lo permitan), de que el VIH y sida pueda ser una enfermedad objeto de aseguramiento como otras patologías.
	No se indica.


Fuente: Plantilla 10 informe presentado por la Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica. 2006.

Cuadro No. 6: Casos emblemáticos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Panamá.
	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	1. Desabastecimiento de los medicamentos antirretrovirales que componen la triple terapia para las personas que viven con VIH y sida y que son atendidos por la Caja de Seguro Social.

	Derecho a la Salud


	Señala PROBID SIDA que son mil ciento cincuenta y seis (1,156) personas que se encuentran recibiendo la triple terapia y no pueden mantener la continuidad que el tratamiento requiere debido al desabastecimiento de antirretrovirales.

El caso invoca los siguientes instrumentos nacionales de protección: Constitución Nacional, Ley 3 de 5 de enero de 2000 sobre ITS/VIH y sida, Ley 1 de 10 de enero de 2001 sobre medicamentos y otros productos para la salud humana, Ley relativa a los medicamentos en general, jurisprudencia de la Oficina del Ombudsman sobre el desabastecimiento y falta de continuidad de medicamentos en el sector salud.

Principales conclusiones y recomendaciones: El Estado debe proteger la salud de sus ciudadanos por lo tanto debe mantener el abastecimiento en ART y otros medicamentos. 
	Se logro abastecimiento de medicamentos y acceso pacientes a los mismos.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	2. Despido sin existir causal alguna.

	Derecho al trabajo y a la salud.
	 El denunciante laboró en el Ministerio de Educación por 6 años, ocupando la                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              posición de Trabajador Manual 1 en la Escuela Fe y Alegría, con la posición No.14970, planilla 21, con un salario de doscientos balboas (B/.200.00). Se dejó sin efecto el nombramiento, según Nota DNRRHH-DOPA-2381 de fecha 21 de julio de 2006 y Decreto Ejecutivo 22 de 8 de febrero de 2006, del cual fue notificado sin causal fundamentada, a libre arbitrio de la autoridad.

Solicitó intervención de la Defensoría del Pueblo, toda vez que es portador de VIH y al quedar sin trabajo le afecta su nivel de vida, ya que no contaría con un seguro social que respalde su atención integral no solo en el caso del virus, sino también, en la enfermedad degenerativa ósea con la que cuenta. Ambas situaciones perjudicarían también el sustento de su familia integrada por su madre de avanzada edad.

Instrumentos nacionales de protección del derecho en cuestión: Constitución Nacional, Ley 3 de 5 de enero de 2000 sobre ITS/VIH y sida, Ley N°59 de 28 de diciembre de 2005.

Jurisprudencia de la Oficina del Ombudsman sobre el derecho en cuestión: Despidos injustificados alegando libre nombramiento y remoción.

El Estado debe proteger el Derecho al trabajo, por lo que se recomendó al Ministerio de Educación el reintegro del señor, tomando en consideración la protección al trabajo con base en que no existía causal de despido alguno.
	Se logró el reintegro del trabajador.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	3. Expulsión de una niña del colegio por ser hija de madre portadora.

	Derecho a la educación y a un trato igual.
	La niña fue expulsada del colegio según la persona que interpuso la queja, cuando llegó el rumor a la escuela de que la madre había fallecido de  sida.

Se recurrió a los siguientes instrumentos nacionales de protección: Constitución Nacional, Ley 3 de 5 de enero de 2000 sobre ITS/VIH y sida y a la jurisprudencia de la Oficina del Ombudsman sobre discriminación en el área educativa.

El Estado debe proteger el Derecho a la educación, por lo que se recomendó al Ministerio de Educación la no discriminación en el área educativo y el reintegro de la niña a la escuela. 
	Se logró el reintegro.




Fuente: Plantilla 10 informe presentado por la Defensoría del Pueblo de Panamá. 2006.

Cuadro No. 7: Casos emblemáticos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Guatemala.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	1. Acción de Amparo contra el Instituto Guatemalteco de Seguridad Social por desabastecimiento de medicamento para los pacientes y afiliados de dicha entidad. 

	Derecho a la salud, a la seguridad social, a la vida y a la integridad personal. Interpuesto el 13 de julio del año 2005.
	 Existe desabastecimiento de medicamentos antirretrovirales y otros que se usan en pacientes con VIH y sida por deficiencia del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social.  Esta situación produce una violación de los derechos a la seguridad social y a la salud de las personas que padecen esta enfermedad. Además constituye una amenaza cierta y determinada a su vida e integridad personal, dado que el Síndrome de Inmuno Deficiencia Adquirida es mortal, si no es tratado con los medicamentos adecuados en el tiempo y en la forma correcta.

La Junta Directiva del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social y las demás dependencias de la Institución se negaron a suministrar a los pacientes que padecen VIH y sida los medicamentos y el tratamiento correspondiente violando los derechos anteriores. 

En este caso se denuncia la violación al deber de garantizar el derecho a la vida por parte del Estado, argumentando los siguientes instrumentos nacionales de protección: Constitución Política de la República de Guatemala, Art. 2 (es obligación del Estado garantizar a los habitantes de la República, la vía, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la persona); 95 (la salud de los habitantes de la Nación es un bien público, lo que significa que todas las personas e instituciones están obligadas a velar por su conservación y restablecimiento); 100 (El Estado reconoce y garantiza el derecho a la seguridad social para beneficio de los habitantes de la Nación).  Su régimen se instituye como función pública en forma nacional, unitaria y obligatoria).
	En la resolución emitida por el Organismo Judicial de fecha 25 de agosto de 2005, otorgó en forma definitiva la Acción de Amparo interpuesta por el Procurador de los Derechos Humanos y le ordenó al Instituto Guatemalteco de Seguridad Social proporcionar el tratamiento médico y el medicamento adecuado a los pacientes que lo requieran y que padecen del VIH y sida, en la calidad y cantidad necesaria para atender adecuadamente esa enfermedad.




Cuadro No. 7 (continuación): Casos emblemáticos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Guatemala.
	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	2. Denegación de la exoneración al Impuesto al Valor Agregado de la importación de medicamentos para enfermos del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida.

	Derecho a la salud como obligación del Estado en materia de salud y asistencia social y a la salud como bien público.
	El Procurador de los Derechos Humanos interpuso acción de Amparo en contra de la resolución número SIA-09233-2002 de fecha 30 de diciembre de 2002, dictada por la Superintendencia de Administración Tributaria. Deniega exoneración al Impuesto al Valor Agregado de la importación de medicamentos para enfermos de  sida.  Médicos Sin Fronteras es una institución sin fines de lucro, dedicada a la atención de enfermos de  sida. Ha prestado sus servicios a centenares de personas enfermas, brindando la oportunidad de una terapia adecuada y gratuita. Cuenta con convenio con el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social para que desde los distintos hospitales y dependencias se preste asistencia a los enfermos. Uno de los programas a desarrollar es el de enfermedades de transmisión sexual, como el  sida, en coordinación con el Programa Nacional de Prevención y Control de la enfermedad.  Con base en convenio ha trabajado con la clínica de enfermedades infecciosas de la Unidad de Enfermedades Infecciosas del Departamento de Medicina Interna, con apoyo de la Dirección Ejecutiva del Hospital y el Patronato de Asistencia Social, y el Proyecto Acceso a Medicamentos Antirretrovirales de Médicos Sin Fronteras. Ello permitió el tratamiento antirretroviral hasta diciembre de 2002 a 125 pacientes. Estos medicamentos fueron donados por Médicos sin Fronteras. Ingresaron a Guatemala exonerados de impuesto según artículo 7 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado.

El amparo invocó Constitución Política, artículo 93  (goce de la salud es derecho fundamental del ser humano, sin discriminación alguna).
	La Corte Suprema de Justicia otorgó el amparo por el acto reclamado basándose en el artículo 13 de la Ley de Amparo, en virtud de que la autoridad impugnada es un órgano de la Administración Pública encargada de la recaudación fiscal. La ley en la materia preveé las exenciones correspondientes.



Como se desprende de los cuadros, los casos emblemáticos están referidos en su gran mayoría a la violación al derecho a la salud (7 casos), y concomitantemente a la vida, pues están relacionados con el acceso oportuno de las personas con VIH y sida a productos farmacéuticos y tecnologías médicas apropiadas y necesarias para mantener la salud y una calidad de vida razonable, así como a seguros sociales y un trato no discriminatorio que garantice la atención de la salud y prevenga situaciones que podrían conducir hacia la muerte. Dos de los casos atienden violaciones al derecho al trabajo, principalmente asociadas con el despido arbitrario por ser personas con VIH y sida. Uno de los casos tiene que ver con el derecho a la confidencialidad y otro con el derecho a la educación. 

3. BUENAS PRÁCTICAS Y LECCIONES APRENDIDAS EN EL ABORDAJE DEL VIH Y SIDA

Como indicamos en la Introducción, una buena práctica fue experimentada y su funcionamiento comprobado. El razonamiento primordial para calificar una experiencia como buena práctica es su utilidad potencial para estimular nuevas ideas o para operar como guía sobre cómo conseguir mejores resultados en algún aspecto relacionado con el desarrollo, los derechos humanos y el cambio social. En realidad las propuestas de “Buenas Prácticas” hacen referencia más a acciones que la práctica ha demostrado son necesarias para lograr una eficaz respuesta institucional. Hay un grupo de propuestas prácticas que van camino a constituirse en buenas prácticas, pero para lograrlo es necesario ampliarlas y sistematizarlas para determinar su utilidad. 

3.1 Las prácticas que van en camino de constituirse en Buenas Prácticas

Es importante resaltar que en la mayoría de los reportes falta información sobre las prácticas que nos permita valorarlas según los criterios establecidos. Esto explica por qué algunas apenas se enuncian, pero no por ello pierden valor.

Es necesario contextualizar estas prácticas, pues todas ellas se desarrollan en ámbitos en los que el abordaje de la temática apenas da sus primeros pasos con recursos muy limitados. Adicionalmente, ésta genera resistencias tanto a lo interno como lo externo de las instituciones, por lo que su implementación requiere de tiempo y persistencia. 

Las prácticas fueron clasificadas en tres categorías que toman en cuenta estas condiciones: para trabajar el tema a lo interno de las Oficinas del Ombudsman, en la atención de las personas viviendo con VIH y sida, y en el trabajo del tema hacia fuera de la institución.

3.1.1 Para trabajar el tema a lo interno de las Oficinas del Ombudsman

· Incorporación de los planes de trabajo con PVVS en los planes operativos anuales (incluido el presupuesto ordinario). Esta práctica es reciente, y no se realiza en todas las instituciones, pero representa un paso significativo en la institucionalización de las acciones dirigidas a la defensa de los derechos humanos de las PVVS. Para que se constituya en una “Buena Práctica” requiere no sólo la inclusión en el PAO, sino que el presupuesto asignado sea suficiente para dar respuesta a las demandas de la población atendida (v.g. suficiente personal, formación del personal, infraestructura y equipo necesario)
.

· Desarrollo y aplicación de protocolos para la recepción y tramitación de denuncias y la atención de PVVS y Grupos Vulnerables.

· Honduras: Sistema itinerante en delegaciones regionales para la información, comunicación, monitoreo y promoción de los derechos humanos de las PVVS. Esta práctica requiere institucionalización como requisito para garantizar su sostenibilidad. 

· Guatemala: Sistema interno de monitoreo y evaluación para la recolección de la información y el manejo de una base de datos electrónica para el registro de las denuncias y el seguimiento de los casos.

· Nicaragua: Incorporación laboral de dos PVVS que participan en los procesos de atención e investigación de denuncias por violación de derechos humanos de PVVS, así como también en la capacitación de personal de  instituciones públicas, Redes y Movimientos Sociales, y realizar la fiscalización institucional según la Ley 238. 

· Panamá: Registro de las denuncias y el seguimiento de los casos y el Mecanismo de canalización de denuncia a través de la sociedad civil.

3.1.2 En la atención de las personas viviendo con VIH y sida

· Costa Rica: Sistema de atención de calidad para PVVS que llegan a presentar denuncias (v.g. celeridad y calidez en la atención, confidencialidad, seguimiento oportuno de las recomendaciones).   

· Panamá: Grupo de autoapoyo para PVVS, la cual se maneja articuladamente con la sociedad civil.

· Honduras: Currículo modular para formar al personal.

· Nicaragua: Fortalecimiento del equipo de atención de PVVS mediante la especialización del recurso humano responsable de dar esta atención y la inclusión de una PVVS para que asesore y acompañe durante todo el proceso de investigación.

4.1.3 En el trabajo del tema hacia fuera de la institución del Ombudsman

· Panamá: Estudio diagnóstico sobre incidencia y prevalencia del VIH y sida y situación de los derechos humanos de  las PVVS

· El Salvador: Informe Especial sobre la situación de los derechos humanos de las PVVS en El Salvador

· Panamá: Conformación de un equipo en sitios de trabajo de diversas instituciones gubernamentales responsable de cogestionar campañas informativas, actividades de capacitación y actualización de normas.

· Honduras y Panamá: Campañas educativas sobre el VIH y sida, los derechos humanos de las PVVS y los servicios disponibles para la atención de estas personas.

· Honduras: Creación de Redes Municipales.

· Costa Rica: Alianzas estratégicas con organismos de derechos humanos, articulaciones de la sociedad civil e instituciones estatales.

3.2 Lecciones aprendidas en el abordaje del VIH y sida

Como también señalamos en la Introducción, las lecciones aprendidas son aprendizajes que acumulamos sobre lo que funciona o no funciona, lo que deberíamos mantener y fortalecer o hacer diferente. Son más que resultados o recomendaciones sobre lo que debería hacerse o reforzarse. Una evaluación de las lecciones aprendidas propuestas por todas las Oficinas nos indica que las “lecciones” se entienden más como “lo que deberíamos estar haciendo” que aprendizajes sobre lo que opera o no. Un problema similar enfrentamos con las “Buenas Prácticas”, por lo que se seleccionaron las “lecciones aprendidas” que reúnen los requisitos anteriores. 

3.2.1 En el trabajo a lo interno

· Si bien se han logrado avances importantes en la sensibilización y capacitación del personal de las Oficina acerca del VIH y sida y los derechos humanos que asisten a las PVVS, la experiencia demuestra que es necesario fortalecer los temas asociados a la discriminación y exclusión, los derechos sexuales y los derechos reproductivos.

· La institucionalización de la temática en los procesos de promoción, defensa y protección es un paso necesario para garantizar la calidad y sostenibilidad de la atención de las demandas de las PVVS cuyos derechos humanos son violados. 

· Así mismo, la institucionalización de la planificación y presupuestación de los planes  relativos al abordaje del VIH y sida y atención de las PVVS, debe darse por la vía de la inclusión en los planes anuales operativos y el presupuesto anual ordinario de cada institución. Estos procesos deben acompañarse de una capacitación en la materia en todos los niveles del personal.

· La puesta en práctica de protocolos y manuales para orientar la atención de las denuncias, la investigación y seguimiento, así como el trato que debe dársele a las PVVS, así como de formatos, procedimientos y otras herramientas técnicas, tienen un impacto positivo en la calidad de la atención de las PVVS y en el abordaje de la temática. 

· La formación en servicio o continua es una vía apropiada para profesionalizar y profundizar la educación del personal de las Oficinas en todos los niveles. Esta debe recibir créditos para ser tomada en cuenta para ascensos.

3.2.2 En la atención de personas viviendo con VIH y sida

· Las estrategias de prevención y atención deben ser inclusivas de las diferencias y la diversidad, poniendo particular énfasis en las mujeres y la población de adolescentes. No podemos dejar de lado al hablar de diversidad a la población LGTB, así como a la población indígena y migrantes, quienes no son tomados en cuenta muchas veces en los planes y políticas públicas.  

· La atención de las PVVS debe estar sustentada en directrices, criterios éticos y técnicos, instrumentos técnicos y procedimientos claros, que orienten los procesos de atención. Estos deben ser de conocimiento del personal responsable de atender a las PVVS en cualquier fase del proceso, y además de apropiación de éste. Uno de los problemas observados en todas las Oficinas radica en que una parte importante del personal recibe la información y los conocimientos, pero no los asume como intrínsecos a la relación y trato de las PVVS. Adicionalmente, existe una rotación del personal importante en varias de las instituciones. La formación en servicio, como proceso permanente, debe ser parte de las políticas institucionales como un medio para lograr equipos de trabajo sensibles a la problemática de las PVVS, más allá de quienes tienen bajo su responsabilidad la atención de esa población, de manera que la institución como un todo se solidarice con las PVVS y se comprometa en una atención sensible, cálida y de calidad. 

· Los sistemas de quejas y denuncias de cada institución deben mantener una estrecha colaboración con entidades de la sociedad civil, como los comités de vigilancia ciudadana, las redes municipales y redes y organizaciones de PVVS, mediante un procedimiento claramente establecido y consensuado, como una forma de estimular la presentación de quejas por parte de las PVVS. Los protocolos de ayuda son una herramienta muy útil para el manejo de la atención, pero también para el manejo adecuado y oportuno de las referencias y la coordinación en la prestación delos servicios.

3.2.3 En el abordaje del tema con instituciones públicas y entidades de la sociedad civil

· La educación para la sexualidad es una acción estratégica con un fuerte impacto en la prevención, particularmente en niños, niñas y población adolescente. Esta es una tarea que deben asumir los Ministerios de Educación, pero que todavía enfrenta muchas resistencias. Existen experiencias en Costa Rica que fueron truncadas y que es necesario reimpulsar, y en Nicaragua con relativo éxito. Panamá también ha enfrentado obstáculos en la implementación de la educación de la sexualidad en la currícula de Educación

· Son los compromisos institucionales formales suscritos al más alto nivel los que se traducen en una mayor participación institucional en iniciativas interinstitucionales dirigidas a proteger los derechos humanos de las PVVS y la restitución de sus derechos cuando le han sido violados. En estos compromisos es necesario detallar los recursos que compromete cada institución, las condiciones bajo las cuales participa el personal (para evitar recargos y rotaciones), y los mecanismos de comunicación y coordinación que operarán, así como las responsabilidades de cada institución. 

4. Principales acciones ejecutadas por las Instituciones adscritas al CCPDH vinculadas con su intervención en materia de DERECHOS REPRODUCTIVOS

Solamente cuatro Oficinas entregaron la información correspondiente a la intervención institucional en materia de derechos reproductivos. Por lo tanto, el diagnóstico se preparó con base en los datos anteriores. Como se ha señalado en varias oportunidades, ésta es un área de trabajo muy nueva en todas las instituciones del Ombudsman, y un tema que todavía se concibe como de preocupación restringida del área que se ocupa de los derechos de las mujeres.

4.1 Intervención en materia de derechos reproductivos en las Instituciones adscritas al CCPDH

4.1.1 Existencia de una agenda institucional sobre derechos reproductivos

Panamá y Costa Rica son los dos países que cuentan con una agenda institucional en materia de derechos reproductivos que da cuenta de un trabajo sistemático y permanente de la temática.

Panamá establece una agenda a partir del 2004, cuando la Defensoría contrató  a la organización CLADEM para la promoción de una campaña sobre el tema. Los derechos sexuales y reproductivos fueron incluidos en la agenda defensorial de manera integral. Los mismos han sido tratados en las áreas de promoción y protección específicamente  por la Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Mujeres, la Oficina Delegada para Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas con VIH y Sida y la Oficina Delegada para los Derechos dela Niñez y la Adolescencia. Los temas que integran la agenda son los siguientes:

· Capacitación en género dirigida a  liderezas de las trabajadoras sexuales. 

· Conformación de la Red de Asistencia Jurídica. 

· Visita a grupos de mujeres cuyos derechos sexuales y reproductivos están en riesgo (Centro Femenino de Rehabilitación).

· Capacitación a mujeres indígenas sobre VIH y sida y derechos humanos.

· Realización de Talleres sobre Derechos Humanos, ITS y VIH y sida.

Como se observa, hay un esfuerzo por parte de la Defensoría del Pueblo de Panamá por articular estos derechos a las enfermedades de transmisión sexual y el VIH y sida y a la educación sexual de niñas, niños y adolescentes. 

En el caso de Costa Rica, el 9 de junio de 1999 se constituyó formalmente la Comisión Interinstitucional sobre Salud y Derechos Reproductivos y Sexuales. No obstante, la Defensoría de la Mujer de la Defensoría de los Habitantes emitió informes finales en esta materia desde antes. Esta Comisión se creó con base en el Decreto Ejecutivo N°27913-S, integrada por representantes de diferentes instituciones gubernamentales, así como de colegios profesionales y de la sociedad civil. La Defensoría de los Habitantes forma parte de la Comisión como asesora técnica. 
La labor fundamental de la Comisión ha sido la de identificar aspectos necesarios para la formulación de una política y un plan nacional en salud sexual y reproductiva, así como apoyar el trabajo que realiza la Sección Salud de la Mujer del Departamento de Medicina Preventiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, que ha tenido la función de definir los lineamientos técnicos para la Consejería
. Además, crea instrumentos para la capacitación del personal responsable de dichas Consejerías. Por medio de estas acciones se da prioridad a las acciones de las instituciones públicas, las cuales se centran en la definición y puesta en marcha de programas dirigidos a la atención, educación, capacitación, promoción y difusión de los derechos reproductivos y sexuales. Asimismo, se dio seguimiento a las Guías Sexuales para estudiantes de secundaria
. 
4.1.2 Abordaje desde las áreas de educación y de protección y otro tipo de acciones

En Costa Rica las acciones para la educación en derechos reproductivos están a cargo de la Defensoría de la Mujer, Área de Promoción y Divulgación. De manera prioritaria coordinan con instituciones que requieran capacitación  en el tema, participando en charlas, talleres y conferencias. La población meta está definida como funcionarias y  funcionarios públicos y sociedad civil. En materia de protección le corresponde al Área de Calidad de Vida de la misma Dirección. Esta se encarga del trámite de expedientes y resoluciones con recomendaciones para la mejora en la prestación de servicios y la restitución de derechos.

En Panamá la educación en este tema está a cargo de cuatro instancias institucionales: la Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Mujeres, la Oficina Delegada para Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas con VIH y Sida y la Oficina Delegada para los Derechos dela Niñez y la Adolescencia. El trabajo efectuado se centra en la capacitación de grupos de mujeres y privadas de libertad. Las acciones de protección, en cambio, están bajo la responsabilidad del Programa de Supervisión de los derechos de los Privados de Libertad y  Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Mujer  Los servicios prestados se ubican en el campo de la capacitación, orientación y visita a personas privadas de libertad.

En el resto de países no se atiende la problemática de manera sistemática, y tampoco hay áreas responsables de las acciones de promoción (educación) y protección en este campo. 

La situación anterior confirma el limitado desarrollo que ha tenido la defensa de los derechos reproductivos en las Oficinas del Ombudsman adscritas al CCPDH. Si bien en materia de derechos humanos de las PVVS queda mucho por hacer, el avance en esta área ha sido mucho mayor. En la mayoría de las instituciones no se cuenta con instancias responsables de la promoción y protección de los derechos reproductivos, y las pocas actividades desplegadas tienden a concentrarse en charlas, talleres y otras para la capacitación de grupos en situación de vulnerabilidad. Aun así, considerando la poca experiencia en el tema y los limitados recursos disponibles para estas actividades, los esfuerzos realizados son significativos. 

4.1.3 Medidas tomadas para un mayor reconocimiento de los derechos reproductivos

Las medidas impulsadas para un mayor reconocimiento de los derechos reproductivos a lo interno de las Oficinas del Ombudsman son también muy limitadas y de alcance restringido. En la mayoría de las Oficinas son inexistentes, ya que las pocas medidas están dirigidas a poblaciones externas. En realidad, la tendencia indica que son otras instituciones, generalmente del sector salud, las que están ejecutando acciones en este sentido. En el caso de Costa Rica, el impulso de medidas se ha realizado en el marco de proyectos de alcance nacional y más estratégicos, como la discusión y aprobación del proyecto de reforma integral de la Ley General de Salud, a la vez que ha privilegiado la ejecución de estudios en áreas donde se violan derechos reproductivos a las mujeres. 

En Panamá se ha ejecutado una capacitación para el personal de la Defensoría del Pueblo, pero las acciones no se institucionalizaron. Otras instituciones que están trabajando en esta tarea son la Dirección General del Sistema Penitenciario y la Caja Seguro Social. No obstante, no se indican las medidas implementadas, solamente que participaron en las actividades algunas funcionarias de la Defensoría, lo cual evidencia un interés en la formación en este campo. 

En Honduras, la Oficina del Ombudsman no ha impulsado medidas, sino la Secretaría de Salud por medio de su Programa de Atención Integral a la Mujer, particularmente en el área de anticoncepción de emergencia. Estas se institucionalizaron mediante la producción de un Manual de Atención a la Mujer y otro Manual de Atención a las y los adolescentes. Estas acciones en el nivel nacional ofrecen oportunidades para articular iniciativas en este tema en el ámbito de la Procuraduría.

El Salvador se ha concentrado en un monitoreo de la información con la que informa a los adolescentes sobre derechos sexuales y reproductivos en la educación formal; la identificación de violaciones relacionadas con algunos derechos reproductivos, en particular aquellos referidos a las mujeres; y la presentación de un estudio ante la Asamblea Legislativa, justificando la necesidad de la aprobación del Protocolo Facultativo de la Convención CEDAW. Se ha institucionalizado el monitoreo y la identificación de violaciones a los derechos sexuales y los derechos reproductivos, por medio de la aprobación de una tipología específica de violaciones y hechos violatorios en materia de VIH y sida, la cual se comenzó a aplicar a partir del 2007.

En Costa Rica le corresponde a la Defensoría de la Mujer de la Defensoría de los Habitantes la implementación de medidas. Estas han focalizado en charlas, actividades de capacitación, talleres de sensibilización, e informes finales con recomendaciones para modificar la visión salubrista e integrar la perspectiva de género en la atención en salud. En 1994 y 2004 produjo dos investigaciones acerca de las políticas, programas y acciones de todos los hospitales del país en materia de salpingectomías y vasectomías. Además participa en un proyecto de reforma integral la Ley General de Salud, en el cual se incorporó un capítulo “De los Derechos Sexuales y Reproductivos”
. La institucionalización de estas medidas se concreta en la permanencia que tienen las acciones en el quehacer de la Defensoría de la Mujer. Por otra parte ha emitido varios informes finales en protección de los derechos sexuales y reproductivos. Como producto de las investigaciones se emitieron recomendaciones a las instancias de salud para atender los problemas evidenciados. Otras instituciones que han planteado medidas son el Ministerio de Salud como ente rector, quien llevó la defensa del Capítulo de Derechos Sexuales y Reproductivos de la Ley General de Salud, y la Caja Costarricense de Seguro Social en materia de Consejerías. 

4.1.4 Capacitación y producción de materiales especializados sobre derechos reproductivos

· Capacitación realizada con las funcionarias y los funcionarios sobre derechos reproductivos:

En Panamá entre el 19 de agosto de 2004 y el 11 marzo de 2005 se realizaron las siguientes actividades: 

· Capacitación en género dirigida a  mujeres indígenas, liderezas de las comunidades y trabajadoras sexuales;  
· Charla corta y orientación al Centro Femenino de Rehabilitación, Doña Cecilia Orillac de Chiari ; 
· Capacitación a mujeres indígenas; y 
· Taller dirigido a las mujeres de San Miguelito. 

· Talleres sobre derechos sexuales y reproductivos en la provincia de Darién.
Estas actividades de capacitación se concretaron por el esfuerzo concertado de la Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Mujeres, el Programa de Supervisión  Protección de los Derechos Humanos de las Personas Privadas de Libertad y la Oficina Delegada para Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas con VIH y sida  de la Defensoría del Pueblo. Se coordinaron con el Centro de Estudios y Capacitación Familiar y el Municipio de San Miguelito. Los temas abordados fueron  género y derechos humanos, VIH y sida y derechos humanos y derechos humanos ITS y VIH y sida. Esta iniciativa denota un avance en la integración de los derechos reproductivos y el VIH y sida, así como en la articulación de varias instancias de la misma Defensoría, lo cual representa un importante avance y una lección a recuperar.

· Producción materiales especializados:

Panamá reporta el Proyecto de Ley sobre derechos sexuales y derechos reproductivos. Si bien no es estrictamente un material para informar o educar, se está utilizando para sensibilizar y capacitar en derechos reproductivos. Los temas abordados son tres: la promoción de los derechos sexuales y reproductivos como un medio de erradicar la pobreza y alcanzar los objetivos del milenio; la salud sexual y reproductiva como un derecho humano y como eje central de la salud general de la población; y la promoción de educación no sexista que elimine las desigualdades de género. Se usa con personal de las instituciones de salud y educación en el ámbito nacional, con un impacto positivo con este personal, así como en el trabajo con el Ministerio de Educación, organizaciones sociales y la Iglesia Católica. 

Está en proceso una publicación en Costa Rica con una versión “amigable” del informe final sobre las Consejerías (informe final  de la Investigación de Oficio nº 16310-21-2003). Este informe es un recurso para la capacitación en los siguientes temas: derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos; el derecho a métodos de planificación seguros; y el  derecho a recibir consejerías sin sesgos discriminatorios. Si bien todavía no fue publicado el material, ya se han dado varias  charlas sobre al informe reseñado. El impacto ha sido un mayor apoyo de las ONG a la resolución dictada. 

El desarrollo de la capacitación y la producción de materiales especializados continúa siendo modesto, pues sólo dos instituciones despliegan algunas actividades. Llama la atención que aun cuando las instituciones no cuentan con materiales específicamente producidos para acompañar los procesos de sensibilización y educación, se ha recurrido creativamente al uso de informes y proyectos de ley, indicativo de la creatividad del personal de las Oficinas frente a una carencia real de recursos. 

4.2 La coordinación de las instituciones Ombudsman

4.2.1 Coordinación a lo interno de la institución

La coordinación a lo interno es la debilidad de coordinación mayor, ya que ninguna institución la está llevando a cabo. Esto es un reflejo de la importancia que el tema tiene a lo interno y la necesidad de impulsar acciones desde el CCPDH para posicionar este importante tema.

4.2.2 Coordinación con instituciones públicas

En el caso de Honduras, solamente la Delegación Regional del Sur coordina actividades con instituciones relacionadas con el tema como centros de salud, ONG, Juzgados de Familia, y Secretaría de Educación. Los mecanismos empleados son informales, por ejemplo, se solicita colaboración mediante una nota para que exponga sobre un tema. Esto permite complementar los contenidos desarrollados en actividades de capacitación. Lo señalan como una debilidad institucional.

En Panamá la Defensoría del Pueblo coordina por medio de la Dirección de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Mujeres y la Oficina Delegada para Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas con VIH y Sida, el trabajo que realiza en derechos reproductivos con el Ministerio de Salud, la Caja del Seguro Social, y el Ministerio de Desarrollo Social y la Comisión de Salud Sexual y Reproductiva. Como resultados de esta coordinación se ha logrado avanzar en la  capacitación sobre el proyecto de ley en derechos sexuales y reproductivos. Persisten muchos problemas, destacando: la poca cobertura de la población a capacitar; pocos recursos estatales asignados para la promoción y protección de estos derechos, y un  gran desconocimiento del tema, dificultándose su reconocimiento como derecho.

Costa Rica coordina desde la Defensoría de la Mujer con el UNFPA, el Ministerio de Salud, la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS, el Ministerio de Educación, el Instituto Nacional de las Mujeres INAMU y ONG especializadas. Como en los otros casos, el medio de coordinación empleado es la reunión. Los principales resultados de esta coordinación es el posicionamiento en la agenda pública de la carencia de políticas en este campo y las serias repercusiones que esto conlleva. Por otra parte, la derogatoria del Reglamento de Esterilizaciones y la aprobación del nuevo decreto Nº 27913-S, representa un avance en algunos aspectos relacionados a los derechos sexuales y reproductivos en materia del control de la fertilidad (salpingectomías y vasectomías, por ejemplo)
. La coordinación se dificulta con las instituciones públicas en razón de la persistencia de concepciones conservadoras y limitadas sobre la responsabilidad de la salud reproductiva, los cambios constantes de personal en las instituciones, la falta de voluntad política en ciertos temas, y la intervención de la Iglesia Católica. 

4.2.3  Coordinación con entidades de la sociedad civil

Honduras coordina con el Foro  SIDA-Cap Regional Zona Sur. La coordinación se realiza mediante notas para colaborar en diversas actividades. Esta coordinación le permitió a la Regional tener presencia institucional en grupos de mujeres de la zona. La principal debilidad es el no manejo del tema, con lo cual se limita el apoyo e incidencia por parte de la Oficina del Comisionado de los Derechos Humanos.

Panamá tiene relación con la Coordinadora Nacional de Mujeres Indígenas y el Centro de Estudios y Capacitación Familiar. Como resultados destacan una mayor sensibilidad en el tema de los derechos sexuales y los derechos reproductivos y la promoción de los mismos entre mujeres indígenas y privadas de libertad; y la identificación de los obstáculos existentes para la plena vigencia de estos derechos, particularmente en mujeres privadas de libertad. Los problemas más serios son de naturaleza estructural: prevalecen prejuicios fundados en la homofobia; y el machismo que impide la toma decisiones consensuadas en la pareja. Además, faltan recursos para promocionar derechos; y se mantiene una gran resistencia hacia algunos medios de anticoncepción y su divulgación en adolescentes de ambos sexos. 

Costa Rica establece la coordinación con entidades de la sociedad civil por medio de la Defensoría de la Mujer. Lo hace con las ONG Madre Selva, Centro Feminista de Investigación y Acción CEFEMINA, Asociación Mujeres en Salud AMES, Fundación PROCAL y Centro de Orientación Familiar COF. Como resultado se apuntó la coordinación y apoyo en temas relativos a los derechos sexuales y reproductivos. No obstante, las ONG que trabajan en estos temas no tienen suficientes recursos económicos, lo cual limita las posibilidades de tener un mayor impacto e incidencia política.

Dado que se despliegan pocas actividades relacionadas con los derechos reproductivos, hacia lo interno y hacia fuera de las Oficinas, la coordinación con las instituciones públicas y las entidades de la sociedad civil es bastante limitada. Debemos agregar la existencia en todos los países de un número muy reducido de instituciones y agrupaciones dedicadas a promocionar y defender los derechos reproductivos. Ello reduce también –en los países donde se trabaja el tema en las Oficinas adscritas al CCPDH- la demanda por coordinación. 

4.3 La defensa de los derechos humanos de las personas y grupos a quienes se les violan sus derechos reproductivos

4.3.1 Seguimiento de los casos de personas que presentaron quejas o denuncias

Cuadro No. 8: Promedio de denuncias por año según país. 2006

	PAIS
	PROMEDIO DENUNCIAS POR AÑO

	Guatemala
	-

	Belice
	-

	Honduras
	-

	El Salvador
	1

	Nicaragua
	5

	Costa Rica
	30

	Panamá
	-


Como se desprende del Cuadro No. 8, solamente 3 países reportaron haber recibido denuncias o quejas por violación de los derechos reproductivos: El Salvador, Nicaragua y Costa Rica. La Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica recibe en promedio por año 25 casos más que Nicaragua, país que le sigue. Estos datos confirman el limitado desarrollo que tiene este tema en las Oficinas adscritas al CCPDH, su nula o reducida vinculación con los derechos de las PVVS y un desconocimiento entre la población de estos derechos y su derecho a presentar denuncias cuando se le vulneran. 

¿Cuál es la atención y seguimiento que reciben las denuncias?

En El Salvador las acciones desplegadas en la atención de las denuncias se resumen en las siguientes: solicitud de informes a las más altas autoridades involucradas; entrevistas con personal especializado en las instituciones concernidas; acompañamiento de las víctimas; y presentación de recomendaciones. El seguimiento recurre a la solicitud de medidas inmediatas para la prevención y corrección de daños causados por la denegación de derechos laborales asociada al estado de gravidez; la solicitud de medidas inmediatas que atiendan las consecuencias sobre la salud y el trabajo de la víctima; y la solicitud de garantías para el cumplimiento de las obligaciones asociadas al derecho. 

En el caso de la PDDH de El Salvador, la responsabilidad del seguimiento recae en su Departamento de Seguimiento. Las intervenciones efectuadas al momento han permitido establecer medidas para asegurar el respeto en el ámbito laboral de las obligaciones relacionadas con el estado de gravidez

En Costa Rica le corresponde a la Defensoría de la Mujer en la Defensoría de los Habitantes la responsabilidad de la asesoría y defensa de los derechos sexuales y reproductivos. Realiza el seguimiento de las Consejerías que ofrece la CCSS, atiende denuncias de mujeres en casos de violación de derechos en el acceso a la planificación familiar, y emite recomendaciones en torno a los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres migrantes en situación irregular en el país. Las intervenciones de la Defensoría repercutieron en una mejora en los Servicios de Consejerías, la atención del parto en el caso de mujeres migrantes en situación irregular en el país, y una discusión sobre temas de anticonceptivos.

La mayor cantidad de denuncias en el caso de Costa Rica parece estás asociada a una estrategia que combina los estudios focalizados con el seguimiento en las instituciones responsables de proteger los derechos reproductivos y la articulación con entidades de la sociedad civil que promueven la presentación de denuncias. Esto se acompaña de una respuesta eficaz en tiempo y restitución de derechos. 

4.3.2 Resoluciones, informes y recomendaciones elaboradas por las instituciones del Ombudsman sobre los derechos reproductivos en las que se utiliza el derecho internacional de los derechos humanos:

Ninguno de los países reportó haber preparado resoluciones, informes o recomendaciones sobre derechos reproductivos en las que se invoca el derecho internacional de los derechos humanos, lo cual es un indicador del limitado desarrollo que este tema tiene todavía en las Oficinas del Ombudsman de Centroamérica.  No obstante, hacemos la observación que en los dos casos emblemáticos presentados por la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica se recurre al derecho internacional de los derechos humanos en varias oportunidades en ambos, lo que nos lleva a inferir que esta es una práctica de mayor uso que la reportada.

4.3.3 Casos emblemáticos sobre derechos reproductivos trabajados por las Oficinas del Ombudsman

Se presentan tres casos emblemáticos, dos corresponden a Costa Rica y uno a Panamá. Cada uno contribuye con interesantes abordajes de las violaciones y conclusiones, en campos muy diversos, lo que da una idea de la diversidad de derechos reproductivos y poblaciones afectadas. 

Cuadro No. 9: Caso emblemático reportados por la Oficina del Ombudsman en el que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Panamá.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	1. Violación del derecho al cuidado de la salud reproductiva de privadas de libertad.

	Derecho al cuidado de su salud reproductiva.
	La queja la presentan las privadas de libertad del Centro Femenino de Rehabilitación  Doña Cecilia Orillac de Chiari en contra del Ministerio de Gobierno y Justicia y la Dirección General del Sistema Penitenciario. Reciben escasa atención ginecológica, los costos de los exámenes son elevados y carecen de recurso económico para practicárselos. No cuentan con visitas conyugales ni una atención adecuada de las embarazadas (parto, post parto y puerperio). Estas situaciones ponen en riesgo su salud y la de sus hijos o hijas, pues carecen de un lugar adecuado para compartir con sus hijos o hijas al nacer y por el término de    que les permite las leyes panameñas con relación a la instalación de la Guardería Infantil y la implementación de visitas conyugales, contempladas en la Ley No. 4 de 17 de enero de 1966. Los escasos recursos presupuestarios asignados a los Centros, limitan la designación de profesionales en medicina, la prestación de un servicio de calidad, y la adaptación de un área para que las privadas de libertad compartan con sus hijos e hijas.

La denuncia se ampara en la Ley 55 de 30 de julio de 2003, reglamentada por el Decreto Ejecutivo 393 de 25 de julio de 2005. 

Existe jurisprudencia de la Oficina del Ombudsman sobre este derecho, relativa a la situación de las mujeres embarazadas y madres en los centros penitenciarios. La Defensoría ha recibido más de 20 quejas  de mujeres que se han visto en la necesidad de entregar a sus hijos a instituciones humanitarias ante la negativa de las autoridades competentes de brindarles las medidas cautelares para atender a sus hijos recién nacidos. La Defensoría del Pueblo estableció la Dirección de Asuntos de la Mujer, la cual coordinadamente con el Programa de Supervisión de los Derechos Humanos de las Personas Privadas de Libertad brinda atención y seguimiento a todas las situaciones expuestas por mujeres detenidas, con especial énfasis en los temas relacionados con las embarazadas nacionales  y  extranjeras, además de los las quejas por acoso sexual de las internas por policías y personal administrativo.

.Podemos referir como logros las efectivas diligencias realizadas para la atención médica y control de mujeres embarazadas, el otorgamiento de medidas cautelares, la obtención de permisos de lactancia materna, el debido tratamiento de los hijos e hijas de las mujeres privadas de libertad que no cuentan con familiares que se hagan cargo del cuidado de éstos.


	Se recomendó a las autoridades darle mayor atención médica (ginecológica) a las mujeres privadas de libertad y  promover la implementación de visitas conyugales. No se cuenta con información sobre los resultados de estas recomendaciones.


Fuente: Plantilla 9 informe presentado por la Defensoría del Pueblo de la República de Panamá. 2006.

Cuadro No. 10: Casos emblemáticos reportados por la Oficina del Ombudsman en los que se utilizó el derecho internacional de los derechos humanos. Costa Rica.

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	1. El derecho a la salud de las mujeres migrantes nicaragüenses embarazadas.

	El derecho a la salud, principal-mente durante el preparto, parto y puerperio. (Expediente No. 15924-21-2003-QJ.)
	Esta es una queja planteada por la representante de la Comisión Nacional de Mortalidad Infantil contra una directriz de la Caja Costarricense de Seguro Social por violar el derecho a la salud de las mujeres migrantes nicaragüenses embarazadas. Evidencia una inconsistencia entre la legislación vigente del Sistema Nacional de la Salud que busca reducir la mortalidad infantil y la Circular emitida por la Caja Costarricense de Seguro Social, n° PEO-224-03 del 30 de enero de 2003, titulada “Disposiciones atención en salud a poblaciones específicas”.
Las directrices señaladas en esa circular violentan los derechos fundamentales de la niñez por nacer y de las mujeres adolescentes y adultas embarazadas migrantes irregulares porque les niega el derecho a recibir servicios de la CCSS a menos de que paguen éstos, pues por su situación migratoria no pueden afiliarse. Con ello sufren de una triple discriminación como mujeres, migrantes y por su nacionalidad. Dicha circular violenta la ideología vigente en Costa Rica como Estado Social y Democrático de Derecho que tiene como fin el cumplimiento de derechos fundamentales como la vida, la igualdad, la libertad y la justicia social. Por ello debe garantizar la protección de la población por medio del Sistema Nacional de Salud a poblaciones no aseguradas, inmigrantes e indígenas, dado que el derecho a la salud está consagrado en la Ley General de Salud, que los servicios públicos de la CCSS son los únicos servicios de salud que existen en el país y que las posibles limitaciones de acceso a los mismos en el primer nivel de atención de servicios de salud de baja complejidad y de tipo principalmente preventivo atentan contra este derecho. Además se constituyen en una grave amenaza para los logros que con relación a la mortalidad infantil y materna que se ha propuesto la Administración del Presidente Pacheco de la Espriella.

La resolución considera 15 denuncias presentadas por mujeres que vieron sus derechos violentados por la aplicación de esta directriz y se fundamentó en la siguiente legislación internacional y nacional, relativa al derecho a la salud: Declaración Universal de Derechos Humanos (Art. 10), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Art. 12), Preámbulo Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos, Convención Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Art. 1), Declaración Universal Derechos Humanos (Art. 2), Pacto Internacional Derechos civiles y Políticos (Art. 2 y 3), Convención Americana (art. 1), Convención Internacional Derechos del Niño (art. 24), Constitución Política (art. 73), Código Niñez y Adolescencia (arts. 41, 42 y 50), Ley General Protección Madre Adolescente y Ley Constitutiva CCSS. 

La Defensoría recomendó a la Junta Directiva de la CCSS:

- Analizar la instauración de un trámite de aseguramiento y su correspondiente monto de cotización para aquellas personas migrantes con status migratorio irregular, con el fin de que puedan disfrutar de los servicios médicos que ofrece el país. Emitir una circular a todas las instancias y autoridades de salud en todo el país en la que se informe sobre este trámite.

- Valorar las circunstancias de las personas migrantes irregulares en situación de pobreza para asegurarles la cobertura sanitaria que merecen por su condición de ser humano. 
- Coordinar con el Ministerio de Trabajo con el fin de erradicar el trabajo de las personas migrantes no reportado y los seguros sociales no pagados a la Caja Costarricense de Seguro Social.
- Establecer una política pública de atención integral a la mujer, que contemple su especial condición socioeconómica, cultural, sexual, reproductiva y de vulnerabilidad ante la violencia de género, necesidades y elementos diferenciadores.
Le solicitó remitir a la Defensoría un informe de cumplimiento de las recomendaciones formuladas, en el cual debería incluirse información sobre:
a. Medidas que se adoptarán para hacer efectiva las recomendaciones.
b. Plazo en el que se ejecutarán dichas medidas
c. Funcionarios y funcionarias encargadas de su ejecución.
	No se indican. 

	DERECHO VIOLADO
	DESCRIPCIÓN
	RESULTADO

	2. Investigación sobre el derecho a la salud y los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.


En cuanto al Personal Médico: 

	- Remitir una circular al personal médico del país, en especial a los médicos Urólogos comunicando directrices claras en cuanto a la práctica de salpingectomías y vasectomías y una explicación detallada acerca de los artículos 123 y 129 del Código Penal así como del Voto 03791-2002 de la Sala Constitucional.

Se solicita remitir un informe de cumplimiento de las anteriores recomendaciones con la siguiente información:

a. Medidas que se adoptarán para hacer efectiva las recomendaciones.

b. Plazo en el que se ejecutarán dichas medidas

c. Funcionario o funcionaria encargado de su ejecución.
	No se indican.
	


Fuente: Plantilla 9 Informe de la Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica. 2006.

Los casos presentados hacen referencia a la violación de derechos reproductivos de personas y grupos en situación de vulnerabilidad por su condición de privadas de libertad, migrantes irregulares y pobreza, principalmente mujeres. Estos casos emblemáticos exponen situaciones donde se conjugan varias discriminaciones, cuyo eje es la condición de género de las mujeres. Su posición de subordinación en la sociedad, limita fuertemente su acceso a y control de su propia sexualidad, con lo cual se tornan en seres vulnerables a la explotación sexual, a la violencia, a los embarazos no deseados, y a las enfermedades de transmisión sexual. 

Por otra parte, los enfoques patriarcales androcéntricos prevalecientes en nuestras sociedades, colocan en las mujeres la responsabilidad del control de embarazos no deseados, lo que explica la resistencia de los operadores y operadoras de la salud y los hombres mismos, a que éstos recurran a la vasectomía como un método de control de  la natalidad.  Pero también estas concepciones legitiman un control social de la sexualidad de las mujeres, particularmente de aquellas que enfrentan condiciones de “trasgresión”, como la privación de libertad, la migración irregular y la pobreza, negándoles su derecho a ejercer sus derechos reproductivos. 

Por ello, una buena educación y promoción de los derechos sexuales y reproductivos es urgente para la protección de los derechos humanos de las mujeres, niñas y adolescentes. 

5. BUENAS PRÁCTICAS Y LECCIONES APRENDIDAS EN EL ABORDAJE DE LOS DERECHOS REPRODUCTIVOS

5.1 La limitada experiencia redunda en una carencia de Buenas Prácticas

El abordaje de los derechos reproductivos en las instituciones del CCPDH es limitado en algunas de ellas e inexistente en otras. Las pocas acciones emprendidas en este campo se han efectuado con grandes limitaciones y en oportunidades quitándole tiempo a otras actividades. El hecho de  que en la mayoría de las instituciones nacionales no esté institucionalizado el tema mediante una agenda o en los planes anuales operativos, plantea un obstáculo importante para un trabajo sistemático en el campo. Es interesante anotar que, a pesar de que la mayoría de las instituciones no identificaron Buenas Prácticas, existen algunas prácticas que van camino a convertirse en ejemplos-modelo. Estas prácticas reflejan una elevada dosis de creatividad frente a limitados recursos y un compromiso por innovar en este difícil campo. 

Como se señaló páginas atrás, a diferencia del trabajo efectuado en la temática de los derechos humanos de las PVVS, las Oficinas del Ombudsman no han producido materiales especializados para la sensibilización y educación en derechos reproductivos. Sin embargo, tanto Panamá como Costa Rica encontraron formas de aprovechar un proyecto de ley sobre derechos sexuales y derechos reproductivos y un informe especial sobre las consejerías como recursos para la promoción de estos derechos con personal de instituciones públicas, ONG, iglesias y organizaciones sociales. El empleo de estos materiales como recursos didácticos permite ampliar el conocimiento teórico y empírico sobre la temática y lograr un apoyo a las iniciativas propuestas. 

Otra práctica interesante la aporta la Defensoría de la Mujer de la Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica. Aquella representa a la Defensoría en la Comisión Interinstitucional sobre Salud y Derechos Reproductivos y Sexuales, una instancia de alto nivel en la que participan ministerios, instituciones públicas y ONG estratégicas para el avance de los derechos reproductivos. Su participación  es sistemática y clara, en tanto cumple una función de asistencia técnica en la temática. Además de ser una comisión de alto nivel, le permite a la Defensoría potenciar las competencias técnicas de la Defensoría de la Mujer, actuar ante violaciones más rápidamente y tener mayor incidencia política. 

Uno de los hallazgos importantes es el limitado número de casos, con excepción de Costa Rica, lo que está asociado a la cantidad de denuncias que presentan ciudadanas y ciudadanos, así como organismos diversos. Esta Oficina cuenta con una estrategia que combina los estudios en temas específicos que responden a una cantidad significativa de denuncias –como en el caso de las consejerías y el acceso a  la atención de su salud de mujeres embarazadas migrantes nicaragüenses- con el seguimiento en las instituciones responsables de proteger los derechos reproductivos y una estrecha coordinación con organizaciones sociales que impulsan la presentación de denuncias. Estas acciones se combinan con respuestas eficaces en tiempo y restitución de derechos. 

5.2 Las lecciones aprendidas

Al igual que con las Buenas Prácticas, las lecciones aprendidas son pocas por la limitada experiencia de la gran mayoría de las instituciones. No obstante, éstas ofrecen valiosos aprendizajes para todas las Oficinas y el CCPDH. 

El Salvador señala como una lección la de involucrar a otras instancias de la Institución como factores multiplicadores respecto a la temática, en particular a las y los integrantes de las Unidades Juveniles de Derechos Humanos, conformadas por adolescentes y jóvenes voluntarias y voluntarios en la labor de promoción desarrollada por la Institución. Lo anterior implica dotarles de capacitación incluyendo aspectos relacionados con la autoestima y el género, para brindarles mejores herramientas para abordar un tema complejo y polémico. Otra lección aprendida está asociada al valor del conocimiento y sensibilización del personal sobre el tema, como medio para brindar una atención diligente durante la denuncia y el seguimiento de casos de violación de derechos reproductivos. En caso contrario, se corre el riesgo de que tales casos se vean diluidos en un manejo general. Otra lección está asociada al abordaje del tema con instituciones públicas y entidades de la sociedad civil. Se requiere una estrategia de amplio alcance respecto al abordaje de los derechos reproductivos, para favorecer su inclusión en la agenda de trabajo conjunto con otras instituciones públicas y de la sociedad civil. Una de ellas, puede ser un marco de promoción y fortalecimiento de estos derechos en relación con la protección de la familia. Por ejemplo, reconocer que las barreras ideológicas y las posturas cerradas solo agravan el problema de sexualidad entre los jóvenes e incrementa los riesgos de morir.
Panamá, por su parte, recupera una lección derivada de lo observado durante el proceso de atención de las denuncias. El ejercicio pleno de estos derechos tiene un costo para quien exige su reconocimiento en el ámbito laboral, social, cultural y familiar. Este costo no siempre es positivo o susceptible de cuantificar de manera  pecuniaria porque implica  riesgos en el ámbito físico y psicológico e inclusive de imagen en el ámbito social. Ello tiene que considerarse en los procesos de acompañamiento de las personas y los grupos que denuncian. Otra lección es el reconocimiento de que el mayor demandante de estos derechos no ha sido el Estado, sino los particulares, específicamente grupos excluidos como los homosexuales, lesbianas y mujeres. Por último, el tema debe ser abordado como parte de una política de Estado y no como iniciativa de unos pocos sectores, lo cual implica involucrar en la estrategia a instituciones estatales y entidades de la sociedad civil muy diversas. Es crítica la identificación de temas específicos alrededor de los cuales puedan construirse consensos antes que diferencias. 

Otra lección aprendida está asociada a la importancia del seguimiento de programas y servicios donde se violan derechos reproductivos, en consecuencia con la función de asesoría y defensa de estos derechos por parte de las Oficinas del Ombudsman. En el caso de Costa Rica se aprendió que el seguimiento  sistemático de las consejerías de la CCSS le permitió evaluar el cumplimiento de medidas recomendadas por la Defensoría, así como la expedita atención de denuncias permite valorar mejor la violación de derechos, emitir recomendaciones y lograr la restitución de derechos de las personas afectadas. Las intervenciones de la Defensoría lograron una mejor atención en las conserjerías, la atención del parto de las migrantes irregulares y un debate sobre temas relacionados con el acceso a los anticonceptivos.

6. PRINCIPALES AVANCES LOGRADOS EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS Y VIH Y SIDA Y DERECHOS REPRODUCTIVOS EN LAS OFICINAS DEL OMBUDSMAN INTEGRANTES DEL CCPDH

En esta sección reseñamos los principales avances logrados por las Oficinas del Ombudsman integrantes del CCPDH en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos. Aunque pudiera parecer repetitivo, es importante recuperar estos avances, pues aun cuando el trabajo desplegado en ambos campos es limitado y reciente, se han logrado resultados que dan cuenta de un fuerte compromiso con las poblaciones afectadas y una disposición para innovar. Una recapitulación siempre es buena para darnos cuenta de nuestros logros y reconocer que el tiempo y energía invertidos, dieron frutos.

En todos los países se ha logrado un reconocimiento de los derechos de las PVVS mediante leyes específicas, mecanismos nacionales de coordinación (v.g. comisiones interinstitucionales nacionales), políticas nacionales que apuntan a la protección de estos derechos.  En algunos las Oficinas del Ombudsman están implementando protocolos de atención de denuncias, con lo cual se mejora la calidad de la atención y están utilizando con mayor frecuencia el derecho internacional de los derechos humanos cuando preparar sus informes, recomendaciones y resoluciones. Este no ha sido el caso de los derechos reproductivos como derechos humanos, a pesar de los compromisos asumidos por los Estados en diversos foros internacionales. Persiste fuertemente una noción de salud reproductiva y sexual que restringe estos derechos al ámbito de las instituciones proveedoras de servicios de salud y desconoce la capacidad de autonomía de las mujeres y otros sectores para controlar su sexualidad y tomar decisiones relativas a su salud. Tres instituciones han comenzado a recibir denuncias, lo cual es un paso notable porque les permite visibilizar la realidad, generar jurisprudencia y acumular conocimiento y experiencia. El tema comienza a posicionarse en las Oficinas del Ombudsman.

En todos los países, con excepción de Belice, se cuenta con una ley que norma las acciones de prevención y atención de PVVS y define los derechos que protegen a esta población, y su respectivo reglamento. Además, se dispone de un Plan Nacional Estratégico en VIH y sida, una instancia nacional responsable de unificar la respuesta de cada país al VIH y sida con diversos sectores (gubernamental y no gubernamental) y un sistema de monitoreo con indicadores. Esto es un avance importante en la atención de la problemática, a diferencia de los derechos reproductivos. En este campo, existe legislación sobre el tema en diversas normativas, pero no una ley especial ni una política particular con un sistema de monitoreo.

Se logró que todas las Oficinas sean parte de las Comisiones nacionales de VIH y sida, con lo cual se reconoce su papel en materia de protección de los derechos humanos de las PVVS
. Este no ha sido el caso en cuanto a los derechos reproductivos, porque en la mayoría de los países no existen comisiones nacionales interinstitucionales. No obstante, las instituciones del Ombudsman con acciones en este campo, han logrado articularse con instancias diversas de coordinación interinstitucional e intersectorial y en un caso se es parte de una comisión nacional. Ello permite compartir conocimientos y experticias, coordinar la presentación de denuncias y su seguimiento, generar apoyo frente a iniciativas y posicionar el tema en diversos espacios. Es necesario, sin embargo, lograr que el tiempo que se dedica a la coordinación externa en ambos casos se reconozca en los planes anuales operativos para que deje de verse como recargo. 

Se cuenta con agendas institucionales en derechos humanos y VIH y sida, aunque todavía con una asignación limitada de recursos y no en todos las instituciones forman parte del plan anual operativo. Este avance es mucho menor en el caso de los derechos reproductivos, aun cuando este tema tenga una fuerte relación con el VIH y sida.

Existe una preocupación por un mejor registro de la información en materia de derechos humanos y VIH y sida, para dar paso a sistemas “amigables” de estadísticas sobre denuncias y otras acciones, por ejemplo de promoción. Este es un paso muy importante para la visibilización de la realidad y la toma de decisiones, por ejemplo en la definición de áreas de intervención prioritarias. Igualmente, se cuenta con estudios de incidencia y prevalencia, diagnósticos sobre la legislación y el estado de vulneración de los derechos humanos de las PVVS en sectores específicos. Además, estos datos están aportando al desarrollo de tipologías de violaciones y hechos violatorios. En cuanto a los derechos reproductivos se ha avanzado más, aunque todavía de forma muy limitada, con la elaboración de investigaciones, generalmente en el sector salud. 

Se avanzó en la producción de múltiples recursos de apoyo para mejorar la intervención con PVVS y la sensibilización y capacitación de diversas poblaciones sobre los derechos humanos y el VIH y sida, incluido el personal de las Oficinas. Manuales de denuncias y protocolos, currícula especializada y materiales informativos, la contratación de PVVS para trabajar en defensa y educación, y el desarrollo de sistemas itinerantes de información, promoción, monitoreo y protección de los derechos de PVVS, son algunas de las realizaciones en este campo. Esta producción es todavía incipiente en materia de derechos reproductivos, pero lo poco existente es bastante innovador porque aprovecha más las sinergias con instituciones y organizaciones de la sociedad civil. Esto se facilita por tener que trabajar con un número mucho menor de organismos, las dificultades para obtener recursos financieros y lo polémico del tema. 

7. PROPUESTA DE PLAN DE ACCIÓN 2007-2008 PARA FORTALECER LAS CAPACIDADES DEL CCPDH EN MATERIAL DE DERECHOS HUMANOS, VIH Y SIDA Y DERECHOS REPRODUCTIVOS 
7.1 Introducción

Una preocupación del CCPDH ha sido la promoción y protección de los derechos humanos con relación al VIH y sida. Con este propósito, impulsa desde el 2002 acciones diversas con el apoyo y asistencia técnica del Fondo de Población de las Naciones Unidas. Una de estas iniciativas fue la incorporación en su Plan de Trabajo 2006-2007, la ejecución en el año 2006 de un diagnóstico del trabajo emprendido en los ámbitos nacional y regional en materia de derechos humanos, VIH y sida y derechos reproductivos, con el objetivo de que se constituya en el punto de partida para la definición e implementación operativa de sus acciones para ese y los próximos años.  

El diagnóstico sobre buenas prácticas y lecciones aprendidas del trabajo en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos de las Oficinas Ombudsman integrantes del Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos (CCPDH), se inscribe en el marco del proyecto “Promoción de conocimientos y capacidades en la protección internacional y nacional de los derechos humanos y su vinculación con la igualdad de género, los derechos reproductivos y el VIH y sida”. La propuesta de plan de acción tiene como sustento los principales resultados de este diagnóstico, particularmente aquellos con una mayor viabilidad de atenderse en el corto plazo, esto es, en el período de 2007-2008.  Las líneas de acción prioritarias tienen como pilar la misión, visión, objetivos general y específicos y ejes de trabajo del Plan Estratégico 2006-2010 y recogen las observaciones y propuestas de las Oficinas integrantes del CCPDH. 

Los retos a los que debe responder el CCPDH y cada una de las instituciones del Ombudsman que le integran, son múltiples y complejos, pues como se ha señalado reiteradamente los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos son dos temas relacionados que tienen poco tiempo de estarse trabajando por las Oficinas del Ombudsman, con distintos niveles de desarrollo y pocos recursos. Frente a esta realidad se corre el riesgo de planificar más acciones de las posibles en un año y con la limitada capacidad institucional diagnosticada. Por ello se incluye una sección sobre las áreas de intervención que deben fortalecerse a lo interno de las Oficinas del Ombudsman para la protección de los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos. Acá se plantean líneas de acción prioritarias de corto y mediano plazo para ser implementadas en los próximos años. Se pretende con ello aportar lineamientos y elementos para la programación del período 2007-2008 y los años subsiguientes.

Para el período 2007-2008 se sugieren solamente aquellas acciones prioritarias viables para ejecutarse en un año y que además, son estratégicas para el fortalecimiento de las capacidades del CCPDH en su accionar en materia de VIH y sida y derechos reproductivos. 

7.2 Objetivo general

Fortalecer las capacidades del CCPDH para promover el pleno respeto y garantía de los derechos humanos en materia de VIH/SIDA y derechos reproductivos mediante acciones concertadas dirigidas a incidir regionalmente en la institucionalización sostenible de las agendas temáticas; en la sensibilización y formación en servicio del personal de las Oficinas; en la profesionalización del personal que trabaja en la protección de estos derechos; en un mejoramiento en la calidad de la atención de las denuncias; en la generación, sistematización e intercambio del conocimiento, experiencias, recursos y capacidades técnicas; en el desarrollo de una cultura de denuncia; y en las estrategias institucionales de información, educación y comunicación para incluir los derechos de las PVVS y los derechos reproductivos.

7.3 Objetivos específicos

7.3.1 Incorporar en cada uno de los planes anuales operativos las agendas temáticas en derechos humanos y VIH/SIDA y derechos reproductivos, garantizando el financiamiento para cada una de las actividades propuestas.

7.3.2 Facilitar espacios de coordinación institucional entre instancias y condiciones adecuadas para una participación sostenible de las Oficinas del Ombudsman en las instancias interinstitucionales nacionales y locales.

7.3.3 Propiciar el intercambio entre países de conocimientos, experiencias, recursos y capacidades técnicas para potenciar su aprovechamiento en las acciones de promoción y protección de los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos.

7.3.4 Incrementar las capacidades del personal de las instituciones que integran el CCPDH para la elaboración de informes especiales, expedientes, resoluciones y recomendaciones, así como el seguimiento de las mismas en el marco del derecho internacional de los derechos humanos y la legislación nacional.

7.3.5 Concertar una currícula básica para la formación en servicio del personal de las Oficinas y la capacitación de personal de instituciones, ONG y organizaciones sociales en materia de derechos humanos y VIH/SIDA y derechos reproductivos que aproveche las buenas prácticas y lecciones aprendidas del CCPDH.
7.3.6 Promover la difusión de los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos y los servicios que ofrecen las Oficinas del Ombudsman.

7.4 Las áreas de intervención que deben fortalecerse a lo interno de las Oficinas del Ombudsman para la protección de los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos

Esta sección recoge las recomendaciones producto de los resultados del diagnóstico y propuestas efectuadas por las instituciones que son parte del CCPDH relativas a las áreas que deben fortalecerse para mejorar la atención de las PVVS y defender sus derechos humanos, así como la protección de los derechos reproductivos de la población. La información se organizó en cinco grandes áreas o ejes, a saber:

· Fortalecer a lo interno, las instancias responsables de la promoción y protección de los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos,

· Fortalecer la formación en servicio y capacitación del personal,

· Fortalecer la tutela,
· Fortalecer la difusión de los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos, y 
· Fortalecer los mecanismos y espacios de intercambio, coordinación y estudio.

7.4.1 Las áreas a fortalecer para la protección de los derechos humanos de las PVVS 

· Fortalecer las instancias responsables de la promoción y protección de los derechos humanos de las PVVS a lo interno:

Como se apuntó anteriormente, muchas de estas instancias apenas operan con una persona y carecen de una serie de recursos básicos para atender eficazmente las demandas de la PVVS. Para ello se requiere aumentar el personal y dotar del espacio adecuado, para lo cual los fondos necesarios deben ser incorporados al presupuesto anual ordinario de la Institución del Ombudsman. Es conveniente dejar de depender de la cooperación internacional para trasladar la responsabilidad a cada Oficina. Este personal debe estar debidamente calificado para las funciones y tareas que se le asignen, y es conveniente implementar mecanismos que garanticen la permanencia del personal calificado.

Honduras propuso una recomendación muy puntual: institucionalizar el sistema itinerante en delegaciones para la información, comunicación, monitoreo y promoción de los derechos humanos de las PVVS y la inspección en centros de salud.

· Fortalecer la formación en servicio y capacitación del personal:

La formación en servicio es diferente de la capacitación, pues la primera es un proceso institucional permanente dirigido no solo a informar y desarrollar algunas destrezas necesarias para abordar los derechos humanos de las PVVS (capacitación), sino que también se propone el intercambio de conocimientos teóricos y metodológicos y el desarrollo de competencias técnicas fundadas en este conocimiento. Por lo tanto, las instituciones del Ombudsman deben apuntar a la profesionalización del personal en la materia y a formar antes que a informar, al resto del personal. No basta con unos cuantos talleres o una currícula centrada en dos o tres módulos. Ésta debe diseñarse como proceso gradual con diversos niveles de profundidad y poblaciones meta. Debe incluir al personal de las delegaciones regionales donde éstas existen. Es conveniente incluir como parte de la formación el estudio de casos.

Se  propone también fortalecer la capacitación del personal de las instituciones públicas y las entidades de la sociedad civil con las que tiene mayor relación las Oficinas. Para cumplir con esta tarea se requiere producir y reproducir materiales educativos  para sensibilizar y educar a diversos sectores sobre los derechos humanos de las PVVS. 

· Fortalecer la tutela:

Se requieren desarrollar y mejorar los mecanismos para la atención de las denuncias, por ejemplo, formato para el registro de éstas, protocolos de atención, tipologías, sistematización de jurisprudencia y base de datos para el registro de la información. 

· Fortalecer la difusión de los derechos humanos de las PVVS:

 El Estado debe mejorar su respuesta en la promoción de los derechos de las PVVS y eliminación de las discriminaciones que sufren. Es necesario promover una cultura de denuncia entre las PVVS y las organizaciones que les representan, pero para lograrlo hay que impulsar y reforzar las campañas de información y educación de estas poblaciones. Igualmente hay que impulsar con otras instituciones y entidades dela sociedad civil actividades públicas para concienciar, así como realizar estudios sobre el VIH y sida con perspectiva de derechos humanos. En las estrategias institucionales de información, educación y comunicación se deberían incluir los derechos humanos de las PVVS. 

· Fortalecer los mecanismos y espacios de intercambio, coordinación y estudio:

Estos mecanismos y espacios están asociados  a las relaciones de las Oficinas con instituciones públicas, entidades de la sociedad civil y sector privado interesadas en la defensa y protección de los derechos humanos de las PVVS. Este fortalecimiento comienza por mejorar la participación de las Oficinas en los mecanismos de coordinación interinstitucionales e intersectoriales, nombrando representantes propietario y suplente, pues es necesario impedir la rotación de representantes, garantizando la permanencia. Además, estas personas tienen que contar con apoyo institucional real con asignación de tiempo (no por recargo) y recursos para desarrollar las tareas que le asignan en instancias. 

7.4.2 Las áreas a fortalecer para la protección de los derechos reproductivos

· Fortalecer las instancias responsables de la promoción y protección de los derechos reproductivos a lo interno:

Solamente dos instituciones pertenecientes al CCPDH cuentan con instancias responsables de promover y proteger los derechos reproductivos y ninguna de ellas implementa un programa especializado en el tema. Esto último no es necesario para un adecuado abordaje del mismo, pero sí lo primero. ¿Por qué? El primer paso en la institucionalización de una temática es asignar responsables y recursos para formular y ejecutar planes. Este paso es esencial, mas debe existir voluntad política de los integrantes del CCPDH para instalar el tema donde no existe y fortalecer su desempeño en las instituciones donde está siendo abordado.

Para ello se requiere asignar personal, formarlo y dotarlo de los recursos de infraestructura y financieros necesarios para ejecutar la agenda institucional. Los derechos reproductivos tiene relación con la promoción y protección de otros derechos humanos y son parte de la vida cotidiana de toda la población. Es conveniente, entonces, instalar mecanismos internos que faciliten sinergias y coordinaciones entre diversas instancias de la institución para un mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, evitar la dispersión y duplicidad de acciones y potenciar la incidencia. Es importante impulsar estrategias articuladoras de  las acciones que realiza la oficina central de cada institución del Ombudsman con las oficinas regionales.

· Fortalecer la formación en servicio y capacitación del personal:

Todas las instituciones que respondieron señalaron la necesidad de incrementando las capacidades institucionales de las instituciones adscritas al CCPDH, mediante la capacitación del personal responsable de la atención de la problemática, de forma que se progrese en la cualificación de la respuesta brindada por cada institución a las diferentes demandas de la población y a lo interno de la propia Institución. El diagnóstico identificó un profundo vacío de acciones dirigidas a la sensibilización y capacitación del personal a lo interno de las Oficinas del Ombudsman. En las pocas en que se hace, constituyen acciones dispersas que no forman parte de una agenda institucional y que no tienen continuidad. 

Se requiere institucionalizar en cada Oficina un programa de formación continua, en la medida de lo posible, articulado también a temas como el ejercicio de una sexualidad responsable, enfermedades de transmisión sexual, el VIH y sida y los derechos de las PVVS. Los derechos reproductivos son un tema que genera muchas resistencias y reacciones de sectores conservadores, posiblemente más que el VIH y sida. Estos procesos pueden recurrir a actividades presenciales, así como también a la educación a distancia del personal, incluidas las delegaciones regionales y departamentales, donde las haya. Es importante reforzar financieramente la preparación de materiales didácticos como discos compactos con los materiales de apoyo (v.g. bibliografía, ejercicios, manuales). La capacitación debe focalizar en el personal del área de educación y promoción, de divulgación y de quejas, en primera instancia.

· Fortalecer la tutela:

Esta es posiblemente una de las áreas más débiles en las Instituciones en lo que a derechos reproductivos se refiere. Fortalecer la defensa implica formar al personal que debería atender y darle curso a las denuncias, pero también desarrollar herramientas técnicas que faciliten la tarea (v.g. protocolos de atención, orientaciones éticas). Implica también asignar más recursos presupuestarios para nombrar personal especializado donde no lo hay, equipo  e infraestructura para atender a las personas y grupos denunciantes en la institución y poder desplazarse también a los entornos donde ocurren las violaciones. 

Esta es una problemática que exige un enfoque multidisciplinario, para atender no sólo los aspectos jurídicos sino los psicológicos y sociales en la asistencia y el seguimiento de los posibles hechos violatorios y situaciones relacionadas con la violación de los derechos reproductivos, especialmente cuando éstos involucran a la niñez, la adolescencia y la juventud.

Es conveniente crear en todas las instituciones una base de datos con las quejas y el seguimiento de las mismas con base en tipologías.

· Fortalecer la difusión de los derechos reproductivos:

Los derechos reproductivos son un conjunto de derechos que como hemos afirmado, generan muchas resistencias y reacciones producto de prejuicios sexistas muy arraigados. La difusión de los derechos reproductivos un enfoque de derechos humanos inclusiva y respetuosa de las diferencias y la diversidad, tiene que ser una prioridad como medio para generar sensibilidad hacia un tema que toca la vida de todas las personas. 

Una parte de la estrategia debe contribuir al fomento de la educación no sexista, con base en la doctrina de los derechos humanos. El incremento de los recursos financieros para este rubro es necesario para su realización y eventual institucionalización. Las alianzas estratégicas con instituciones como los Ministerios o Secretarías de Educación y de Salud deben considerarse para la incidencia a lo interno y externo. Las alianzas con los medios de comunicación requieren ser consideradas, así como con entidades de la sociedad civil.

 Una estrategia de difusión fuerte tiene que apoyarse en material informativo y acceso a los medios de comunicación. Fortalecer la difusión de los derechos reproductivos comienza por destinar recursos para producir material informativo y publicaciones sobre los derechos humanos y los derechos reproductivos. Este material conjuntamente con material didáctico debe estar disponible por escrito y en línea para un fácil acceso. 

El lobby o cabildeo con autoridades gubernamentales para que apoyen proyectos de ley que protegen los derechos reproductivos es otra acción a considerar en la estrategia de difusión. 

· Fortalecer los mecanismos y espacios de intercambio, coordinación y estudio:

La relación con otras instituciones estatales y con la sociedad civil debe fortalecerse, estableciendo canales y mecanismos de comunicación, coordinación y capacitación sobre la temática, especialmente con instituciones públicas responsables de la niñez y la adolescencia, los derechos de las mujeres y otros sectores discriminados como la población gay, lésbica y transexual, entre otros. La estrategia debe sustentarse en la inclusión antes que en la exclusión. 

7.5 El plan de acción para el período 2007-2008

7.5.1 Desarrollo e institucionalización de las agendas en derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos y los mecanismos de coordinación 

El CCPDH promoverá en cada Oficina del Ombudsman el desarrollo de agendas mínimas para el abordaje de ambos temas durante el período. Estas agendas tomarán como insumo los resultados del diagnóstico, de manera particular el nivel de desarrollo alcanzado en el abordaje de cada temática, las fortalezas de cada institución y las áreas de intervención que deben fortalecerse. 

Es de la mayor importancia motivar a los y las titulares de cada una de las instituciones adscritas al CCPDH para que apoyen el desarrollo de estas agendas y se comprometan con su institucionalización y financiamiento, así como en la asignación de personal especializado. En aquellas donde no existen instancias responsables del tema –como es el caso de derechos reproductivos- debe propiciarse el compromiso de definirla y asignarle los recursos necesarios para que asuma las acciones que se desprenden de este plan. 

Estas agendas serán incorporadas a cada uno de los planes anuales operativos o planificación institucional para el período siguiente, buscando garantizarles el presupuesto necesario para su ejecución. 

Las agendas deben acompañarse de una estrategia, en la que se incluirán los mecanismos de coordinación interna e interinstitucionales necesarios para lograr su cumplimiento. En algunos de los países existen, aparte de la Oficina del Ombudsman, otras estructuras como los Comisionados Municipales de los Derechos Humanos y las Redes Promotoras y Defensoras de los Derechos Humanos en Honduras o delegaciones descentralizadas de las Oficinas. Estas estructuras deben fortalecerse como instancias para la denuncia y acompañamiento de las PVVS en el nivel local.

Para potenciar su viabilidad, se incluirá en los PAOs institucionales el tiempo que cada funcionario y funcionaria participante debe dedicar, por ejemplo a reuniones. En el caso de los mecanismos internos deben tomarse las medidas adecuadas y oportunas para que participen todas las instancias apropiadas. Igualmente en el caso de participaciones en instancias interinstitucionales, debería designarse una persona propietaria y otra suplente a efectos de garantizar la continuidad y una mayor incidencia.

Se esperaría que los y las titulares de cada Oficina presenten un informe de avance de este proceso en una de las reuniones del Consejo, con propósitos de seguimiento.

7.5.2 Encuentro Centroamericano sobre Buenas Prácticas y lecciones aprendidas en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos 

Este Encuentro sería un espacio de socialización de experiencias, conocimientos y capacidades técnicas traducidas en buenas prácticas y lecciones aprendidas. Al mismo tiempo se analizarían las fortalezas de cada institución en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos, así como los obstáculos a vencer y las estrategias para lograrlo. Como evidenció el diagnóstico, existen un conjunto de prácticas con potencial para convertirse en buenas prácticas. Para lograrlo es imperioso validarlas regionalmente, mediante su implementación en varios países y sistematización.

El Encuentro propiciaría además, el desarrollo de una agenda regional de largo plazo en cada uno de los temas y los cinco ejes o áreas de intervención señalados en la propuesta. La agenda plantearía acciones en las que se articulen los derechos reproductivos y el VIH y sida, como por ejemplo foros electrónicos, talleres, estudios y documentos didácticos. En la formulación de esta agenda regional se aprovecharán como insumos el diagnóstico y las agendas nacionales. 

7.5.3 Taller regional sobre estudios de casos en derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos

Este taller podría formar parte del Encuentro o de alguna otra actividad programada por el CCPDH, como una forma de ahorrar recursos. El Taller se propone mejorar las competencias del personal profesional de las Oficinas del Ombudsman que atiende y da seguimiento a las denuncias que se presentan por violación a los derechos de las PVVS y los derechos reproductivos, en lo relativo a la preparación de informes especiales, resoluciones, recomendaciones e informes de seguimiento. Se recurriría al estudio de casos como método pedagógico, aprovechando los casos generados por las mismas Oficinas. Un componente temático fundamental que debe incluirse es la ética en el manejo de procedimientos y la relación profesional con las personas denunciantes y la confidencialidad por ejemplo en los informes especiales. Este es un tema vinculado estrechamente con los derechos humanos de las personas atendidas.

Una de las capacidades a desarrollar o fortalecer sería el uso adecuado del derecho internacional de los derechos humanos, la legislación nacional y la jurisprudencia generada en la materia. El material generado para y durante el taller formaría parte de una publicación didáctica para ser empleada en la formación del personal.

7.5.4 Manual sobre elaboración de informes especiales, recomendaciones, resoluciones e informes de seguimiento en materia de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos

Este sería un producto del Taller que aprovecharía los casos trabajados por las Oficinas del Ombudsman antes y durante esta actividad, así como los resultados de actividades teórico-prácticas. Está previsto como una producción pedagógica que formaría parte de la colección de recursos didácticos de apoyo en procesos de formación en servicio. Debe responder a un formato didáctico sencillo pero atractivo, con prácticas y directrices claras para orientar al personal que recién se inicia en estos procesos.

7.5.5 Campañas institucionales y nacionales de información, sensibilización y educación en derechos humanos de las PVVS y derechos reproductivos y los servicios que ofrecen las Oficinas del Ombudsman

Una de las áreas de intervención que requiere fortalecerse es la relacionada con la difusión y educación en torno a los derechos humanos de las PVVS y los derechos reproductivos, así como los servicios que ofrecen las Oficinas del Ombudsman en ambas temáticas. Uno de los problemas detectados en el diagnóstico fue la baja cantidad de denuncias, la cual resulta de un desconocimiento en las poblaciones afectadas de cuáles son sus derechos y cómo defenderlos. 

Considerando las limitaciones de recursos financieros de las Oficinas del Ombudsman y lo corto del tiempo, estas campañas recurrirían a medios ágiles y de bajo costo. Aprovecharían recursos tecnológicos disponibles, sinergias entre organismos diversos y los mecanismos de coordinación disponibles. 

Por ejemplo, todas las instituciones adscritas al CCPDH cuentan con redes informáticas, al igual que la mayoría de las instituciones gubernamentales y públicas y ONG que trabajan en estos campos. Las instancias especializadas en información, educación y comunicación, en conjunto con las instancias responsables de trabajar los temas de derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos, prepararán pequeños módulos digitales y cápsulas informativas que puedan ser enviadas periódicamente al personal de las Oficinas, instituciones, ONG y organizaciones sociales de defensa de los derechos de las PVVS y derechos reproductivos. Estas aportarían información estadística y cualitativa sobre el contexto, conceptos, reflexiones, debates sobre temas específicos, procedimientos varios (relacionados con el protocolo de atención), derechos humanos, dónde y cómo lograr que las personas o grupos presenten denuncias, formatos para la presentación de denuncias, y servicios que ofrecen las Procuradurías, Defensorías o Comisionados, entre otras.

Se propone un desplegable atractivo  y sencillo, dirigido a las personas y grupos en riesgo de que se le vulneren sus derechos, con información sobre estos derechos y qué hacer en caso de violaciones a los mismos. El formato sería el mismo para todos los países, aunque parte de la información diferente, porque estaría auspiciado por el CCPDH. 

Se distribuiría en lugares de mayor concurrencia de estas poblaciones, como por ejemplo, centros de salud y educativos. Para potenciar su diseminación, se recurrirá a las organizaciones y equipos de instituciones que defienden estos derechos en cada campo. Las alianzas con diversos sectores y grupos y la participación en instancias de coordinación nacional y local constituyen mecanismos eficaces para esta tarea. 

Igualmente importante es aprovechar las emisoras de radio, particularmente las regionales y locales para ofrecer cápsulas informativas y cuñas en programas de mayor audiencia, al mismo tiempo que participar en programas de entrevistas. Generalmente, las radioemisoras ofrecen espacios gratuitos cuando el tema les atrae audiencia. 

7.5.6 Programa regional de formación en servicio y capacitación en derechos humanos y VIH y sida y derechos reproductivos

La formación en servicio del personal de las Oficinas del Ombudsman y la capacitación de personal de instituciones públicas y ONG requiere de una cantidad importante de recursos humanos, materiales y financieros. No obstante, debe iniciarse con el diseño de un programa regional que incorpore la experiencia acumulada en Centroamérica en cada uno de los temas y los insumos (currícula, manuales, estudios, metodologías) que cada Oficina ha generado. La propuesta debe ser regional, respetando las particularidades del contexto de cada país e institución, porque esto permite generar mayores sinergias y aprovechar experiencias particulares para su replicación y validación en otros países. Esta estrategia potencia las oportunidades de financiamiento para la implementación del Programa y su evaluación. 

El primer año se dedicará a la formulación del programa, tomando como pilares las buenas prácticas y lecciones aprendidas relevadas en el diagnóstico, así como las propuestas de cada país. Estas propuestas se elaborarían en talleres nacionales para facilitar la incorporación de necesidades de otros sectores y la articulación con iniciativas impulsadas por ONG y organizaciones de personas afectadas. La ejecución comenzaría en el segundo año.
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ANEXOS

Cuadro No. A-1: Agendas institucionales en VIH/SIDA de las Instituciones del Ombudsman adscritas al CCPDH. Por país. 2006

	GUATEMALA
	EL SALVADOR
	HONDURAS
	BELICE
	NICARAGUA
	COSTA RICA
	PANAMÁ

	Cuenta con agenda desde julio 2005 para el fortalecimiento de los servicios de atención de denuncias por violaciones a los Derechos Humanos de PVVS, personas afectadas y grupos vulnerables

Agenda:

- Fortalecer los conocimientos sobre el tema de VIH y SIDA y los Derechos Humanos desde el enfoque victimológico.

- Promover la articulación de instituciones,  organizaciones no gubernamentales y redes locales vinculadas al tema con la IPDH.

- Promocionar y proteger los Derechos Humanos de las PVVS, personas afectadas y grupos vulnerables.

- Contribuir al sistema interno de monitoreo y evaluación que la IPDH diseñe para la recolección de la información y el manejo de las bases de datos electrónicas para el seguimiento de los casos.
	Existe una agenda institucional mínima explícita desde 2005 bajo responsabilidad de Procuraduría Adjunta para la Defensa de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PADESC), en coordinación con otras instancias como el  Departamento de  Denuncias, de Procuración y de Seguimiento, y la Unidad Penitenciaria.

Agenda: 

-Acompañamiento de iniciativas y esfuerzos para asegurar los derechos de las PVVS, especialmente en ámbitos sanitarios.

- Coordinación interinstitucional respecto al tema.

- Incremento de la calidad de la capacidad instalada (recursos humanos, procedimientos, instrumentos).

- Contribución en la superación del estigma y la discriminación y en el avance de las garantías nacionales de respeto y protección a los derechos humanos de las PVVS.
	2003-2004 abordaje general. A partir 2005 mayor especialización con creación del Programa Derechos Humanos VIH/SIDA con el propósito de introducir y asistir técnicamente a delegaciones en manejo del tema. Primera Fase centrada en la introducción de temática en delegaciones (promoción de derechos, capacitación, organización de redes locales, incorporación del tema en sistema de quejas.

En 2005 la agenda se orienta hacia la institucionalización de las acciones.

Agenda:

-Fortalecimiento de la Institución del Comisionado en el manejo, atención, resolución, registro y sistematización de la queja por violación a DDHH de las PVVS. 

-Incorporación del tema en la Planificación Institucional, para desarrollo de actividades de información, educación,  comunicación, y monitoreo y defensa permanente de los DDHH de las PVVS en  delegaciones y Coordinación Interinstitucional mediante las Redes.


	País aprobó en junio 2006 un Plan Estratégico Nacional para orientar respuesta nacional al VIH/ SIDA 2006-2011.

Plan identifica 3 Áreas de Prioridad de la Respuesta: Prevención, Mitigación del VIH/SIDA y Armonización de la Respuesta Nacional. 

No se cuenta con información sobre la participación específica de la Institución del Ombudsman  en este Plan.


	Establece agenda institucional con acciones de promoción, educación, defensa e incidencia en 2004.

Agenda:

-Atención, investigación y resolución de casos de violaciones a los derechos humanos de PVVS por parte de las instituciones de la administración pública, medios de comunicación y empresas privadas.

-Fiscalización en hospitales y centros de salud pública, de calidad de la atención  acceso a medicamentos para combatir enfermedades oportunistas y terapia antirretroviral.

-Educación y capacitación en tema a

funcionarias y funcionarios de todas las direcciones y departamentos  de la PD; Red de Promotores y Promotoras Voluntarias de la PDDH, en 6 Departamentos país y 1 en la Región Autónoma del Atlántico Sur; Taller de capacitación sobre tema a adolescentes del Programa de Especialización para Adolescentes Promotores y Promotoras de DDHH y que integran el Consejo Nacional Asesor de la PDDH.

-Coordinaciones Interinstitucionales y labor de INCIDENCIA.

-Divulgación y Comunicación Social. 

-Fortalecimiento Institucional mediante recursos de la cooperación internacional, capacitación del personal, contratación para acciones de defensa y promoción de dos PVVS.
	Cuenta con agenda desde 1993. Esta se resume en:

-Conocimiento y resolución de las quejas por violaciones de los DDHH de las PVVS

-Acompañamiento de las ONG s que trabajan el tema.

-Producción de material informativo sobre VIH-SIDA

-Capacitación a funcionarios públicos y sociedad civil.

-Revisión y redacción en coordinación con entes estatales de la legislación sobre VIH-Sida

-Participación en charlas, foros, iniciativas de organismos internacionales

-Implementación a nivel país del PAO  (Plan Anual Operativo) del CCPH

-Interposición de denuncias ante los Tribunales de Justicia

-Pronunciamientos solicitados por la Asamblea Legislativa sobre Proyectos de Ley


	30 de mayo 2003 por Resolución N° 12 se crea la Oficina para la Promoción y Protección de los Derechos de PVVS.

Agenda:

-Tramitación casos de denuncia por violación DDHH.

-Visitas de monitoreo a centros de salud, centros penitenciarios y PVVS.

-Participación de Defensoría del Pueblo en Alianza Estratégica de Promoción y Defensa Pública en VIH/SIDA, creada para promover cambios en políticas, programas y acciones para enfrentar la epidemia VIH/SIDA en Panamá, según modelo Promoción y Defensa Pública.

-Coordinación con Red Asistencia Jurídica VIH/ SIDA y Derechos Humanos, Capítulo Nacional y Red Regional de DDHH y VIH/ SIDA.

-Promoción: información y capacitación.

-Participación multisectorial en Programa de ITS/ VIH/SIDA del Ministerio Salud.

-Reuniones con sociedad civil, instituciones gubernamentales, empresa privada, agencias cooperación internacional.

-Participación nacional e Internacional en actividades sobre la temática.


Cuadro No. A-2: Existencia de un protocolo de atención por país. 2006.

	PAIS
	PROTOCOLO
	INICIO APLICACION
	FORTALEZAS
	PROBLEMAS

	Guatemala

Inicio aplicación 
	Protocolo de Requerimientos, conductas y comportamientos para los tomadores de denuncias de violaciones de los derechos humanos  de las PVVS y Grupos Vulnerables

	Abril 2005
	Un mejor atención de las PVVS que presentan denuncias
	No se cuenta con una instancia especializada con personal calificado en el manejo de denuncias. Falta presupuesto, personal, equipo y otros recursos. 

	Belice
	No tiene
	NA
	NA
	NA

	Honduras
	No tiene
	NA 
	NA
	NA

	El Salvador
	No tiene
	NA
	NA
	NA

	Nicaragua


	Protocolo para recepción de las denuncias de violaciones de los derechos humanos de las PVVS. 
	5 mayo 2006
	Orienta para que PVVS reciban atención de calidad, con calidez y respeto a sus DERCHOS HUMANOS, a la vez que aumenta confianza de población afectada. Fue elaborado con organizaciones que trabajan en defensa derechos PVVS.
	Su dominio es desigual entre el personal que recibe e investiga denuncias.

	Costa Rica
	No tiene
	NA
	NA
	

	Panamá
	Protocolo para recepción de denuncias

	Sin dato
	Sin datos
	Sin datos


Cuadro No. A-3: Acciones seguidas por las instituciones en la atención de las denuncias y el seguimiento. 2006 

	PAIS
	Acciones para la atención de los casos
	Acciones de seguimiento
	Instancia responsable seguimiento

	Guatemala
	Recepción de denuncias
	Apertura de expediente de cada caso hasta su resolución y archivo.
	Unidad de Seguimiento de Denuncias.

	Belice
	NA
	NA
	NA

	Honduras
	Recepción, investigación y resolución de quejas conforme lo establece la Ley del CONADEH
	Investigar, personarse, acceso a expedientes, entrevistar a funcionarios, pone en conocimiento de la queja al funcionario denunciado, poner en conocimiento de autoridad competente, las quejas que son actos delictivos, para la acción correspondiente. 

Sistema informático de recepción, registro, investigación, cierre y resolución de casos.

Expediente de casos.

Para efectos de ver el incremento de Quejas de violación a DERCHOS HUMANOS de PVVS y determinar su funcionalidad
	Delegaciones. 

Ministerio Público. 

Programa Derechos Humanos y VIH/SIDA.



	El Salvador
	Solicitud de informes a las más altas autoridades involucradas; entrevistas con personal especializado en las instituciones;  acompañamiento a las víctimas;

coordinación oportuna con organizaciones o entidades de la sociedad civil; emisión de recomendaciones
	Solicitud de medidas inmediatas para prevención y/o corrección de daños causados a la confidencialidad, a la salud, a la igualdad de trato, a la intimidad;

solicitud de medidas inmediatas que atiendan y/o rehabiliten la salud; solicitud de garantías para el asegura-miento permanente y sostenible de productos farmacéuticos, tecnologías apropiadas y tratamientos prescritos o requeridos (en centros penales  o tribunales que siguen causas penales); solicitud acciones correctivas contra discriminación en centros educativos por presunción de infección o comprobación de la misma; verificación trato discriminatorio y efectos en ámbito laboral y familiar; solicitud medidas contra denegación beneficios seguridad social. 
	 Departamento Seguimiento de la PDDH El Salvador


	Nicaragua
	Denuncia, investigación, resolución y seguimiento a recomendaciones
	Sin información
	Dirección Defensa, Sección Seguimiento

	Costa Rica
	Solicitud de información a instituciones denunciadas; asesoramiento a víctima; comparecencia de funcionarios ante la Defensoría; emisión de informes con recomendaciones; interposición de acciones judiciales
	Verificación de cumplimiento de recomendaciones mediante solicitudes de seguimiento, visitas, reuniones, acompañamiento a la persona denunciante.


	Direcciones de Defensa, en particular profesionales que llevan caso.

	Panamá
	Atención a la persona afectada; inspecciones en instituciones que han vulnerado los derechos de las pvvs; referencia a grupos de auto apoyo; remisión de notas; declaraciones medios de comunicación con el consentimiento persona afectada; tramitación de quejas y orientaciones.
	Comunicación con responsables de violar derechos humanos de las PVVS.
Atención a la persona afectada.


	Oficina para la Promoción y Protección de los Derechos de Personas con VIH y Sida.


Cuadro No. A-4: La coordinación a lo interno de las instituciones. 2006 

	PAIS
	INSTANCIAS 
	MECANISMOS
	RESULTADOS
	DEBILIDADES

	Guatemala
	Dirección Procuración, Unidad de Atención a la Víctima y Unidad de Seguimiento, Defensorías de la Niñez y Adolescencia, de la Mujer y Debido Proceso y Asesoría Jurídica.
	Denuncia, operativos institucionales y seguimiento de casos específicos sobre violaciones de Derechos Humanos de PVVS


	Mejor manejo de la situación, reinstalación de derechos humanos de personas afectadas y recursos de amparo emitidos a favor de éstas o grupos afectados.
	Poca apropiación institucional  del tema y limitada sistematización  seguimiento de los casos.



	Belice
	Servicios de apoyo a PVVS de la Oficina del Ombudsman 
	Oficina contacta la NAC y solicita información relevante para la atención de los y las demandantes de servicios.
	Sin información
	Carece de sistema para documentar solicitudes y determinar efectividad de respuesta a necesidades clientela y generar informes de progreso. La Oficina puede dotar a la NAC de reportes para guiar seguimiento y acciones de abogacía en apoyo a programas para PWS.

	Honduras
	Delegaciones Regionales y Departamentales

Programa DERCHOS HUMANOS y VIH/SIDA
	Establecidos en Ley Orgánica Comisionado. 

Mandatos Legales.  

Procedimiento del Sistema Quejas.


	Mayor conocimiento, sensibilidad y apertura institucional al tema.

Recepción, investigación, manejo y resolución quejas.

Restitución de derechos.
	Rotación personal afecta manejo de casos. Faltan manuales, guías, formatos, protocolos, tipologías casos documentados para crear jurisprudencia y contar, con herramientas para formativas para manejo casos.

	El Salvador
	Procuraduría Adjunta Defensa Derechos Económicos, Sociales y Culturales PADESC, 

Delegaciones Departamentales, Unidad Penitenciaria PD,  Departamento Denuncias,  Departamento Procuración,  Departamento Seguimiento
	Comunicación oportuna, información suficiente de casos y contacto con instancias involucradas, públicas y privadas

Talleres capacitación
	Respuesta diligente a vulneración derecho a atención médica oportuna, estableciendo mediación directa con instancias decisorias.

Agilizado labor con ONG que asisten PVVS 

Inicio proceso formativo personal, sensibilización y desarrollo de instrumentos y procedimientos coordinados para atención de casos.
	No se ha creado cultura denuncia ante la PDDH en este ámbito.

Los casos se refieren Salud (Red Sanitaria Nacional y centros penitenciarios.

No institucionalización mecanismos de coordinación específicos. No hay instancia especializada para atención y  definición directrices específicas.

Capacitación no institucionalizada



	Nicaragua
	Dirección Defensa (cuenta con  recurso humano PVVS que asesora a técnicos que asumen casos de VDH de PVVS).

Departamento Comunicación Social para la correspondiente denuncia pública.
	Sin información
	Denuncia Pública funda-mentada en los casos de VDH a PVVS por parte de instituciones Estado o empresas privadas.
	Sin información

	Costa Rica
	Dirección de Admisibilidad, Dirección Calidad Vida, Defensoría de la Mujer, Dirección de Protección Especial, Niñez y Adolescencia

Oficinas Regionales
	Reuniones, conversatorios,  charlas, Intercambios información sobre el tema


	Criterios institucionales unívocos para tratamiento de las denuncias. Visibilización especificidades (mujer, niñez y adolescencia, privados y privadas de libertad, entre otras)
	Falta avanzar en transversar tema en todo el accionar de la Institución.



	Panamá
	Oficina Promoción y Protección de Derechos Personas afectadas por VIH/SIDA, Dirección Protección de la Mujer, 

Oficina Promoción y Protección Derechos Personas con Discapacidad, Oficina de Niñez y Juventud, Programa Privados de Libertad, 

Dirección Protección Derechos Humanos. 
	Reuniones, seminarios, talleres, recepción denuncias, investigaciones de campo, atención a las personas afectadas directa e indirectamente por VIH y Sida en el caso de alguna vulneración de derechos.


	Atención a las pvvs, captación casos, sensibilización en la temática, educación pares, vigilar acciones u omisiones en que incurre el Estado.  


	Carencia recurso humano. Oficinas y Direcciones solo cuentan la persona encargada.




Cuadro No. A-5: La coordinación con instituciones públicas

	PAIS
	INSTANCIAS
	MECANISMOS
	RESULTADOS
	DEBILIDADES

	Guatemala
	Ministerio Salud Pública y Asistencia Social, Instituto Guatemalteco de Seguridad Social IGSS, Ministerio de la Defensa Nacional, Ministerio Educación, Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, Ministerio Gobernación, Programa Nacional Prevención y Control Infecciones de Transmisión Sexual -ITS-, Virus Inmunodeficiencia Humana –VIH- y Síndrome Inmunodeficiencia.
	Comisión Nacional Multisectorial, Adquirida –SIDA- y el Plan Estratégico Nacional para la Prevención , Atención y Control de ITS, VIH y SIDA.

Reuniones periódicas

Otros
	Procurar y motivar una articulación más efectiva con las instancias de atención a las PVVS, personas afectadas y grupos vulnerables.
	Procesos son lentos y poca apropiación del tema para un efectivo manejo institucional.

Comisión Nacional Multisectorial no funciona.

El Programa Nacional del Sida opera únicamente en el ámbito de salud pública.

Poca articulación entre instituciones. Tampoco incluyen en programación Políticas Públicas recién ni Plan Nacional Estratégico.

Sistema atención VIH/SIDA requiere coherencia, y adecuada coordinación.

	Belice
	Oficina Ombudsman contacta NAC para información sobre las instituciones que están atendiendo clientes.
	Sin información
	Sin información
	No hay seguridad si Oficina está atendiendo casos confirmados de VIH/SIDA. Necesidad de verificar autenticidad de casos reportados. 

	Honduras
	Programa Derechos Humanos y VIH/SIDA con Consejo Nacional de Lucha contra SIDA CONASIDA. Comités Desarrollo Local de las Municipalidades. Comités Interinstitucionales de ITS-VIH/SIDA de la Secretaria Salud (Departamental)
	Participación en estas instancia

Reuniones
	Aunar esfuerzos, mayor sensibilización, cobertura, participación, organización y optimización de los recursos económicos; fortalecimiento de capacidades respuesta.
	Recurso humano limitado y  alta rotación; poca logística.




	El Salvador
	Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) y su Programa Nacional ITS/VIH/SIDA.

Procuraduría General de la República (PGR).

 Socorro Jurídico de la Universidad de El Salvador


	Convenio Interinstitucional de conformación y funcionamiento de la Red Regional de Derechos Humanos y VIH/SIDA, Capítulo El Salvador, con respectivo plan de trabajo y reuniones permanentes.
	Compromisos institucionales asumidos al más alto nivel (Titulares de las Instituciones)

Identificación de contactos y enlaces institucionales que facilitan la coordinación en casos específicos.

Esfuerzo conjunto por unificar criterios, instrumentos y bases de datos (en proceso) y contribuir a la sensibilización sobre la temática.
	Saturación de tiempo por agendas institucionales propias;  pocos recursos institucionales (humanos y de otra índole).

Lo novedoso de la experiencia de coordinación interinstitucional (y, además, en conjunto con la sociedad civil) ha significado que se trate de un proceso lento en la definición de consensos para la acción y la incidencia.

	Nicaragua
	MINSA

Instituto Nicaragüense de la Mujer (INIM) y ASONVIHSIDA

MECD
	Para fiscalización y acciones defensoriales.

Acuerdo Proyecto “Perspectiva de Género”.
Envío materiales educativos
	Acciones de fiscalización en 7 Silais, 8 Centros de Salud y 10 Hospitales, Departamentos Chinandega, León, Managua, Masaya, Madriz y 2 Regiones del Caribe

Incorporación de 2 PVVS como trabajadores activos para que trabajen el tema de VIH/SIDA.

Incorporación aportes técnicos, jurídicos y derechos humanos en material educativo del Ministerio (Guía para el afecto y la sexualidad)
	Sin información

Sin información

	Costa Rica
	Ministerio Salud, Caja Costarricense Seguro Social, Ministerio Trabajo, Ministerio Justicia, Ministerio Educación
	Reuniones.
	Tender nexos de comunicación e intercambio de información.
	Poca coordinación entre dependencias de instituciones que trabajan VIH-Sida, dispersión, ambigüedad, duplicidad competencias institucionales, ausencia institucional.

	Panamá
	Programa Nacional ITS/VIH/ SIDA y otras instituciones gubernamentales: Ministerios Educación, Salud y Trabajo.

Las que brindan asesoría legal gratuita, como universidades públicas y privadas, Colegio Nacional Abogados, Ministerio Público, Órgano Judicial, Federación Nacional Servidores Públicos Panamá.

Red de Asistencia Jurídica, derechos humanos y VIH/Sida.


	La Defensoría por medio Plan Operativo Multisectorial Programa: talleres, campañas, planes, actualización de normas. 
	Formación de un equipo en sitios de trabajo de diferentes instituciones gubernamentales.

Lanzamiento campañas.

Sinergia entre instituciones gubernamentales, ONG y sociedad civil para los talleres en lo laboral, educación, salud.

Confección nuevo plan operativo multisectorial.

Reuniones con el Grupo Temático ampliado de ONUSIDA y para activar CONASIDA.

Recepción de denuncias, orientación y seguimiento de los casos.
	Poco compromiso estatal.

Prevalencia del estigma y discriminación hacia las PVVS por parte ciudadanía. Limitaciones para que denuncien.




Cuadro No. A-6: La coordinación con entidades de la sociedad civil. 2006 

	PAIS
	INSTANCIAS 
	MECANISMOS
	RESULTADOS
	DEBILIDADES

	Guatemala
	Red Legal Derechos Humanos y VIH y SIDA, Amigos contra el SIDA,  Asociación Vida, Asociación Ayuda Joven, Asociación de Salud Integral (ASI), Mujeres en Superación, Asociación Gente Nueva, Asociación Gente Positiva, Centro Investigación, Capacitación y Apoyo a la Mujer (CICAM), Cruz Roja Guatemalteca, Pro-grama de VIH/ SIDA, Fundación Barcelona SIDA 2002, Fundación Marco Antonio, Fundación Preventiva del SIDA Fernando Iturbide, Hospicio San José, Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales de Guatemala, Fundación Visión Mundial.
	Reuniones periódicas de la Red de Derechos Humanos y VIH y SIDA.
	Buena articulación entre estas entidades, y un efectivo apoyo interinstitucional para la atención de las PVVS, personas afectadas y grupos vulnerables.
	Entidades que aún no se suman a la Red.

Falta sistema información integrado para registro nacional de casos.

Fortalecimiento de las actividades articulación interinstitucional.



	Belice
	Sin información
	Sin información
	Sin información
	Es necesario formalizar las redes de referencia con otras instituciones que apoyan a PVVS para contar con rutas claras y un mejor seguimiento de casos.


	Honduras
	CONASIDA , Fondo Global, PASCA, ASONAPVSIDA FOROSIDA,  Grupos Auto-ayuda, Redes Municipales de Trabajo en Promoción, Moni-toreo y Defensa Derechos Humanos y VIH/SIDA
	Ley del VIH/SIDA

Convenio

Planificación o agenda trabajo
	Apoyo técnico y financiero a procesos de fortalecimiento institucional relacionados con la atención y manejo del tema.


	Poco recurso humano.

Carencia de una planificación  conjunta de actividades como sustento de la coordinación.

	El Salvador
	Asociación Atlacatl “Vivo Positivo”, Asociación Flor de Piedra,  Asociación Fraternidad Sin Fronteras, Asociación Nuevo Amanecer de El Salvador (ANAES), Catholic Reliefe Service (CRS), 

PASCA (apoyo técnico y financiero)

· 
	Comunicación oportuna, información suficiente de casos y con-tacto con instancias involucradas, públicas y privadas. Talleres de capacitación.

Creación Red Regional Derechos Humanos y VIH/ SIDA, Capítulo El Salvador, con su respectivo plan de trabajo y reuniones permanentes.
	Respuesta diligente a casos de vulneración del derecho a la atención médica oportuna, estableciendo mediación directa con instancias decisorias.

Facilitado y agilizado la labor conjunta con ONG que dan asistencia a PVVS, en situaciones de vulneración derechos.

Inicio proceso de formación institucional en tema.

Compromisos institucionales asumidos al más alto nivel (directores o directoras de Instituciones o sus representantes directos)

Identificación contactos y enlaces que facilitan coordinación en casos específicos y atención prioritaria.

Unificación criterios, instrumentos y bases de datos (en proceso) entre Estado y sociedad civil.

Esfuerzo conjunto por contribuir a la sensibilización sobre la temática, tanto a nivel de personal de las Instituciones como de la sociedad en general.
	No se ha podido crear una cultura de denuncia ante la PDDH en este campo.

Poco tiempo por agendas institucionales propias; las organizaciones participan de otros espacios de la sociedad civil en esta misma temática.

Insuficientes recursos institucionales (humanos y de otra índole).

A pesar de lo novedoso de la experiencia de coordinación entre Estado y la sociedad civil, el proceso es lento en la definición consensos para intervención e incidencia.

Denuncias referidas a derecho salud (tanto en red sanitaria nacional y centros penitenciarios).

No se han institucionalizado mecanismos de coordinación, pues no existe instancia especializada para la atención de casos y responsable definición de mecanismos y directrices.

Capacitación  personal PDDH sobre tema no está institucionalizada.

	Nicaragua
	Red Legal Derechos Humanos de PVVS.

Alianza estratégica de lucha contra el VIH/ SIDA
	Reuniones mensuales
	Firma compromiso de PDDH para trabajar el tema de Derechos Humanos y VIH/ SIDA.

.


	Poca continuidad de PDDH en Red Legal por rotación representantes ante la misma.

Pocas denuncias de PVVS por violación DERCHOS HUMANOS.

Poca constancia en representación de las PVVS. 

	Costa Rica
	Asociación Nacional de PVVS

Red de PVVS.

Movimiento Diversidad

CIPAC
	Reuniones
	Implementación agendas conjuntas;  capacitación; intercambio de información;  identificación de problemas que afectan a PVVS
	Falta de presupuesto para incidencia política.



	Panamá
	Alianza Estratégica de Promoción y Defensa Pública.
	Incidencia política, seminarios, talleres, recepción denuncias, atención a personas afectadas directa e indirectamente por el VIH y Sida

Conformación de grupos aliados estratégicos multisectoriales de la sociedad civil y cuya herramienta operativa es el diseño e implementación de un plan estratégico de promoción y defensa pública.
	Atención a las PVVS, captación de casos, vigilar las acciones u omisiones en que incurre el Estado.

Sensibilización de los candidatos presidenciales sobre importancia de contener la epidemia del VIH/ SIDA.

Estudio sobre situación de la epidemia en Panamá e informe de resultados.  

Con apoyo de PASCA se realizó estudio y presentación resultados del Análisis situacional sobre incidencia, prevalencia y evolución epidemiológica  del VIH/ SIDA en la población Hombres Gay y otros HSH.
	Falta de recurso económico de la sociedad civil. Aún se siente la discriminación en la temática del VIH y Sida, por  lo que se le hace un poco difícil el acceso a la sociedad civil.




 Plantillas para recoger la información sobre derechos humanos y VIH/SIDA

Plantilla 1

Conceptos que orientan las acciones que despliega la Oficina del Ombudsman en materia de VIH/SIDA

	Concepto
	Definición

	VIH/SIDA


	

	Personas con VIH/SIDA


	

	Derechos de las personas con VIH/SIDA


	


Plantilla 2

Áreas responsables de atender a las personas con VIH/SIDA en la Oficina del Ombudsman, tiempo de hacerlo y principales funciones

	Áreas
	Fecha de creación
	Servicios que ofrece con relación al VIH/SIDA
	Población meta

	Área de Educación

Nombre área:
	
	
	

	Área de Protección

Nombre área:
	
	
	

	Otra Área. Especifique:

Nombre área:
	
	
	


Plantilla 3 

Agenda institucional sobre VIH/SIDA

	¿Existe agenda institucio-nal sobre VIH/SIDA?
	¿Desde cuándo?


	Contenido de la agenda

	
	
	


Plantilla 4

Medidas tomadas para un mayor reconocimiento de los derechos humanos de las personas con VIH/SIDA a lo interno de la Oficina del Ombudsman y por otras instituciones

	Espacio donde se tomaron medidas
	Medidas tomadas para un mayor reconocimiento de los derechos humanos de las personas con VIH/SIDA
	¿Fueron institucionalizadas dichas medidas? ¿Por qué medio?

	Oficina Ombudsman


	
	

	Otras instituciones


	
	


Plantilla 5

Capacitación realizada con las y los funcionarios de la institución en VIH/SIDA

	Año inicio capacitación
	Describir tipo de capacitación (cursos presenciales, talleres, cursos en línea, charlas)
	Unidad responsable de dar la capacitación
	Temas de la capacitación



	
	
	
	


Plantilla 6

Existencia de un protocolo de asistencia institucional para la atención de personas viviendo con VIH/SIDA

	¿Existe protocolo de atención?
	Año de inicio de aplicación
	Fortalezas
	Problemas enfrentados en su aplicación

	
	
	
	


Plantilla 7

Experiencia de la Oficina del Ombudsman en la utilización de los distintos sistemas internacionales de protección de los  derechos humanos de las personas con VIH/SIDA
 

	Resoluciones, informes y recomendaciones donde la Oficina del Ombudsman incorporó el derecho internacional de los derechos humanos

	


Plantilla 8

Casos emblemáticos sobre VIH/SIDA trabajados por la Oficina del Ombudsman
 Caso emblemático y por qué se le considera emblemático

	Título caso emblemático
	Contenido del análisis del caso emblemático

	
	El problema, 

El contexto del problema, 

Instrumentos nacionales de protección del derecho en cuestión, 

Jurisprudencia de la Oficina del Ombudsman sobre el derecho en cuestión

Principales conclusiones y recomendaciones




Plantilla 9

Seguimiento dado a los casos de personas viviendo con VIH/SIDA a lo interno de la Oficina del Ombudsman

	Acciones de seguimiento
	Instancia responsable seguimiento
	Principales resultados

	
	
	


Plantilla 10

Elaboración de materiales especializados sobre VIH/SIDA por parte de la Oficina del Ombudsman

	Tipo de materiales producidos
	Población meta
	Temas tratados


	Uso dado


	Impacto



	
	
	
	
	


Plantilla 11

Coordinación a lo interno de la institución para la debida atención de los casos de VIH/SIDA

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 12

Coordinación de la Oficina del Ombudsman con instituciones públicas que trabajan el tema del VIH/SIDA

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 13

Coordinación a lo interno de la institución para la debida atención de los casos de VIH/SIDA

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 14

Coordinación de la Oficina del Ombudsman con entidades de la sociedad civil que trabajan el tema del VIH/SIDA

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 15

“Buenas Prácticas” desarrolladas por la Oficina del Ombudsman para trabajar el tema del VIH/SIDA

	Buenas Prácticas para trabajar el tema a lo interno
	Buenas Prácticas en la atención de personas con VIH/SIDA
	Buenas Prácticas para trabajar el tema hacia afuera

	
	
	


Plantilla 16

Lecciones aprendidas por la Oficina del Ombudsman en el abordaje del VIH/SIDA

	Lecciones aprendidas en el  trabajo a lo interno
	Lecciones aprendidas en la atención de personas con VIH/SIDA
	Lecciones aprendidas en el abordaje del tema con instituciones públicas y entidades sociedad civil

	
	
	


Plantilla 17

Áreas de intervención que requieren fortalecerse a lo interno de la Oficina del Ombudsman para la protección de los derechos humanos de las personas con VIH/SIDA

	Areas de intervención a fortalecer


	¿Cómo?

	
	


Plantillas para recoger la información sobre derechos reproductivos

Plantilla 1 

Conceptos que orientan las acciones que despliega la Oficina del Ombudsman en materia de derechos reproductivos
	Concepto
	Definición

	Derechos reproductivos


	

	Derechos humanos que componen los derechos reproductivos


	


Plantilla 2

Agenda institucional sobre derechos reproductivos

	¿Existe agenda institucional sobre derechos reproductivos?
	¿Desde cuándo?


	Contenido de la agenda

	
	
	


Plantilla 3

Medidas tomadas para un mayor reconocimiento de los derechos humanos de los derechos reproductivos a lo interno de la Oficina del Ombudsman y por otras instituciones

	Espacio donde se tomaron medidas
	Medidas tomadas para un mayor reconocimiento de los derechos reproductivos
	¿Fueron institucionalizadas dichas medidas? ¿Por qué medio?

	Oficina del Ombudsman


	
	

	Otras instituciones


	
	


Plantilla 4

Coordinación a lo interno de la institución para la debida atención de los casos de derechos reproductivos

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 5

Atención de la problemática

	Áreas
	Fecha de creación
	Servicios que ofrece con relación a los derechos reproductivos
	Población meta

	Acciones para la educación

Nombre área, departamento u oficina:


	
	
	

	Acciones para la protección

Nombre área, departamento u oficina:


	
	
	

	Otro tipo de acciones. Especifique:

Nombre área, departamento u oficina:


	
	
	


Plantilla 6

Capacitación realizada con las y los funcionarios sobre derechos reproductivos

	Fecha de la  capacitación
	Describir tipo de capacitación (cursos presenciales, talleres, cursos en línea, charlas)
	¿Quién impartió la capacitación?
	Temas de la capacitación



	
	
	
	


Plantilla 7

Elaboración de materiales especializados sobre derechos reproductivos por parte de la Oficina del Ombudsman

	Tipo de materiales producidos
	Población meta
	Temas tratados


	Uso dado


	Impacto



	
	
	
	
	


Plantilla 8

Seguimiento dado a los casos de derechos reproductivos a lo interno de la Oficina del Ombudsman

	Número promedio de casos recibidos por la institución

	Acciones de atención de los casos
	Acciones de seguimiento
	Instancia responsable seguimiento
	Principales resultados

	
	
	
	
	


Plantilla 9

Casos emblemáticos sobre derechos reproductivos trabajados por la Oficina del Ombudsman

	Título caso emblemático
	Contenido del análisis del caso emblemático

	
	El problema.

El contexto del problema.

Instrumentos nacionales de protección del derecho en cuestión.

Jurisprudencia de la Oficina del Ombudsman sobre el derecho en cuestión.

Principales conclusiones y recomendaciones.




Plantilla 10

Experiencia de la Oficina del Ombudsman en la utilización de los distintos sistemas internacionales de protección de los  derechos reproductivos
 

	Resoluciones, informes y recomendaciones donde la Oficina del Ombudsman incorporó el derecho internacional de los derechos humanos para la defensa de los derechos reproductivos

	


Plantilla 11

Áreas de intervención que requieren fortalecerse a lo interno de la Oficina del Ombudsman para la protección de los derechos reproductivos

	Áreas de intervención a fortalecer
	¿Cómo?

	1. Profesionalización institucional en la materia:

2. Tutela:

3. Difusión:

4. Relación con otros sectores de la sociedad:


	


Plantilla 12

Coordinación de la Oficina del Ombudsman con instituciones públicas que trabajan el tema de derechos reproductivos

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 13

Coordinación de la Oficina del Ombudsman con entidades de la sociedad civil que trabajan el tema de derechos reproductivos

	Instancias que coordinan
	Mecanismos  coordinación
	Principales resultados
	Debilidades

	
	
	
	


Plantilla 14

 “Buenas Prácticas” desarrolladas por la Oficina del Ombudsman para trabajar el tema de derechos reproductivos

	Buenas Prácticas para trabajar el tema a lo interno
	Buenas Prácticas en la atención de casos sobre derechos reproductivos
	Buenas Prácticas para trabajar el tema hacia fuera

	
	
	


Plantilla 15

Lecciones aprendidas por la Oficina del Ombudsman en el abordaje de los derechos reproductivos

	Lecciones aprendidas en el  trabajo a lo interno
	Lecciones aprendidas en la atención de casos sobre derechos reproductivos
	Lecciones aprendidas en el abordaje del tema con instituciones públicas y entidades sociedad civil

	
	
	


� Acta de Antigua Guatemala que crea el Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos


� Informe del IIDH como Secretaría Técnica de federación iberoamericana de Ombudsman FIO. 1999-2000


� La Federación Iberoamericana del Ombudsman reúne a todos  los Defensores del Pueblo del área Iberoamericana.  Fue creada en agosto de 1996 y desde entonces el IIDH fue designado como su Secretaría Técnica permanente.


� Las plantillas se incluyen en el Anexo No. 1.


� Los medicamentos antirretrovirales tienen el objetivo de reducir la carga viral de la persona e impedir la replicación del virus y aumentar el recuento de linfocitos CD4+ para conseguir, en la medida de lo posible, una restauración del sistema inmunológico con los menores efectos adversos.


� La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (CIPD) se llevó a cabo en El Cairo del 5 al 13 de septiembre de 1994. Se acordó llevar a cabo la Conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas y fue organizada por una secretaría compuesta por la División de Población del Departamento de Políticas e Información Económica y Social y el Fondo de Población de las Naciones Unidas (� HYPERLINK "http://www.cinu.org.mx/onu/estructura/fondos/unfpa.htm" �UNFPA�). 


�  Por ejemplo, el derecho a vivir una vida libre de violencia, el derecho a la libertad, seguridad e integridad personales, el derecho a la salud.


� Para un análisis comparado de la legislación sobre el VIH y Sida en la región centroamericana, consultar PASCA “Análisis comprativo de la legislación de Centroamérica y Panamá sobre VIH y Sida” en la dirección electrónica � HYPERLINK "http://www.pasca.org/nograficas/docs/todos.htm" ��www.pasca.org/nograficas/docs/todos.htm�


� Esta normativa fue calificada por la Procuraduría como “... restrictiva más que de reconocimiento de las personas viviendo con VIH Y  SIDA”�, particularmente los artículos 16, 24 y 25.


� National HIV/AIDS Policy


� Workplace Policy


� Consultar en el Anexo No. 2 un mayor detalle de estas agendas por país.


� Por ejemplo Comisiones Nacionales de  sida.


� En Nicaragua la Procuradora Adjunta logró incorporar en el Código de la Niñez y la Adolescencia a la niñez y adolescencia huérfana y que vive con VIH y sida como sujetas y sujetos de derechos. 


� Red Legal Nacional de Derechos humanos y VIH y Sida en Guatemala y El Salvador Alianza Estratégica de Promoción y Defensa Pública en Panamá


� Por ejemplo, afiches, trípticos y folletos. 


� Temas abordados: legislación nacional e internacional que protege los derechos humanos de las PVVS, estigma y discriminación, la importancia de una mejor atención de las PVVS, personas afectadas y grupos vulnerables, atención integral con enfoque victimológico.


� Temas abordados: procesos, perfiles y comportamientos en la toma de la denuncia. 


� Consultar el cuadro en el Anexo No. 3 para un mayor detalle sobre las instituciones que cuentan con protocolo.


� Solamente Panamá reporta esta categoría de “orientaciones”. 


� Esta institución inició hace poco tiempo el trabajo en esta área. Ello explica las diferencias con el resto de Oficinas. 


� Para mayor información por país, puede consultarse el Anexo No. 4.


� En el Anexo No. 5 se detalla la coordinación a lo interno de cada una de las Oficinas del Ombudsman.


� El anexo No. 6 detalla la coordinación con instituciones públicas por país.


� En el Anexo No. 7 se incluye un cuadro con el detalle de la información por país.


� La Ley 7 de 5 de febrero de 1997, por la cual se crea la Defensoría del Pueblo, establece en su artículo 33 que: “La Defensoría del Pueblo podrá formular recomendaciones…” 





� En el Anexo No. 7 se incluye el detalle del caso tal y como fue presentado por la Procuraduría. Por razones de espacio, en los cuadros éste se describe resumidamente y complementa la resolución final no acumulado al Informe Especial(PDDH El Salvador, 2004).


� Cuando la práctica se realiza en varias Oficinas, no se indican los países.


� El Decreto Ejecutivo establece que las mujeres que deciden someterse a la esterilización deben recibir una consejería de previo a la intervención. Esta Consejería la imparten los Servicios de Trabajo Social del sistema de seguridad social del país. 


� El Ministerio de Educación produjo unas Guías Sexuales para trabajar con estudiantes de secundaria en el campo de la educación para la sexualidad. Estas guías recibieron una fuerte crítica y oposición de la jerarquía de la Iglesia Católica, con lo cual se introdujeron algunos cambios. Estas guías han estado en revisión con el propósito de que puedan ser empleadas en la formación de esta población con una visión de un ejercicio de su sexualidad responsable y libres de prejuicios.


� Asamblea Legislativa, Expediente Nº 15499 sobre la Reforma Integral a la Ley General de Salud Nº 5395 y sus reformas, en el que se encuentra el capítulo V De los Derechos Sexuales y Reproductivos.





� Este decreto otorga a las mujeres el derecho de decidir por ellas mismas cuando se realizarán una esterilización (salpingectomía). Para ello no necesitan de una autorización de su pareja.


� Debe aclararse que si bien la PDDH de El Salvador forma parte de dicha entidad según la Ley respectiva, no ejerce esa participación por considerarse incompatible con la fiscalización que le corresponde efectuar por mandato constitucional y legal, de las políticas públicas y las actuaciones de las entidades públicas que conforman dicha comisión nacional. 


� Se encuentra en el Manual de Denuncias para Violaciones de los Derechos Humanos  de las PVVS y Grupos Vulnerables.


� En proceso de validación con instituciones que recibirán  las denuncias. 


� Indicar el nombre de cada institución


� En el caso de contar con un protocolo de atención, enviar por correo electrónico el texto completo








� Enviar por correo electrónico los textos completos o indicar si se encuentran en su página web


� Favor enviar por correo electrónico la documentación relacionada con cada caso.





� Indicar el nombre de cada institución


� De ser posible se agradece enviar vía courier los mencionados materiales.


� Por año. De ser posible utilizar estadísticas desde el año 2000.


� Favor enviar por correo electrónico la documentación relacionada con cada caso.


� Enviar por correo electrónico los textos completos o indicar si se encuentran en su página web





